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Resumen y abstract  IX 
 
Resumen 
El presente trabajo se enfoca en analizar el proceso de construcción del Plan de Desarrollo 
Integral Andinoamazónico 2035 – Pladia 2035, desarrollado por comunidades campesinas, 
indígenas y afrodescendientes en el Departamento de Putumayo (Colombia). El análisis se 
desarrolló bajo la perspectiva multidimensional de los conflictos ambientales, comprendiendo 
los procesos de planeación y ordenamiento como una pugna de estrategias de territorialización, 
en la que los actores buscan imponer las diferentes visiones de futuro sobre el territorio. A 
través de la información arrojada por la revisión documental y las entrevistas realizadas a líderes 
sociales, se compara el Pladia 2035 con los planes de desarrollo promovidos desde la 
institucionalidad. El trabajo se presenta en 3 capítulos: el primero es una reflexión sobre la 
relación entre los conflictos ambientales, el contexto colombiano, y los conceptos de territorio, 
desarrollo y buen vivir; en el segundo se presentan la configuración histórica del Pladia 2035 y 
el contexto actual del departamento de Putumayo; mientras que en el tercero, se hace una 
caracterización analítica de la propuesta, sus metas y alcances, y se identifican los conflictos 
ambientales (latentes y en curso) que se hacen evidentes con el surgimiento del Pladia 2035, en 
comparación con los planes de desarrollo impulsados por el gobierno. Finalmente, se evidencia 
al Pladia 2035 como una estrategia de territorialización construida de abajo hacia arriba, que 
nace en respuesta a las propuestas de desarrollo que la institucionalidad construyó de arriba 
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This work aims to analyze the formulation process of the Andeanamazonic Integral 
Development Plan - Pladia 2035, developed by small farmers, indigenous and african 
descendent communities in Putumayo (Colombia). The analysis was developed from a 
multidimensional perspective of the environmental conflicts, understanding land use planning 
as a territorialization strategies struggle, where stakeholders try to impose their different 
perspectives on territory’s future. Upon the information brought by documentary review and 
social leader interviews, Pladia 2035 is compared with development plans that have been 
institutionally promoted. The work is displayed in 3 chapters: first is a reflection about the link 
between environmental conflicts, colombian context, development and good living concepts; 
second presents the historical configuration of Pladia 2035 and the current Putumayo context; 
whilst third is an analytical analysis of the approach, its goals and scopes, and environmental 
conflicts (latent and in progress) that are make evident by the emergence of Pladia 2035, are 
identified in comparison with government development. Finally, Pladia 2035 is shown as a 
territorialization strategy built from down to top, as a response to development plans for 
Putumayo, that are institutionally built from up to top, which don’t reflect the ecosystemic and 
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En varios momentos de la historia reciente, las organizaciones sociales del Putumayo han 
manifestado su descontento con las perspectivas de los gobiernos para el desarrollo económico 
de la región. Esto ha llevado a numerosas movilizaciones a lo largo de la historia del país, cuyo 
punto en común es la exigencia de mayor autonomía por parte de las comunidades para decidir 
sobre el modelo de desarrollo de la región, y la solicitud de apoyo del estado en infraestructura, 
asistencia técnica, redes y otros elementos importantes para el éxito de sus iniciativas (Centro 
Nacional de Memoria Histórica, 2015; Comisión Andina de Juristas - Seccional colombiana, 
1993; Flórez, 2009; Ramírez, 2001; Torres Bustamante, 2012)- 
 
Los aprendizajes acumulados en los movimientos sociales de esta región desde los años 90, se 
materializan hoy en un proceso de búsqueda de alternativas al desarrollo en el departamento 
del Putumayo, que viene ocurriendo a través de la formulación del Plan de Desarrollo Integral 
Andino Amazónico – Pladia 2035 (Mesa Regional Organizaciones Sociales de Putumayo, Media 
y Baja Bota Caucana y Cofanía, 2015).  
 
Resulta de gran importancia documentar ese proceso, analizar las distintas territorialidades y los 
contextos en los que se enmarca, identificar los factores que influirían en su éxito y sistematizar 
los aprendizajes acumulados. Adicionalmente, la construcción del Pladia 2035 se debe analizar 
a la luz de los conflictos ambientales en el departamento del Putumayo, ya que al buscar un 
desarrollo alternativo tendría que poner en discusión el concepto tradicional de desarrollo, y en 






A continuación, se presentan los objetivos del trabajo, y la metodología con la que fue realizado 
el análisis. 
 
§ Objetivo general 
 
Analizar la construcción del Pladia 2035 desde la perspectiva de los conflictos ambientales. 
 
§ Objetivos específicos  
 
1. Elaborar un contexto histórico de la conformación de la Mesa Regional de 
Organizaciones Sociales de Putumayo, Media y Baja Bota Caucana y Cofanía, Jardines 
de Sucumbíos (MEROS). 
2. Caracterizar las perspectivas sobre el territorio que tienen los actores involucrados en 
el Pladia 2035. 
3. Identificar los conflictos ambientales potenciales de la confluencia de las diferentes 




Este trabajo parte de que no solamente se debe tener en cuenta que frente a las políticas 
implementadas por el estado las comunidades desarrollan resistencias que deben ser analizadas; 
sino que también plantean sus propias propuestas y deben leerse desde la perspectiva del actor 
que propone Long (2004). Este enfoque plantea que todo proyecto o iniciativa a implementar 
en un territorio transita por las estructuras locales y prácticas culturales, las percepciones y en 
general por las dinámicas políticas y las configuraciones de poder al interior de cada comunidad 
en específico; por lo que el camino de la implementación es inevitablemente un proceso en 
constante transformación. 
 
Así pues, la metodología se compuso de 3 fases que contemplan la necesidad de comparar el 




Fase 1 - Revisión documental. Durante esta fase se realizó una revisión de diversos documentos 
académicos y periodísticos para construir un contexto histórico y conceptual, que refleje las 
premisas con las que ha evolucionado el proceso de los movimientos sociales del Putumayo 
que ha llevado a que hoy en día se construya el Pladia 2035, y los actores relacionados con el 
mismo, dentro de los cuales no se contemplan únicamente las 36 organizaciones que hacen 
parte de la mesa, sino también otros actores con estrategias de territorialización en el territorio 
correspondiente al plan acá analizado: instituciones del gobierno, empresa privada, ONG, 
grupos armados, etc. 
 
Así mismo, se compilaron más de 30 documentos de planeación y ordenamiento del Putumayo, 
que comprenden planes de desarrollo municipales, regionales y nacional, decretos 
reglamentarios de diversas entidades del gobierno nacional, decretos ley emitidos por la 
Presidencia de la República de Colombia, documentos del Consejo Nacional de Planeación 
Económica y Social, los dos tomos que comprenden el Pladia 2035, así como su anexo 
cartográfico, entre otros. Esto con el fin de sistematizar las propuestas de los diferentes actores 
en categorías que permitieran la comparación de las mismas a nivel conceptual. 
 
Una vez realizada la revisión, se identificó la composición y distribución de la población en el 
área de influencia del Pladia 2035, se realizó un mapa de actores preliminar que permitiera dar 
cuenta de los involucrados de alguna manera en el proceso, y los vacíos de información que 
existían para conocer a cabalidad las diferentes perspectivas de futuro sobre el territorio a corto, 
mediano y largo plazo, así como definir en dónde se realizaría el trabajo de campo. 
 
Fase 2 – Trabajo de campo Durante los meses de julio y agosto de 2017, se realizaron más de 20 
entrevistas semiestructuradas a líderes sociales y funcionarios de los gobiernos regional y local 
en el departamento del Putumayo, específicamente en los municipios de Villagarzón, Mocoa, 
Puerto Asís y Puerto Leguízamo. Es necesario señalar que debido a la persecución que viven 
los líderes sociales en todo el país, los nombres de las personas que colaboraron con la 
investigación y que participan del proceso de la Mesa Regional, así como de otras 




En dichas entrevistas se buscó responder a tres aspectos básicos: 
 
¿Cuándo y cómo se conformó la Mesa Regional? ¿Qué organizaciones sociales la 
conforman? 
¿Qué otros actores han tenido alguna relación con el proceso y cuáles son sus intereses 
en el territorio? 
¿Cuál es la historia económica de la región, y cómo se ve reflejada en transformaciones 
en el ecosistema? 
 
Adicionalmente, se buscó participar de otros espacios de la vida social de las organizaciones 
involucradas en el proceso del Pladia 2035, como reuniones propias tanto de la Mesa Regional 
como de articulación con otras organizaciones. Allí se utilizaron tanto herramientas de la 
investigación participativa, como herramientas tradicionalmente utilizadas en la antropología 
social como la observación participante y la etnografía. La ventaja de utilizar esta última 
herramienta es que, parafraseando a Clifford Geertz (2003), la etnografía busca lograr una 
descripción densa de las estructuras conceptuales de la conducta humana, con lo cual se facilita 
conocer percepciones y relaciones de poder. 
 
Fase 3 – Análisis. Durante esta fase se tomaron los resultados obtenidos y se revisaron desde la 
perspectiva de los conflictos ambientales, de tal forma que se conciba a la humanidad como 
parte integral de la naturaleza y ente transformador de los ecosistemas. Se realizaron líneas de 
tiempo con la información recolectada, y matrices que permitieran categorizar tanto a los 
actores como a los planes de desarrollo consultados, en categorías que facilitaran su 
comparación con el Pladia 2035, para identificar las premisas de desarrollo y territorio que tiene 
cada uno de los actores. 
 
A partir de allí, se establecen las virtudes y falencias del Pladia 2035, así como las coincidencias 
que pueda llegar a tener con los instrumentos de planeación tradicionales, de manera que se 
pueda llegar a conclusiones sobre su viabilidad, y sobre el entramado de estrategias de 
territorilización del que hace parte en el contexto departamental, entendido en clave de 
pensamiento ambiental. 
 
1. Reflexiones sobre futuro y conflictos 
ambientales. 
¿Cómo se define el futuro de un país, de una ciudad, de un pueblo? ¿Cómo se concibe el futuro 
desde lo local en medio del contexto global? ¿Cómo se define la relación con el entorno natural 
cuando se piensa en el futuro?  
 
Hay muchas formas de abordar estas preguntas, pero hay un concepto clave que no se puede 
perder de vista al intentar responderlas: territorio. Este elemento es la base de las discusiones 
sobre el futuro de los grupos humanos alrededor del mundo, puesto que todos los grupos 
humanos se inscriben en un territorio, que conlleva una identidad y unos bordes 
institucionalizados o no, sobre los que toman las decisiones. 
 
No obstante, parafraseando a Augé y Colleyn (2005), las decisiones sobre el futuro de los 
pueblos cada vez se toman más lejos de lo local, y la vida de las personas y de los territorios, 
cada vez más, la definen entes y sujetos ajenos a la ciudadanía, bajo directrices económicas, 
políticas y culturales, que parecieran no dejar muchas opciones a las decisiones locales. Así 
mismo Fraser (2010) ha llamado la atención sobre las dificultades para que las demandas de 
todos los individuos de una sociedad sean escuchadas, y cómo ello conlleva injusticias para 
quienes no pueden garantizar su participación en las decisiones que atañen a sus comunidades. 
La participación constituye entonces un factor clave para tomar decisiones sobre el futuro de 
los territorios y las comunidades que los habitan.  
 
Ahora bien, al revisar literatura sobre planeación y ordenamiento territorial, se encuentra de 
forma recurrente la palabra «desarrollo». Lo mismo ocurre en muchos casos al acercarse a las 
comunidades, organizaciones y otras instancias de toma de decisiones tanto a nivel local, como 
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a nivel global. En esa medida, es necesario discutir este concepto, puesto que se encuentra de 
manera transversal en las visiones de futuro de los territorios, ya sea para reunir esfuerzos en 
ese camino, o para buscar alternativas a su concepción tradicional, puesto que como lo advertía 
Fals Borda (1986), se ha venido pretendiendo la construcción de un “desarrollo participativo” 
que ha mostrado numerosas falencias, restringiendo en muchos casos la participación a sus 
aspectos institucionales y estatistas. 
 
Para el autor, si bien existen varias formas de participación de las comunidades, muchas se 
centran sobre todo en ligarlas a las decisiones de los gobiernos mediante instituciones o figuras 
creadas para su participación “oficial”. Sin embargo, para el autor la efectividad real de la 
participación, depende de que los pueblos aparten sus luchas de ciertos conceptos de desarrollo, 
y de este tipo de escenarios institucionalizados que no permiten la existencia de escenarios de 
igualdad entre actores al momento de tomar decisiones sobre el territorio. (Fals Borda, 1986) 
 
Así, las los diferentes actores crean escenarios con los que buscan incidir en las decisiones que 
les atañen, y son sus diferencias en concepciones de futuro, territorio y desarrollo, frente a las 
de otros actores, las que llevan a diputas por el manejo y control de la naturaleza no humana 
(Martínez-Alier, 2009; Watts, 2000). Es allí en el espacio transformado donde se expresan las 
diferentes percepciones, a través de estrategias de apropiación y de dominio que desembocan 
en conflictos ambientales, y es necesario ahondar en esta reflexión desde el comienzo de esta 
investigación, para poder llevar a cabo un análisis del Pladia 2035, que contemple todas las 
visiones de futuro posibles. 
1.1 Territorio, territorialidades y territorialización. 
 
La naturaleza y la cultura no son dos conceptos aislados que evolucionan cada uno de manera 
independiente: la cultura es parte de la naturaleza, y a su vez la transforma y significa. En esa 
medida, la forma en que se apropia el territorio es una expresión de cómo los grupos humanos 
conciben su relación con el entorno natural, dentro de su cultura, y plantean sus visiones de 
futuro. 
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1.1.1 De territorios y territorialidades 
 
Desde las ciencias sociales se ha desarrollado ampliamente el concepto de territorio, a partir de 
la idea de que hay diferencia entre el espacio y el territorio. Si bien Lefebvre (2013) y algunos 
otros geógrafos hablan del espacio social, concibiéndolo como un espacio producido como 
condición de las superestructuras, donde lo que se produce son «conocimientos, ideologías, 
escritura y significados, imágenes, discursos, lenguaje, signos y símbolos», y le atañe dimensiones 
políticas, históricas y culturales; existen otras múltiples definiciones de espacio que no tienen el 
apellido «social» y que por lo general, priman cuando se trae este concepto a colación. 
 
Los grupos humanos se apropian del espacio a través de diversas estrategias, materiales y 
simbólicas, y es ese espacio apropiado lo que constituye el territorio. Es un sistema de símbolos, 
un entramado de referentes identitarios que responden a la reproducción de la cultura de los 
grupos humanos que lo habitan. Bajo esta noción, este trabajo se apoya en su mayoría en 
conceptos de la geografía crítica y de la antropología para precisar las formas en que la cultura, 
la economía y la política, se inscriben en el territorio.  
Varios autores coinciden en que el territorio es pues, un espacio geográfico que los actores 
apropian desde distintas dimensiones (García, 2006; Porto-Gonçalves, 2002): políticas, sociales 
y culturales (Ardila, 2014; Ayala, 2015). Es el contexto de la cultura y una significación cultural 
en sí mismo, construido a través de las prácticas sociales y de los límites de soberanía que 
demarcan los diferentes actores sobre el espacio, pues es un lugar que se construye 
constantemente y se transforma, para ser dominado (Cruz, 2011; Del Cairo, Montenegro-Perini, 
& Ve ́lez, 2014; Rodríguez, 2010).  
 
Siguiendo esta premisa, vale la pena parafrasear a Godelier (1989), para quien el territorio es el 
lugar donde las comunidades encuentran sus condiciones materiales de existencia, por lo que 
las formas de apropiación del mismo, tienen como objetivo obtener el acceso y control de estas 
condiciones y medios materiales, así como las condiciones para su reproducción. Es un espacio 
socializado, de construcción política y cultural de la naturaleza humana y de la naturaleza no 
humana, que «se concreta en dominios culturales tales como el parentesco, la economía, la salud, 
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la política, la religión, entre otros (...). Lo que significa que las disposiciones territoriales son 
garantes de la identidad social y cultural, y que aseguran su reproducción» (Cruz, 2011).  
 
Los territorios tienen límites que en algunos casos son institucionales, en otros culturales y en 
algunos tienen las dos condiciones. Ello implica que, al construir y apropiar un territorio, los 
grupos humanos le confieren dimensiones simbólicas expresadas en dimensiones culturales, 
políticas y económicas, distintas a otras que les son ajenas y que los diferencian y les dan pautas 
para relacionarse con otros grupos. 
 
Así pues, se construyen identidades a partir del espacio geográfico, pero es muy importante 
tener claro que el territorio no se construye solamente allí. Ardila (2014), por ejemplo, sostiene 
que el cuerpo es el primer territorio, puesto que es el primer lugar sobre el cual el ser humano 
decide un manejo propio, un manejo respecto a otros sujetos, y la creación de una identidad. 
Durante el proceso de apropiación ocurren múltiples interacciones que tienen que ver con el 
control que ejercen los actores sobre el territorio, y en ese sentido, cada acción sobre el territorio 
se encuentra insertada en una serie de relaciones de poder (Raffestin, 2013; Ulloa, 2001) que 
van de la mano con la territorialidad, que es la producción de territorio a través de las prácticas 
culturales ya mencionadas (Cruz, 2011). 
 
«¿Cuántos mapas, en sentido descriptivo o geográfico, serían precisos para agotar un espacio 
social, para codificar y descodificar todos sus sentidos y contenidos?» No estoy seguro de que 
podamos numerarlos. Al contrario, lo innumerable se introduce aquí» (Lefebvre, 2013, p. 141). 
Esas diferentes dimensiones de las que hablan varios de los autores mencionados hasta el 
momento, que se imprimen en el espacio y que lo convierten en territorio, son lo que va 
construyendo lo que acá se llamará territorialidades. 
 
Estas identidades, que en principio pudieran parecer individuales, se encuentran forjadas 
directamente por las relaciones al interior de la comunidad, y con las relaciones que construye 
la comunidad como conjunto con otros actores fuera de ella; mientras que implica acciones 
directas sobre el territorio en pro de su ordenamiento y significación (Ardila, 2014; Augé, 2013; 
Porto-Gonçalves, 2002).  
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El orden simbólico con el que se ordena el espacio geográfico y con el que se ordena el entorno 
natural, puede variar en el interior de cada comunidad, pero siempre es coherente en cada una, 
y podría decirse que es en esta diferenciación donde están los límites con otras concepciones 
del territorio y con otras culturas. (Augé, 2013; Ayala, 2015). 
  
Sin embargo, a pesar de que los espacios físicos no se yuxtaponen, las territorialidades sí. 
Parafraseando a Porto-Gonçalves (2002), y recogiendo el planteamiento de Ardila (2014), se 
podría decir que las territorialidades son las identidades que encierran todo proceso de 
apropiación, y en esa medida, la multiplicidad de las mismas, serían la expresión de estas 
concepciones sobre el territorio. 
 
En la medida en que un territorio existe según existan las representaciones sociales que 
construyan en él quienes lo habitan, puede haber muchos territorios en un mismo lugar, así 
como de ellos se pueden desprender múltiples identidades y territorialidades a la vez (García, 
2006). Las territorialidades según Velásquez (2012), resultan de una «combinación de 
espacialidades determinantes en la definición de un territorio; una territorialidad construida por 
relaciones, representaciones, eventos y mitos, definida por los movimientos poblacionales, 
construida por la concentración y desarrollo de actividades económicas» y es allí donde se hace 
importante este concepto, para entender los conflictos ambientales, a los que se referirá este 
capítulo más adelante. 
 
Como se ha podido ver hasta ahora, cada uno de los grupos que habitan o transitan de alguna 
forma un espacio geográfico, se apropian del mismo desde múltiples dimensiones. Para 
entender lo que ocurre cuando varias territorialidades se encuentran, aquí se tratarán 
principalmente la dimensión cultural, y la dimensión política, entendiendo que la política abarca 
de alguna manera la dimensión económica de estas territorialidades construidas.  
 
Sobre la dimensión cultural de la territorialidad, vale la pena revisar las reflexiones sobre 
humanidad y naturaleza que hace Godelier (1989), quien sostiene que cuando una sociedad se 
adapta al entorno, esto trae consigo «elaboración de representaciones e interpretaciones de la 
naturaleza que comparten todos los miembros de cada sociedad concreta, y la organización de 
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distintas formas de intervención individual y colectiva sobre la naturaleza basadas en dichas 
representaciones e interpretaciones» (p. 23). 
 
Si se parte de la definición que hace Geertz (2003) de cultura, entendiéndola como «un esquema 
históricamente transmitido de significaciones representadas en símbolos, un sistema de 
concepciones heredadas y expresadas en formas simbólicas por medios con los cuales los 
hombres se comunican, perpetúan y desarrollan su conocimiento y sus actitudes frente a la 
vida», entonces el territorio es el escenario donde ocurre esta trama de acciones sociales con 
significados. 
 
Así, el territorio está lleno de mitos de origen y mitos fundacionales; de la historia de cada cueva, 
valle o montaña y otras formas de memoria territorial; de lugares marcados como sagrados o 
profanos; y de prácticas cotidianas a través de las cuales se interiorizan normas sobre cómo los 
grupos y los individuos deben proceder en el tiempo y el espacio (Geertz, 2003; Harris, 2013; 
Sosa Velásquez, 2012; Ther Ríos, 2012). 
 
Ahora bien, la forma en que la cultura se va inscribiendo en el territorio, pasa también por la 
dimensión física y de aprovechamiento del entorno natural. La identidad construida en la 
dimensión cultural del territorio, está relacionada con límites en el espacio y en el tiempo y con 
las relaciones de producción que se derivan del aprovechamiento y es allí, cuando entramos en 
la dimensión política, que se refiere a las relaciones de poder que en él se tejen. 
 
Para Godelier (1989), las colectividades como grupo macro, se apropian de la naturaleza 
silvestre, y las colectividades locales se apropian de la naturaleza domesticada. Eso desde el 
principio, ya plantea territorialidades distintas sobre un mismo territorio, porque no 
necesariamente las visiones de futuro de los individuos y de los grupos locales, son las mismas 
de los grupos macro, por ejemplo. 
 
El poder no se limita a las jerarquías ni a las fronteras nacionales, así como tampoco se limita a 
las instituciones globales que sobrepasan las fronteras nacionales, sino que se mueve en la esfera 
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del control de elementos del entorno natural que se consideran recursos estratégicos, y de los 
grupos que logren conseguirlos. 
Adicionalmente, como lo afirma Sosa, el territorio no está permeado solamente por las 
relaciones de poder del presente, sino por las relaciones históricas de poder que lo han 
atravesado. «Este proceso histórico de ejercicio de poder llega a determinar las características 
que actualmente tiene la configuración política territorial impuesta» (Sosa Velásquez, 2012) 
 
En ese sentido, vale la pena retomar a Godelier, quien dice que las relaciones sociales (de 
parentesco, políticas o religiosas, por ejemplo) no resultan siempre igualmente importantes en 
cada grupo social, y que la razón por la que se define cuál predomina, es «cuando funciona al 
mismo tiempo como relaciones de producción, como marco y como sostén social del proceso 
de apropiación de la naturaleza» (1989, p. 38). Para Sosa, esto es cierto en términos de que el 
control sobre los medios de producción es la base del poder, pero, agrega que «el control sobre 
el territorio es posible por el conjunto de informaciones, recursos y capacidades con las cuales 
cuenta un actor de poder» (2012, p. 79). 
 
Esta última afirmación de Sosa es muy importante, porque sitúa teóricamente a los actores que 
no ejercen un control institucional del territorio, poniéndolo fuera de la definición tradicional 
de la ciencia política donde es la base natural del Estado, donde define el límite de las acciones 
de los gobiernos. Aparecen entonces las comunidades locales en escena, reconocidas como 
actores con capacidad de ejercer incidencia política en el territorio, entendida como la capacidad 
de tomar decisiones efectivas sobre el mismo: decisiones que respeten las representaciones e 
imaginarios plasmados en el territorio que habitan, tal y como lo pretenden las comunidades 
que desarrollan el Pladia 2035. 
 
Cuando se observan en su conjunto las dimensiones de la territorialidad, se puede apreciar su 
complejidad, y es claro entonces, que cuando se juntan varias territorialidades, inicia una pugna 
consciente o inconsciente entre distintas dimensiones culturales, políticas y económicas que, en 
la práctica corresponden a diferentes visiones de futuro. «Vida sociocultural y norma política 
establecen el funcionamiento de la regio ́n- territorio por medio de interacciones de tipo solidario 
y conflictivo entre distintos imaginarios y habitares» (Ther Ríos, 2012, p. 14)  
30 Análisis de la construcción del Pladia 2035 
 
¿Qué acciones emprenden los diferentes actores para apropiarse del territorio e imponer sus 
territorialidades? Estas acciones en concreto son lo que varios autores han denominado 
territorialización que aquí se analizará como estrategias complejas que comprenden varias 
acciones en cadena, y que son distintas para cada uno de los actores en el territorio. 
1.1.2 Estrategias de territorialización 
 
Para un análisis de las acciones de apropiación del territorio y del entorno natural en términos 
de estrategia, es importante ahondar un poco en las aristas del concepto «territorialización», 
como ejercicio de la territorialidad. 
 
Según Vandergeest y Peluso (1995) la territorialización son las decisiones tomadas sobre un 
territorio con límites específicos respecto a las actividades que pueden realizar las personas, y el 
control de los recursos a los que tienen o no acceso, a través de la organización del poder 
político y de la dominación que ejercen unos actores sobre otros. Siguiendo a Sack (1983), el 
ejercicio de la territorialidad son las acciones para controlar elementos, personas y relaciones, 
sobre un territorio con límites específicos.  
 
La forma más sintética de expresar esto es citando a Porto-Gonçalves (2002), quien afirma que 
la territorialización es «el proceso de apropiación del territorio», teniendo en cuenta que el 
territorio es una categoría densa como la que se describió en el apartado anterior de este 
capítulo. Existen muchas acciones mediante las cuales es posible intentar apropiarse de un 
territorio, pero acá se procurará dividirlas en algunos grupos básicos, desde las dimensiones 
política y cultural del territorio. 
 
Desde la dimensión política, es necesario recordar que como se ha dicho antes, tanto actores 
institucionales como actores por fuera de la institucionalidad pueden ejercer territorialidad, y 
que por ende, múltiples actores entran en el juego de poder que abarca principalmente el 
ordenamiento del territorio, el control sobre la tierra, el control sobre los recursos monetarios 
y el monopolio del uso de la fuerza dentro de los límites del territorio en cuestión (Coronado 
& Dietz, 2001; Vandergeest & Peluso, 1995).  
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En ese sentido, se hace necesaria la discusión sobre las implicaciones que tiene la orientación 
neoliberal de la economía mundial en la apropiación de territorios, puesto que la correlación de 
fuerzas del mercado ha llevado a una nueva división internacional del trabajo, en la que muchos 
actores de las pugnas políticas locales, tienen procedencias globales (Augé & Colleyn, 2005; 
Houtart, 2009). 
 
Francois Houtart (2009) afirma que «La globalización de la que tanto se habla hoy no reside en 
otra cosa que en la evolución del mercado», con lo que se refiere a la globalización del empleo 
y de los procesos de producción y de comercialización, que hacen de las políticas y programas 
de los organismos multilaterales, así como los tratados de libre comercio, estrategias de 
territorialización globales, que impactan fuertemente en lo local, como se verá en el segundo 
capítulo de este trabajo con los antecendentes del Pladia 2035. 
La lógica del capitalismo, que transforma todo en mercancía (Houtart, 2009), y que hizo de los 
medios de comunicación  su sofisticado aparato de reproducción de ideologías (Castells, 2001, 
2009), ha llevado a una exclusión histórica y a profundas crisis en territorios como el que se 
analiza en el presente trabajo, y ha desconocido los intereses de los países de la periferia y de 
los territorios que podrían considerarse periféricos al interior de los países, como es el caso del 
departamento de Putumayo. 
 
La apropiación de recursos específicos que se han convertido en mercancías transables en el 
mercado global, es también una estrategia que tiene expresiones en el nivel local, en donde 
también nacen estrategias como los instrumentos de ordenamiento territorial y planificación, 
institucionalizados o no, que al igual que los mecanismos ya mencionados, tienen una relación 
ineludible con la apropiación del entorno natural; y que generan una pugna permanente debido 
a las distintas motivaciones de las que provienen, según el actor que las promueva. Como lo 
señala Bucio Feregrino (2015), la disputa política se da en la esfera ideológica, puesto que las 
estrategias de territorialización tienen que ver también con la necesidad de legitimación del 
conocimiento y de la ideología que se tiene sobre el territorio.  
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Lo anterior lleva a contemplar la dimensión cultural de las estrategias de territorialización, que 
tienen que ver con la expresión práctica de la cultura en lenguaje, parentesco y reproducción, 
organización de la vida doméstica, arte, religión, memoria, entre otros (Harris, 2013). Esta es la 
médula de lo que se transforma más hondamente mediante una u otra estrategia de 
territorialización, cuando esta se construye de arriba hacia abajo, pues es donde aparecen los 
efectos de las demás transformaciones de manera menos explícita pero más profunda. 
 
Como ejemplo de lo anterior se puede mencionar que el cambio en las formas de intercambio, 
formas de habitación y uso del tiempo derivado de las políticas españolas en los siglos XVI y 
XVII fueron muy graves para el orden territorial de la cultura muisca, y «las lógicas del proceso 
de configuración de los pueblos, los resguardos y las agregaciones sustentadas en la 
evangelización, la protección y el descenso poblacional de las jefaturas indígenas profundizaron 
la fragmentación de la morfología de los cacicazgos prehispánicos» (Zuluaga, 2014 p.201). 
 
Para mencionar un caso más reciente, se pueden observar las transformaciones en las 
territorialidades Nasa del norte del Cauca, por cuenta de la extracción minera a cielo abierto, 
cuya lógica es muy distinta a la minería ancestral practicada tradicionalmente por los pueblos 
indígenas de algunas zonas del país. Esta nueva forma de extracción «altera prácticas que los(as) 
indígenas nasa realizan en su cotidianidad y que son las que garantizan lo que ellos llaman los 
espacios de vida y reafirman el territorio que imaginan, desean y luchan» (Caro Galvis, 2014) 
 
No obstante, el hecho de que la cultura sea el aspecto que se transforma a mayor profundidad, 
implica que también es un elemento de resistencia y de defensa del territorio, lo cual merece 
especial atención cuando se contemplan alternativas al modelo capitalista en busca de una mayor 
autonomía e incidencia de las comunidades. Allí aparecen entonces, estrategias de 
territorialización creadas de abajo hacia arriba, con una posición que Houtart (2009) plantea de 
manera muy clara: «para poner en práctica las alternativas que proponen los movimientos 
sociales es indispensable tomar el poder» (p. 174). 
 
El Pladia 2035 es una estrategia de territorialización formulada conscientemente por 
comunidades campesinas, indígenas y afrodescendientes, con el objetivo de tener incidencia en 
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las decisiones sobre el futuro de sus territorios, tal y como los espacios autónomos a los que se 
refiere Fals Borda (1985, 1986) cuando habla de la necesidad de participación efectiva por parte 
de las comunidades en la planeación de sus territorios. El plan de desarrollo aquí analizado es 
una respuesta comunitaria a la planeación de arriba hacia abajo que se ha hecho históricamente, 
y propone una discusión sobre lo que es el desarrollo, a quién beneficia y cómo debería 
concebirse y construirse en la región. Con esta discusión en mente, se construyó la siguiente 
sección de este capítulo. 
1.2 Desarrollo y territorio 
1.2.1 Conceptos de desarrollo 
 
De acuerdo con Ardila (2003), existe un error común a la hora de analizar el desarrollo, y es 
partir de que el capitalismo es «el climax de la evolución», de forma que se invisibilizan otras 
formas de pensar y de habitar los territorios. En esa medida, aquí se considera importante 
desarrollar un poco el concepto para dilucidar, cuando se habla de alternativas al desarrollo, de 
qué se quieren separar quienes las proponen. 
 
Con los efectos que dejó la Primera Guerra Mundial, y más tarde con las advertencias del Club 
de Roma y otros informes similares frente al deterioro del ambiente, las brechas crecientes entre 
países pobres e industrializados, y el crecimiento demográfico, entre otros, los límites que pone 
la naturaleza al capitalismo se vuelven evidentes (Ángel Maya, 2009), y aunque este aspecto 
quizás está sobrediagnosticado, las consecuencias de comprender el fenómeno se encuentran 
muy bien resumidas por Wolfang Sachs. 
 
Sachs (1996) plantea que existen tres perspectivas para analizar lo que ocurrió con el concepto 
de desarrollo: la que considera que el desarrollo se limitará espacialmente debido a la finitud de 
los recursos, la que considera que hay una responsabilidad global en el estado de los recursos 
naturales y busca un equilibrio entre el acceso a la naturaleza y el acceso a la justicia, y por 
último, la que acepta que es el desarrollo en sí mismo el que es finito, debido a la condición 
objetiva de finitud de los recursos naturales. 
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Aparece entonces el concepto de desarrollo sostenible, como la respuesta a la crisis civilizatoria, 
para poner en discusión los efectos de la pobreza y el crecimiento demográfico exponencial, 
pero no sus orígenes. Según Foladori (2002), en esta primera discusión, «los pobres son tanto 
agentes como víctimas de la degradación ambiental. Son agentes porque la falta de capital 
provoca que utilicen más intensivamente los recursos naturales y, consecuentemente, los 
depreden». Por el momento, se partía de que la respuesta estaba en romper el círculo al plantear 
el desarrollo sostenible, al menos hasta los años 90. 
 
Más tarde, se pretende salir del círculo que menciona Foldadori entendiendo que la pobreza no 
es un agente de degradación en sí mismo, sino que las causas de ella están en las relaciones de 
poder, del mercado, y la relación misma con la naturaleza (entendida por los organismos 
internacionales como un recurso). No obstante, en esta segunda fase tampoco se discuten las 
relaciones sociales de producción ni el orden mundial, por lo que se genera una contradicción 
en la que por un lado, de la mano de la Organización de las Naciones Unidas se crean programas 
específicos para combatir la pobreza con inversión en salud, educación, y otros aspectos que 
rompan brechas estructurales, mientras a través del Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional se promueve la reducción del gasto fiscal para asumir la crisis (Foladori, 2002). 
 
Ante este panorama, las respuestas de la población alrededor del mundo han sido diversas, 
poniendo de presente que la participación es fundamental para lograr cambios en la conciencia 
ambiental práctica, fuera de los organismos multilaterales. En estas alternativas al desarrollo se 
hará hincapié más adelante, pero para el caso de este trabajo, y teniendo en cuenta el contexto 
específico de análisis del departamento del Putumayo donde hay una confluencia de actores 
particularmente diversa, y una riqueza ecosistémica del mismo tono, el desarrollo se entenderá 
como una categoría en discusión que se intentará definir en la discusión a partir de las premisas 
expresadas por las acciones de los actores, en la construcción del Pladia 2035. 
1.2.2 Instrumentos del desarrollo 
 
La planeación de una nación pasa por un marco institucional no siempre democrático y no 
siempre efectivo que, dependiendo de la forma en que se desarrolle, lleva a un futuro común, o 
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no. En esta sección se abordará la filosofía general con la que se han construido históricamente 
en el país los instrumentos de ordenamiento y planeación, y cómo ha sido la vinculación de los 
diferentes actores que convergen en los territorios en estos procesos. 
 
En el caso de Colombia, donde la geografía es tan cambiante y las culturas tan diversas, no es 
de extrañar que como lo anota Serje (2005), el ordenamiento del territorio nacional, y en general 
la concepción de país, no haya estado completo ni unificado nunca, y por ende no hay 
«conjunto» sobre el cual determinar el desarrollo. De acuerdo con ese planteamiento el modelo 
de nación de hoy no es muy distante al de la colonia, cuando los llamados «territorios salvajes» 
se entregaron a la iglesia para someterlos a la civilización, mientras se gobernaba desde el centro 
del país. 
 
Basta dar una mirada transversal a los planes de desarrollo nacionales, y compararlos con los 
departamentales o municipales, para constatar que el piso normativo del ordenamiento es 
muestra de esta fragmentación. Fruto de fronteras internas muy marcadas entre el centro y la 
periferia, el estado nación colombiano se ha fundado sobre una lógica centralista donde las 
instituciones planean el futuro sobre un contexto imaginado, mientras la población y los 
ecosistemas reciben los efectos en el contexto real (Serje, 2005). 
 
Que el país entero sea leído desde el centro por los técnicos que contrata el Estado para 
desarrollar planes, programas y proyectos, deja de lado múltiples visiones sobre cómo debería 
relacionarse la humanidad con el entorno que deberían ser escuchadas en pro del ordenamiento. 
En este punto resulta importante establecer el concepto de ordenamiento que se manejará aquí, 
el cual se toma de lo planteado por Fajardo Montaña (2001), quien afirma que éste «consiste en 
el conjunto de relaciones que articulan al espacio nacional dentro de un sistema jerarquizado 
que condiciona la asignación de los recursos públicos y privados, orienta los procesos de 
asentamiento de la población y, en conjunto determina el desarrollo del territorio» (p. 498) 
 
Siguiendo esta definición, y atendiendo al planteamiento de Serje (2005), en ese sistema 
jerarquizado que es el ordenamiento, el país imaginado vs. el país real, crean oposiciones 
constantes técnico/no técnico, salvaje/civilizado, centro/periferia, que generan una 
36 Análisis de la construcción del Pladia 2035 
 
persistencia de las exclusiones históricas de los que fueran llamados «territorios nacionales» y 
de los grupos indígenas, afro, campesinos, rom, mujeres, LGBTI, entre otros. En consecuencia, 
«la resistencia se ha convertido en uno de los signos esenciales y emblemáticos de la alteridad» 
(Serje, 2005, p. 314) 
 
La forma en que se asignan los recursos públicos, y la forma en que se divide el uso de la 
naturaleza no humana en cada territorio, refleja el conocimiento del contexto, y evidencia 
inevitablemente las relaciones de poder en el interior del mismo. Las categorías bajo las que se 
ordena en Colombia provienen de la concepción del desarrollo como crecimiento económico, 
donde casi nunca hay enfoque de derechos y cuando lo hay, parte de una visión centralista de 
los mismos, sin una planeación que contemple el empoderamiento de los sujetos involucrados, 
pues hay un actor externo que no contempla estos aspectos humanos: el mercado.  
 
Todo lo anterior ha tenido como repercusión un territorio desordenado, consecuencia más de 
la apropiación privada de la naturaleza, que de un proyecto colectivo de largo aliento. La 
inequidad en la tenencia de la tierra, y en general en el goce efectivo de derechos es de larga data 
en el país, y en el mundo, pues es una consecuencia inevitable del capitalismo, como lo advertía 
Houtart (2014) al evidenciar que es un sistema que destruye la democracia al perseguir la 
existencia de acumulación de capital y de privilegios para una minoría. 
 
Según la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (2017), Colombia es el segundo 
país más desigual de Latinoamérica, y según el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo 
(2016), ocupa el puesto 95 en el mundo en la escala del Índice del Desarrollo Humano. La 
respuesta del país real ante las propuestas del país imaginado, reflejan por su parte, las 
aspiraciones colectivas sobre el ordenamiento impuesto desde el centro: los paros campesinos 
históricos, las mingas de resistencia indígena, el movimiento por la liberación de la madre tierra, 
y otras formas de resistencia desde muchos sectores de la sociedad colombiana, muestran 
claramente que en el país el ordenamiento y la planeación del futuro se hacen de arriba hacia 
abajo, en el marco de las exigencias de la economía mundial hegemónica, sin una participación 
efectiva y con pocas posibilidades para la población de tener una incidencia política desde la 
arena institucional. 
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1.2.3 Buen vivir y ordenamiento territorial 
 
Frente al panorama expuesto anteriormente, la capacidad de tomar decisiones sobre el territorio 
recae entonces en las posibilidades que tiene cada actor en sí mismo de construir incidencia 
política. Para ello se necesita que los actores sociales históricamente excluidos construyan lo 
que Houtart (2006) llama un nuevo sujeto histórico, donde 1) asuman su lugar en la historia 
como víctimas del neoliberalismo globalizado, con las especificidades de cada movimiento, 2) 
recuperen la conciencia de clase, 3) participen del campo político e inventen nuevas formas de 
democracia, y 4) logren que las iniciativas locales converjan en fuerzas capaces de actuar en el 
plano nacional. Todo ello, con el objetivo de poner en la agenda las resistencias que vienen de 
los “territorios salvajes”, para que junto al gobierno puedan hacerle frente al mercado.  
 
Ante la visión tradicional del desarrollo que por lo general impone una visión de futuro para el 
territorio, desde arriba hacia abajo, han emergido otras posturas que cuestionan la idea del 
desarrollo como crecimiento económico, y que parten del hecho de que, aunque se pueden 
encontrar puntos comunes, no existe una única forma de concebir el bienestar de las 
poblaciones, por lo que la búsqueda del mismo depende del contexto local y es atravesado por 
las diferentes territorialidades encontradas. 
 
Esta reflexión toma un sentido práctico muy claro cuando se trata de analizar instrumentos para 
construir el futuro, porque los planes de desarrollo, planes de ordenamiento, planes de manejo 
y similares, parten de medir la sociedad que se tiene, y compararla con la sociedad a la que se 
quiere llegar, y trazar una ruta para llegar allá. Sin embargo, como se pudo ver anteriormente, 
estos instrumentos no necesariamente reflejan la diversidad de visiones del territorio que 
existen, y en esa medida han segregado históricamente a indígenas, campesinos, 
afrodescendientes en la toma de decisiones, a la vez que han impuesto una relación con la 
naturaleza no humana que no necesariamente corresponde a la diversidad ecosistémica y 
cultural del contexto o a su dimensión colectiva, y que profundiza y mantiene relaciones 
desiguales de poder. 
 
La respuesta a este estado de cosas en Latinoamérica ha sido una permanente búsqueda desde 
muchas comunidades para que estos instrumentos reflejen las diferentes formas de vida que 
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busca cada población, sin negar los puntos en común entre diferentes culturas. Una búsqueda 
que pretende que el futuro se construya de abajo hacia arriba en procesos democráticos, donde 
las diferentes territorialidades tengan una representación, y aquellos grupos que históricamente 
han sido discriminados en la toma de decisiones tengan la libertad de decidir sobre su futuro. 
 
Al explorar esta línea, existe un concepto que se repite tanto en la literatura académica al revisar 
el devenir de las alternativas al desarrollo, y que es un referente para varios movimientos 
campesinos, afros e indígenas latinoamericanos: Buen Vivir. Esta es una expresión que viene de 
la noción quechua «Sumak Kawsay» y de otras nociones similares existentes en otras culturas 
de los Andes, por lo que viene directamente de la lucha indígena latinoamericana aunque desde 
comienzos del siglo XXI ha permeado rápidamente buena parte de las luchas sociales del 
continente, tomando múltiples formas, dependiendo de las condiciones del contexto en que 
aparece (Gudynas, 2011). 
 
En términos generales, el Buen Vivir es un concepto en construcción permanente que 
constituye una reivindicación cultural frente a la colonización histórica de la modernidad sobre 
los pueblos indígenas, que derivó en una crítica a la concepción fragmentada y utilitarista de la 
naturaleza, y a la lógica capitalista de continua mercantilización (Houtart, 1991). 
 
Así pues, entender esas respuestas colectivas ante la visión tradicional de desarrollo, pasa por 
entender no solamente el contexto cultural en que se concibe el futuro, sino también el contexto 
político en que ello ocurre. Parafraseando a O’Connor (2001), se puede decir que las apuestas 
colectivas que pretenden replantear las condiciones de producción y su consecuente relación 
con la naturaleza no humana, entran en una lucha para que el Estado, como ente regulador, 
opere de una forma más democrática, puesto que «el acceso a la naturaleza está mediado por 
luchas, ya que la naturaleza externa no tiene identidad política y subjetividad propias» (p. 8). 
Aparentemente no hay un consenso en la academia de lo que busca el Buen Vivir, pues como 
se ha dicho antes es un concepto en construcción, pero siguiendo a Houtart (1991), se puede 
afirmar que es un punto de vista que hace una crítica a la cosmovisión impuesta por el 
capitalismo en la que se separa a la humanidad de la naturaleza, y se impone la visión utilitarista 
de la misma. En la práctica, el buen vivir propone una visión holística que reformule el 
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desarrollo, y persigue la construcción de un nuevo estado con otra economía, en armonía con 
la naturaleza y la interculturalidad. 
 
Esta construcción holística que lleva la reformulación del desarrollo a la práctica, pasa por 
repensar la planeación y el ordenamiento de los territorios, teniendo en cuenta su diversidad 
cultural y ecosistémica. Como lo proponía Fals Borda (2001), exige un nuevo planteamiento 
donde lo fundamental no sean los límites municipales o departamentales, sino unidades que 
sean expresión de lo local, fruto de la participación real de sus habitantes.  
1.3 Conflictos ambientales 
1.3.1 Un repaso conceptual 
 
Los conflictos ambientales son un tipo de conflicto social particular, que surge alrededor de 
problemas ambientales, por lo que hay que empezar por señalar que como bien lo decía Ángel 
Maya (2015), «El problema ambiental está, por lo general, mal planteado en la arena del debate 
teórico y de la acción práctica. No es un problema que atañe solamente a los ecosistemas 
naturales o que se pueda solucionar simplemente con medidas tecnológicas. Requiere la 
formación de una nueva sociedad» (p. 9), lo cual implica que el conflicto ambiental puede ser, 
como se verá más adelante, una oportunidad para discutir el rumbo de dicha sociedad. 
 
Discutir los efectos sociales de los problemas ambientales, adquiere sentido si se concibe a la 
naturaleza como un patrimonio colectivo, y para ello resulta útil la noción de socioecosistema, 
pues de esta manera todo el proceso de planeación del territorio puede tener como elemento 
transversal la búsqueda de las sustentabilidad ecológica y cultural. Esta es una categoría que 
contribuye a entender la relación ecosistema – cultura, pues en un socioecosistema convergen 
aspectos culturales y ecológicos, en cuya interacción actúan los componentes humanos, bióticos 
y abióticos del sistema (Resilience Alliance 2010) citado en (Ortega Uribe, Tamara Mastrangelo 
et al., 2014). 
 
La superposición de diferentes estrategias de territorialización sobre estos socioecosistemas, 
puede dar lugar al surgimiento de conflictos entre los actores, por el control de la naturaleza no 
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humana, y en general, por la autodeterminación en la construcción del territorio. Es por ello 
que el Pladia 2035 debe analizarse a la luz de los conflictos ambientales, pues aunque sobre este 
tema existe amplia literatura, hay un argumento en común que pone de presente la necesidad 
de analizar los conflictos desde las luchas de poder, la justicia y la gobernanza, a través de las 
acciones en las que se concretan estos aspectos en la práctica (Martínez-Alier, 2009; Watts, 
2000). 
 
Desde la perspectiva de la ecología política, cuyos esfuerzos se dirigen a «integrar los enfoques 
humano y físico de la crisis ecológica, para hacerlos capaces de enfrentar diversas circunstancias 
y de acomodarse tanto a estudios locales detallados como a estudios globales» (Watts, 2000), se 
podría decir que los conflictos ambientales son los conflictos que surgen a partir de las 
diferentes perspectivas de uso, manejo y control de la naturaleza, que tienen los actores en el 
territorio: un traslape de distintas estrategias de territorialización, y de territorialidades (Leff, 
2003; Martínez-Alier, 2009; Walter, 2009). En la práctica, eso quiere decir que no todos los 
conflictos ambientales surgen cuando una de las partes se propone defender los ecosistemas en 
su territorio, sino que tiene que ver con defender una perspectiva del territorio, el cual como se 
ha explicado antes, incluye los ecosistemas. 
 
En esta línea, Folchi (2001) es enfático al afirmar que los conflictos no ocurren siempre entre 
ecologistas y algún actor externo, y que «no son sólo aquellos que nacen de un daño ambiental, 
sino de cualquier proceso de transformación ambiental, independientemente de su valoración» 
(p. 82), porque la alteración que ocurre al iniciar un conflicto, no es necesariamente un daño, 
sino un cambio de la estabilidad de la situación de las personas en el hábitat, y por ello el autor 
introduce un punto de partida para el conflicto al que llama «tensión ambiental». 
 
Ahora bien, para que surja el conflicto en sí no basta que algún actor modifique su relación con 
la naturaleza en un lugar determinado y que con ello afecte a otros actores, sino que se requiere 
de un contexto específico de resistencia, en el que la tensión ambiental sea percibida por los 
habitantes del territorio (Folchi D., 2001; Martínez-Alier, 2009; Pérez-Rincón, 2010). 
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En esa medida y partiendo de que los conflictos ambientales no son estáticos, para 
comprenderlos es indispensable una perspectiva multiescalar, multitemporal y multiagente, de 
tal manera que sea posible analizar la escala local respecto a la escala de país, en diferentes 
momentos del tiempo y desde la perspectiva de los diferentes actores (Del Cairo et al., 2014).  
 
Se entiende aquí que la participación tiene un papel fundamental en el desarrollo de los 
conflictos ambientales, convirtiendo al conflicto en una oportunidad de diálogo entre los 
diferentes actores en el territorio, y posibilitando que se desencadenen reflexiones sobre el 
orden social y económico existentes, que quizás lleven a planteamientos más plurales en los 
territorios. 
1.3.2 Contexto nacional 
 
Los conflictos ambientales no se encuentran aislados de la dinámica política del país, y por ello 
hay que tener presente el contexto de postacuerdo. Conviene señalar entonces, que varios 
autores han mostrado desde diferentes puntos de vista la relación de los orígenes del conflicto 
social y armado colombiano con la disputa por la naturaleza no humana y que el acceso a ella y 
su control, han sido factores clave en el origen y el desarrollo del conflicto. (Fajardo Montaña, 
2015b; Foro Nacional Ambiental, 2003; Giraldo Moreno, 2015; Lavaux, 2006; Márquez, 2004; 
Rodríguez Garavito, Rodíguez Franco, & Durán, 2017). 
 
De acuerdo con Pérez (2010), en Colombia hay más conflictos ambientales, en comparación 
con otros países, debido al modelo extractivo que ha generado patrones de acumulación de la 
naturaleza, que afecta gravemente a estos ecosistemas y a las comunidades que de ellos 
dependen. 
 
La base de datos de la Universidad del Valle, muestra que en Colombia existían 115 conflictos 
ambientales en el año 2016 (Pérez-Rincón, 2016). Si bien esta cifra no es completa, tal y como 
lo afirma el autor, sí constituye un inventario exhaustivo de la situación nacional al respecto, y 
muestra que la mayor parte de los conflictos ambientales del país se ubican en zonas rurales, 
estando gran parte de ellos en la zona andina y en la costa caribe. 
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Efectivamente, el conflicto social y armado no es el centro del análisis de este trabajo, es 
pertinente recordar que ciertos elementos estratégicos de los ecosistemas, pueden ser un 
detonante importante en este tipo de conflictos, aunque no sean la única causa, por lo que es 
importante mencionar esta relación. De acuerdo con Rodríguez Garavito et al. (2017), los 
ecosistemas participan de conflicto social y armado del país en cuatro formas básicamente: 
como causa, como fuente de finanzas, como beneficiarios o como víctimas. 
 
Con respecto a la participación de la naturaleza no humana, como fuente de financiación del 
conflicto, son varios los autores que mencionan los cultivos considerados ilícitos                               
—específicamente el cultivo de coca— como un aspecto que generalmente es central en la 
persistencia del conflicto (Rodríguez Garavito et al., 2017; Ross, 2004). Para el caso colombiano, 
este punto ha sido fundamental tanto para la financiación de la lucha armada de las guerrillas, 
como para la acumulación de capital de los grupos paramilitares.  
 
Otras actividades extractivas con profundos impactos para los ecosistemas, como la minería 
por ejemplo, y actividades relacionadas con la extracción como las vacunas a las petroleras, 
contribuyen a las finanzas del conflicto (Fajardo Montaña, 2015a; Foro Nacional Ambiental, 
2003). También se puede hablar de la palma de aceite, pues en Urabá por ejemplo, tras desplazar 
violentamente a las comunidades de Curvaradó y Jiguamiandó, las Autodefensas Unidas de 
Colombia sembraron esta planta en toda la zona, logrando incluso la participación activa de la 
empresas privadas en el monocultivo, como Urapalma y Gradesa, entre otras (Centro Nacional 
de Memoria Histórica, 2012b; Fiscalía General de la Nación, 2017; Sala de Conocimiento de 
Justicia y Paz del Tribunal Superior de Medellín, 2014). 
 
Adicionalmente, tal y como señalan Rodríguez Garavito et al. (2017), a través de las actividades 
mencionadas anteriormente, se emprenden actividades de ganadería o monocultivo con las que 
se lava el dinero proveniente del narcotráfico y se consolida el poder territorial (Centro Nacional 
de Memoria Histórica, 2012b; Molano, 2006). Sin embargo, los efectos ecosistémicos de las 
actividades mencionadas, así como las acciones que de ellas se derivan, como las fumigaciones 
con glifosato o los bombardeos a la insurgencia, por ejemplo, no pueden explicarse con 
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variables únicas y por ende no es sencillo señalar causalidades unidireccionales entre conflicto 
armado y degradación ambiental.      
 
Solamente cuando las consecuencias ecológicas provienen de acciones directas como un 
atentado, por ejemplo, o de actores específicos identificados como en el ejemplo de Urabá            
—que es además un caso emblemático del accionar del paramililtarismo—, se puede hacer esta 
relación causa-efecto clara, por lo que no resulta tan sencillo afirmar tajantemente que los 
ecosistemas son víctimas del conflicto social y armado interno, en todos los casos. 
 
Ahora bien, el ambiente también ha sido beneficiario del conflicto y son diversos los 
documentos académicos, de prensa y de entidades gubernamentales, que muestran un aumento 
de la degradación ambiental con la firma del acuerdo de paz con la guerrilla de las Farc-EP, e 
incluso desde la etapa de negociaciones. 
 
La Estrategia de Preparación Institucional para el Posconflicto consignada en el CONPES 3867 
(2016) es central para el contexto nacional en materia de conflicto ambiental, pues en sus 
consideraciones recoge una preocupación por la debilidad institucional que existe en el 
ordenamiento ambiental en el país, lo cual se agrava en las zonas históricamente atravesadas 
por el conflicto social y armado interno. 
 
Según el mencionado CONPES, esto pudo tener incidencia en el aumento de las alertas 
tempranas presentadas por el Instituto de Hidrología, Meteorología y Estudios Ambientales de 
Colombia en 2016, «el 85% de las alertas tempranas de deforestación reportadas en el último 
semestre de 2015, se dieron en jurisdicción de las CAR en zonas de conflicto» (2016, p. 23). Por 
su parte, en la Estrategia Integral de Control a la Deforestación y Gestión de los Bosques en 
Colombia, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (2017) plantea su preocupación 
frente a las presiones existentes en los llamados «municipios del posconflicto», en relación con 
la deforestación. 
 
Si bien es clara la preocupación del gobierno nacional por el aumento de la deforestación, no 
se aprecia preocupación por el surgimiento de otras disputas ambientales en los territorios. 
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Varios sectores de la academia han advertido del resurgimiento del paramilitarismo, y se ha 
identificado también la existencia de otros actores armados organizados, con intenciones de 
copar territorios otrora ocupados por las FARC-EP. 
  
Este último elemento constituye un aspecto central de la implementación del Acuerdo de La 
Habana, pero poco se han discutido sus efectos en las economías extractivas que existen en las 
áreas abandonadas por la guerrilla, que ahora quedan en disputa, tales como la agroindustria, la 
minería ilegal y los cultivos ilícitos, entre otros. Ante este panorama, crecen las disputas en el 
territorio entre comunidades, gobierno, empresas y grupos armados organizados, con lo que se 
ve inevitablemente transformada la relación de las poblaciones con los ecosistemas. 
 
Adicionalmente, debido a la dinámica propia de la confrontación del conflicto armado, varias 
áreas se encontraban fuera del alcance tanto de la población civil, como del gobierno y de las 
empresas. Con o sin intención explícita, «La presencia histórica de actores armados en algunas 
áreas dentro de las regiones de Putumayo, Guaviare, Caquetá, Catatumbo, el Nudo de Paramillo 
o la altillanura ha ayudado a conservar estas zonas» (Rodríguez Garavito et al., 2017, p. 37), que 
de otra manera seguramente habrían sido explotadas hace mucho tiempo. 
 
A pesar de los retos de seguridad que presenta el Acuerdo de La Habana para las regiones, y de 
las múltiples posibilidades que se abren para la participación política, el futuro de los ecosistemas 
se encuentra en vilo. La agenda del gobierno en el postconflicto viene de la mano con la 
locomotora minero energética planteada en el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, cuyo 
paradigma de desarrollo se basa en una extracción intensiva «para hacer de Colombia un país 
minero y petrolero, al lado del latifundismo ganadero y de la agricultura comercial extractiva, 
con una potente oferta a los grandes intereses nacionales y transnacionales para la realización 
de negocios» (Coronado, 2016, p. 16).
 
2. Antecedentes y contexto del Pladia 2035 
Se pretende en este apartado mostrar la configuración histórica y contexto en el que se desarrolla 
la lucha por la autodeterminación del futuro del territorio que plantean las comunidades del 
Putumayo en el Pladia 2035. Para ello, el capítulo tiene básicamente dos secciones: la primera 
donde se explica brevemente la configuración de poblamiento del departamento de la mano 
con las actividades productivas desarrolladas a lo largo de la misma desde comienzos del siglo 
XX hasta hoy, con énfasis en las movilizaciones campesinas que han tenido lugar durante este 
lapso y los motivos de estas. La segunda, donde se explica el contexto departamental actual en 
el que se desarrolló la formulación del Plan. 
 
Para comenzar, se debe mencionar que gran parte del destino del departamento del Putumayo, 
ha sido determinado históricamente por la exclusión de los que otrora se denominaban 
«territorios nacionales» y que, al ser entregados a la iglesia, evitaron al estado toda 
responsabilidad y se convirtieron en caldo de cultivo para la violencia y la explotación (Báez, 
2007; Rangel, 2003; Sierra, 2003).  
 
Prueba de ello sería el hecho de que fueron repetidamente ignoradas las peticiones que 
realizaban los funcionarios locales allí asentados en términos de seguridad, infraestructura y 
otras formas de institucionalidad (González Gómez, 2009). Sin embargo, otros autores señalan 
que no es una ausencia de estado lo que ha existido, sino una forma de presencia específica en 
una lógica colonial de explotación que ya existía, y que la iglesia solo reprodujo, como lo han 
reproducido una y otra vez las empresas extractivas allí asentadas con la venia del estado, 
aprovechando la dicotomía civilización/barbarie ampliamente difundida desde cuando se 
entregó a los capuchinos el territorio para que evangelizaran a los indígenas y mantuvieran la 
soberanía nacional (Angulo, 2010; Gómez López, 2015; Pécaut, 1994; Ramírez, 2001; Serje, 
2005, 2006, 2013). 
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Ahora bien, esta condición de aislamiento y reiterada necesidad de posibilidades de 
autodeterminación, hacen de las zonas de frontera un caldo de cultivo para el nacimiento de 
resistencias pues –sin ánimo de idealizar las luchas locales- es posible afirmar que los habitantes 
de estos territorios escapan de la disciplina y el orden del estado (Ramírez, 2001; Serje, 2005)  
Desde ese punto de vista, en esta sección se abordará el contexto actual en que surgieron las 
resistencias y las luchas por autonomía en Putumayo que han escalado hasta reflejarse en el 
Pladia 2035 (Mesa Regional Organizaciones Sociales de Putumayo, Media y Baja Bota Caucana 
y Cofanía, 2015)  
2.1 Las aparentes bonanzas 
 
Como bien lo enuncian Gómez López y otros autores (2015), «Una larga historia de despojos, 
amenazas, engaños y, aún, de actos de amedrentamiento, tortura y terror ejercidos contra los 
nativos, ha caracterizado la colonización de la selva oriental colombiana» (2015, p. 18)  Por allí 
han pasado quina, oro, caucho y otras olas de extracción intensiva que dejaron a su paso 
esclavitud y disminución de la población indígena (Villa & Houghton, 2004), mientras que a 
comienzos del siglo XX varias personas que venían de la zona andina se asentaron en el 
piedemonte amazónico, y más tarde en la segunda mitad del siglo, las bonanzas maderera y 
petrolera aumentaron considerablemente la población del departamento, con lo que se 
consolidaron como municipios a localidades que en otra época eran pueblos o corregimientos 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2014), con todos los impactos que dejan a su paso las 
economías de enclave: captadoras ilegales, violaciones a derechos humanos, precarización de 
las condiciones laborales, entre otros (Arcila, 2010; Serje, 2005). 
 
La colonización en las subregiones de Valle del Guamuez y Valle del Sibundoy inicia como una 
política del gobierno para poblar las fronteras con Ecuador y Perú, pero la colonización masiva 
de la zona que atañe a este trabajo por su naturaleza puramente extractiva, inicia en los años 60 
con el descubrimiento del extenso yacimiento petrolero de Orito para el cual el estado le entregó 
a la Texaco 4.200 Ha de tierra (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015) (Ramírez, 2001). 
Esta migración interna también se explica en menor medida con la violencia política, pues no 
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se puede desconocer que para esta época todos los acontecimientos del país ocurrían en el 
marco de la confrontación bipartidista, durante la cual además llega la presencia de la insurgencia 
al Putumayo (Giraldo Moreno, 2015; Molano Bravo, 2015; Villa & Houghton, 2004)  
 
Esta fiebre petrolera es lo que algunos autores identifican como la tercera etapa de colonización 
en el Putumayo, pero ya a comienzos de los años 70 la importancia del petróleo en la economía 
regional disminuyó notablemente, dejando a su paso el repliegue y la fragmentación de varias 
comunidades indígenas, y una gran cantidad de colonos sin ocupación (Angulo, 2010; Ramírez, 
2001; Sánchez Steiner, 2015). 
 
La Texas Petroleum Company se fue de la zona 10 años antes de lo pactado, y entregó sus 
yacimientos a Ecopetrol, dejando los precios altos en muchos bienes, crecimiento de las 
cabeceras del departamento, y un desempleo en crecimiento, tal y como ocurría cada vez que 
terminaba una supuesta bonanza.  De acuerdo con Torres Bustamante (2012) en este momento 
empieza la mayor ola de poblamiento del departamento: cuando coinciden la salida de la Texaco 
y la llegada de la bonanza de la coca, que al menos hasta mediados de los 80 contó con la venia 
de las FARC y el EPL, que cobraban un «impuesto de gramaje» a cultivadores y 
comercializadores de coca (Comisión Andina de Juristas - Seccional colombiana, 1993). 
 
La coca es una planta tradicional de las comunidades indígenas en toda América, pero llegó al 
Putumayo en ese momento como actividad económica ilegal con una mayor rentabilidad que 
los cultivos lícitos, por cuenta de los carteles de Cali y Medellín, y más tarde por la expansión 
de los negocios ilícitos de Gonzalo Rodríguez Gacha, que se instaló en cercanías del río San 
Miguel en una zona conocida como «El Azul» (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015; 
Mesa Regional Organizaciones Sociales de Putumayo, Media y Baja Bota Caucana y Cofanía, 
2015; Sánchez Steiner, 2015). 
 
De acuerdo con Sánchez Steiner (2015), los años 80 en el Putumayo fueron una época muy 
dura en términos de derechos humanos pues era un territorio en constante disputa entre grupos 
armados: en 1981 el M-19 se tomó la capital unas horas y el gobierno respondió con 
bombardeos en Puerto Caicedo (Comisión Andina de Juristas - Seccional colombiana, 1993), 
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en 1983 el Ejército Popular de Liberación–EPL empezó a hacer presencia en los municipios 
petroleros, en 1984 toma fuerza en la zona el frente 32 de la guerrilla de las FARC-EP, y en 
1987 Rodríguez Gacha crea una base paramilitar en El Azul, donde nacen grupos como Los 
Combos y Los Masetos, con lo cual se profundizó una época de persecución política en el 
departamento, como lo enuncia la Comisión Andina de Juristas - Seccional colombiana: 
 
«La situación de violencia se hizo más drástica cuando desde finales de 1988 y hasta 
mediados de 1991, en acciones mancomunadas de fuerza pública y grupos paramilitares 
se persiguió en forma violenta al movimiento popular, a la oposición política y a 
supuestos o reales auxiliadores de la guerrilla, situación que no recibió ninguna medida 
oficial específica para buscarle solución, a pesar de la solicitud permanente de las gentes 
del departamento» (1993, p. 7). 
 
Esta persecución paramilitar empieza con varios asesinatos a líderes de movimientos sociales 
en 1987, justo después del paro cívico que se realizó en 1986, momento en el cual tenían fuerte 
incidencia política en el departamento movimientos políticos de izquierda como el Movimiento 
Cívico (nivel departamental), la Unión Patriótica (Puerto Asís), y el Frente Popular (Orito y 
Valle del Guamuez (Comisión Andina de Juristas - Seccional colombiana, 1993). 
2.2 Movilizaciones cocaleras y lucha contra las drogas 
 
En la década de los 90 se empezó a promover la erradicación de cultivos ilícitos a través de 
Planes de Desarrollo Alternativo (PDA y PLANTE), que fracasaron por su poca cobertura, 
pues aquellos que no participaban de las iniciativas estatales eran reprendidos por la fuerza 
pública, y porque implicaban erradicación forzada con la cual nunca estuvieron de acuerdo las 
comunidades (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015). 
 
En noviembre de 1994 empezó un paro cívico en Puerto Asís que se extendió a Orito, San 
Miguel y Valle del Guamuez, y que finalizó con el Pacto de La Hormiga en enero de 1995, el 
cual el gobierno incumplió, por lo que el movimiento campesino continuó sus protestas con 
movilizaciones posteriores (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2011; Ramírez, 2001). 
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Durante esta misma década surge el Frente 48 de las FARC-EP y empieza a operar en el 
Putumayo, con varias estrategias para beneficiarse del comercio de la coca, y al mismo tiempo 
ganar respaldo de los campesinos de la zona: al igual que el Frente 32, el 48 cobraba impuesto 
de gramaje a intermediarios y patrones de los cultivos de coca, mientras que obligaron a los 
patrones y comisionistas fijar un pago mínimo para los campesinos y expulsaron a los primeros 
grupos paramilitares que habían creado el Cartel de Medellín y Gonzalo Rodríguez Gacha 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015) (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012a). 
Dado el amplio dominio de la guerrilla en esta zona, varios son los análisis que se refieren a su 
incidencia en el paro cívico realizado entre 1994 y 1995, e incluso según lo que muestra María 
Clemencia Ramírez en su libro sobre el movimiento de campesinos cocaleros en Putumayo: 
 
«El gobierno central hizo caso omiso de estos propósitos y respondió tal como se le 
acusa de hacerlo cada vez que se acerca a la región, al declarar ‘que los paros cívicos 
realizados en los últimos días en Miraflores y Puerto Asís, fueron preparados 
conjuntamente por narcotraficantes y guerrilleros’, por tratarse de ‘organizaciones 
interesadas en evitar que sea atacado uno de los frentes más importantes dentro del 
tráfico internacional de estupefacientes» (Ramírez, 2001). 
 
Esto llevó a una ola de represión por parte del gobierno y a una estigmatización de la protesta 
social en el departamento, sobre todo por parte del gobierno nacional, que imposibilitaba un 
diálogo horizontal con el gobierno. Poco después de firmar el Pacto de La Hormiga las 
fumigaciones continuaron, por lo que más de 40.000 campesinos salieron a las calles a protestar 
por los incumplimientos y por los resultados deficientes de los planes de sustitución. (Ramírez, 
2001; Sánchez Steiner, 2015) 
 
Una vez adoptada la Convención contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Psicotrópicas, por medio de la Ley 67 de 1993, la lucha contra las drogas tiene numerosas aristas 
que van más allá de la sustitución de cultivos. Sin embargo, sobre el apartado específico que 
aquí atañe, existen básicamente dos abordajes: Una primera aproximación sostiene que debe 
hacerse erradicación forzosa y rápida de cultivos, para que los cultivos lícitos puedan 
permanecer (Periódico El Tiempo, 1996b). La segunda, sostiene que debe hacerse sustitución 
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manual y voluntaria, acompañada de programas que permitan que las alternativas económicas 
a los cultivos ilícitos despeguen (Red de Consejos Comunitarios del Pacífico Sur & Mesa 
Departamental de Organizaciones Sociales Campesinas, 2006). 
 
En Colombia se aplicó durante mucho tiempo la primera, debido a que se dependía en gran 
medida de recursos de la comunidad internacional para la lucha contra las drogas. 
Específicamente, se dependía de recursos provenientes de los Estados Unidos que durante el 
gobierno de Ernesto Samper, en 1996, se congelaron debido a que, según el Secretario de 
Estado Asistente para Asuntos Internacionales Legales y de Narcóticos, «ningún gobierno 
puede estar completamente comprometido a desaparecer los carteles de drogas, corrupción por 
drogas, y violencia derivada del narcotráfico, y no será efectivo en ninguna de estas metas, si 
sus servidores de más alto rango le deben lealtad a los carteles» (Crandall, 2002). 
 
El gobierno de EE.UU. determinó entonces, retirar la certificación a Colombia en materia de 
seguridad nacional, y puso siete condiciones para que la certificación se recuperara, entre las 
cuales se encontraba la erradicación forzada de cultivos ilícitos (Periódico El Tiempo, 1996a, 
1996c). Una vez superado este impase, se siguió condicionando la erradicación de cultivos a 
recursos externos, a través del Plan Colombia. 
 
El año 1996 marca una ruptura importante en las iniciativas de erradicación y de sustitución de 
cultivos para el departamento, puesto que iniciaron las fumigaciones con glifosato, y aunque no 
se conocía la fecha exacta, desde el comienzo de ese mismo año, estaba anunciado el paro 
campesino que vendría si fumigaban. Sobre la movilización de 1996, El tiempo relata: «Los 
agricultores dicen que quieren erradicar, y aunque tienen temor de los créditos, están dispuestos 
a divorciarse de la coca, pero sin la amenaza del glifosato en la región. De ser así, hay una sola 
cosa que queda clara: irán al paro» (Periódico El Tiempo, 1996a) 
 
Las razones del paro obedecen a que un año atrás, los campesinos de varios municipios del 
departamento se habían movilizado para solicitar al gobierno las condiciones necesarias para su 
existencia y la reducción de la pobreza, y el tratamiento diferenciado a pequeños y grandes 
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cultivadores de coca. Ante las exigencias de los campesinos el gobierno se comprometió a 
generar condiciones previas a la fumigación, pero esto no se cumplió.  
 
De las marchas cocaleras de ese año nació el Pacto de Orito, en el que hubo compromiso por 
parte del gobierno, de retomar lo acordado en el año 95, pero tampoco se cumplió lo pactado 
en esta ocasión. (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015; Mesa Regional Organizaciones 
Sociales de Putumayo, Media y Baja Bota Caucana y Cofanía, 2015) Adicionalmente, la 
represión desatada por el gobierno contra los manifestantes fue desbordada y terminó por 
apoyar el paramilitarismo en la región, que ya empezaba a formar lo que sería el Bloque Sur de 
las AUC para ese momento (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012a). 
 
«¿Qué pasó con lo muertos y desaparecidos del Putumayo? ¿Quiénes recuerdan los 
hechos violentos de represión en el paro del 96 cuando el ejército ametralló a la 
multitud? Cuando hay testigos de que los helicópteros recogían los cuerpos en esas 
mochilas donde veían los brazos y las piernas de las personas muertas, ¿cuándo se va a 
mostrar la participación y complicidad de las fuerzas armadas en las acciones cometidas 
por el paramilitarismo en el Putumayo?» testimonio de superviviente del paro de 1996 
en (Conto, 2013) 
 
El Bloque Sur Putumayo de las AUC ingresa a la zona en 1997 por orden de la Casa Castaño 
porque «para esta época el departamento del Putumayo estaba dominado por grupos 
insurgentes, requiriéndose con urgencia la presencia para ganar el espacio que habían alcanzado» 
(Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá - Sala de Justicia y Paz, 2014, p.255).  
 
En una entrevista para el periódico El Tiempo (1998), el entonces alcalde de Puerto Asís, Néstor 
Hernández, declaró que se habían visto letreros amenazantes en Puerto Asís, Valle del Guamuez 
y Orito, anunciando que los paramilitares harían una limpieza social, y en la misma entrevista 
aseguró que existían testigos de que un helicóptero del ejército había movilizado a este grupo 
armado hacia Puerto Asís. Según Molano (2011), se asentaron en cercanías de la base del 
ejército, y desde 1998 se aliaron con un exguerrillero conocido como «El Seis» que conocía a 
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los líderes sociales de la zona, a partir de lo cual se volvió más incisiva la persecución política 
en el departamento. 
 
Las muertes selectivas se dispararon en enero de 1998, y para 1999 las AUC ya contaban incluso 
con un campo de entrenamiento y capacitación militar, y realizaban patrullajes en la vía entre 
Puerto Asís y Santana, y en los muelles del río Putumayo en Puerto Asís. Ya en ese momento 
estaban obteniendo el control de lo que antes fueran zonas dominadas por las FARC-EP, y para 
consolidarlo se valieron de masacres:  
 
«La masacre de El Tigre fue la primera del año (9 de enero), la cual, además de cumplir 
una función demostrativa, generó un desplazamiento de población propio de la táctica 
militar de tierra arrasada. Esta misma práctica se repitió durante el año hasta la última 
masacre el 7 de noviembre de 1999, una caravana de la muerte recorrió la inspección de 
policía El Placer, La Dorada (San Miguel), las veredas Las Brisas, El Empalme y El 
Vergel (Valle del Guamuéz), y terminó en el casco urbano de La Hormiga (Valle del 
Guamuéz)» (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2011, p. 30) 
 
En aquella época el ejército estaba concentrado en la lucha contrainsurgente, de modo que el 
repliegue de las FARC-EP se profundizó con el despliegue de fuerzas de las AUC por el 
departamento. El Bloque Sur Putumayo se quedó con el control del negocio de la droga, y 
comenzó con las extorsiones al comercio, que iban acompañadas de ofrecer a los comerciantes 
seguridad. Los años que siguieron hasta la implementación del Plan Colombia, fueron años de 
disputa permanente entre los dos grupos armados (Centro Nacional de Memoria Histórica, 
2012a).  
 
Desde entonces, la historia de la sustitución de cultivos y la relación entre el estado y los 
movimientos sociales en este apartado ha sido un constante incumplimiento de acuerdos y 
creación de programas fallidos como Familias Guardabosques, por ejemplo, que han madurado 
a las organizaciones tanto conceptual como orgánicamente, y ha transformado el horizonte de 
sentido con el que las mismas conciben al departamento y al desarrollo alternativo. 
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Es importante resaltar que como parte de la propuesta de autonomía del campesinado, uno de 
los aspectos negociados en 1996 con el gobierno fue la creación de una Zona de Reserva 
Campesina en el Putumayo, que se acordó establecer la ZRC Bajo Cuembí – Comandante al 
sur del municipio de Puerto Asís, y fue creada finalmente en el año 2000, aunque según la 
Asociación de Desarrollo Integral Sostenible Perla Amazónica, se encuentra sin proceso de 
activación debido a la estigmatización en contra de la figura durante el primer gobierno de 
Álvaro Uribe (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015, p. 218). 
 
El Plan Colombia entra a funcionar formalmente en el año 2000, con lo que el presupuesto para 
la lucha contra las drogas en el país se duplica frente al año anterior y se militariza el 
departamento. Esto dejó a la población civil en medio del fuego cruzado de la ofensiva 
contrainsurgente, además de la disputa ya mencionada entre guerrilla y paramilitares (Centro 
Nacional de Memoria Histórica, 2015). 
 
En el año 2000 al alcalde de Puerto Asís se le entregaron documentos donde las comunidades 
se comprometían a erradicar los cultivos, solamente si no eran fumigadas, y se inició el programa 
de erradicación manual en ese municipio y en algunos otros. Más tarde, en septiembre de 2000 
las FARC-EP decretaron un paro armado que duró más de tres meses, en respuesta a la entrada 
en vigor del Plan Colombia y a la masacre de La Dorada, perpetrada por el Bloque Sur Putumayo 
de las AUC (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012a; Sánchez Steiner, 2015).  
 
Al final del año 2000 se firma el Pacto Social de Erradicación Voluntaria y Desarrollo 
Alternativo, donde se solicitaba una erradicación manual gradual, de entre dos y cinco años, lo 
cual el estado considera innegociable por salirse de los lineamientos de la UNODC, tal como 
se salía en los años 90. (Ramírez, 2001)  
 
De acuerdo con la Defensoría del Pueblo (2001), en el año 2000 la Organización Indígena del 
Putumayo – OZIP, presenta al gobierno una iniciativa de erradicación manual de cultivos 
declarados ilícitos, con programas de desarrollo alternativo, que se puso en marcha inicialmente 
en Puerto Guzmán, Villagarzón, Puerto Caicedo y Puerto Asís. En 2001 indígenas del 
Resguardo de Santa Rosa del Guamuez, Resguardo Buenavista, y de los cabildos de Nueva Isla, 
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Nuevo Horizonte, Tierra Linda, El Hacha, Santa Helena y Piñuña Negro, señalaron 
afectaciones por la aspersión aérea que buscaba acabar con los cultivos de coca.  
 
Una comisión interinstitucional conformada por el Plante, Defensoría, Corpoamazonia, 
Umatas, y las personerías de los municipios visitados, pudo constatar que las fumigaciones 
estaban generando deforestación, afectaciones a los cultivos de pancoger y medicinales, daños 
sobre las fuentes hídricas, ahuyentamiento de fauna, desplazamiento forzado de población 
indígena y campesina y afectaciones en salud (Defensoría Delegada para los Derechos 
Colectivos y el Ambiente, 2001). 
 
Se puede observar que las solicitudes al gobierno son similares en todos los casos, y lo siguen 
siendo en años posteriores, en tanto los pactos suelen no tener ningún efecto real más allá de 
desmovilizar a los campesinos. La cantidad de conflictos sociales que generó el Plan Colombia 
en la región, no fueron proporcionales a sus resultados, pues como se puede apreciar en la 
Figura 2-1, el área dedicada a los cultivos de coca en el departamento de Putumayo, solamente 
disminuyó entre 2003 y 2005. 
 
Figura 2-1: Comportamiento de los cultivos de coca en Putumayo entre 2001 y 2006 
 
 
Fuente: Elaboración propia con base en información del Ministerio del Justicia & Observatorio 
de Drogas de Colombia (2011) 
Así pues, como diría Daniel García-Peña «El Plan Colombia no logró hacer la paz, ni erradicar 
al narcotráfico. Sirvió para golpear a las Farc, pero no para derrotarlas. Fue funcional a la 
Antecedentes y contexto del Pladia 2035 55 
 
consolidación del paramilitarismo y, por tanto, prolongó la guerra. También profundizó la 
dependencia de Colombia a USA y nos aisló de América Latina y del mundo» (2009, p.1). 
 
De acuerdo con Salgado Ruiz (2005), el Plan Colombia fue una estrategia no consultada, con 
una visión muy cerrada sobre la problemáticas del país, ya que «todos los problemas 
relacionados con la violencia delincuencial, el desempleo, la corrupción y la presencia de actores 
armados al margen de la ley, entre otros, tienen su origen en el cultivo y tráfico de 
estupefacientes», ignorando los conflictos económicos y políticos de larga data en el país, y las 
propuestas de los actores sociales para mitigar lo que Salgado llama la «cocalización del agro».  
 
En el año 2006, junto a otras organizaciones de todo el país, firmaron el Mandato Agrario, que 
contenía diez puntos entre los que se encuentra la necesidad de una política concertada con los 
cultivadores de coca, amapola y marihuana. Esta política se concebía entendiendo que la 
expansión de los cultivos ilícitos se debe a la concentración de la propiedad de la tierra y el 
conflicto social, entre otros factores, por lo que no debe existir erradicación forzada de los 
mismos (Red de Consejos Comunitarios del Pacífico Sur & Mesa Departamental de 
Organizaciones Sociales Campesinas, 2006). Este es el año en que se conforma la Mesa Regional 
de Organizaciones Sociales del Putumayo (Mesa Regional Organizaciones Sociales de 
Putumayo, Media y Baja Bota Caucana y Cofanía, 2015). 
2.3 Contexto departamental: Putumayo 
 
El Pladia 2035 concibe la planeación de la denominada «Región Andinoamazónica» para un 
lapso de 20 años, contemplando su condición de frontera. Así pues, comprende todo el 
departamento de Putumayo, así como la baja bota caucana, y Jardines de Sucumbíos, en Nariño, 
puesto que la relación con los departamentos vecinos e incluso con Ecuador es muy estrecha.  
 
Como se puede ver en la Figura 2-2, el Putumayo es el departamento en el que el Pladia 2035 
tiene una mayor incidencia y por ello, en él se centra este trabajo. Se encuentra ubicado al sur 
del país, comprende un área de 24.855 Km2, y se encuentra en límites con Ecuador y Perú. Se 
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enmarca en paisajes naturales de cordillera, piedemonte amazónico y llanura amazónica, siendo 
esta última la que mayor porcentaje del departamento ocupa. 
 
Figura 2-2: Región Andinoamazónica 
 
Fuente: (MEROS & Ministerio de Agricultura, 2017a) 
 
Este departamento se compone de 13 municipios y 5 corregimientos, que para efectos del Pladia 
2035 están agrupados en 6 subregiones (Figura 2-3), las cuales se diferencian no solamente por 
sus aspectos biofísicos, sino por sus aspectos culturales: Río Putumayo, Centro, Valle de 
Sibundoy, Leguízamo, Río Caquetá y Calle del Guamuez (MEROS & Ministerio de Agricultura, 
2017b) 
 
Conviene señalar, que la condición especial en que se encuentra el departamento por hacer parte 
de la amazonia, lleva a consideraciones de planeación regional que toman en cuenta al Cauca y 
a Nariño, e incluso a los países vecinos (Martínez, 2007) Esta premisa aplica tanto para las 
propuestas locales, como para las nacionales y globales que tocan al departamento. 
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Figura 2-3: Mapa de subregiones – Región Andinoamazónica 
 
Fuente: (MEROS & Ministerio de Agricultura, 2017a) 
2.3.1 Aspectos ecosistémicos 
 
Según el equipo técnico que desarrolló el diagnóstico para el Pladia 2035, existen más de veinte 
ecosistemas en la región, de los cuales los predominantes son Bosques Naturales de Zonobioma 
Húmedo Tropical de la Amazonia y la Orinoquia, y Pastos del mismo zonobioma, más 
conocido en el lenguaje común como «selva húmeda tropical», mientras que las Aguas 
Continentales Naturales del Orobioma Bajo de los Andes, son las que menos área ocupan en el 
departamento.  
 
Ahora bien, existen dos complejos de páramos en jurisdicción del departamento, que hacen 
parte del distrito Nariño – Putumayo: Doña Juana-Chimayoy-Juanoy (69.263 Ha) en los 
municipios de Colón, Sibundoy, Mocoa y San Francisco; y La Cocha-Patascoy (145.539 Ha) en 
los municipios de Villagarzón, Santiago y Orito (IAvH, 2012; Sarmiento, C., C. Cadena, M. 
Sarmiento, 2013). Respecto a los Humedales, aunque no existe información unificada a nivel de 
detalle municipal, según el Instituto Humboldt (2015) hay 402 registros de humedales, y el 
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departamento oscila entre porcentajes bajo y medio de cobertura de humedales, siendo Valle 
del Guamuez y Río Putumayo las subregiones con mayor porcentaje (Cadena Marín & Jaramillo 
Villa, 2016).  
 
A pesar de que es clara la gran biodiversidad que alojan tanto el departamento de Putumayo en 
sí, como la cuenca amazónica, aún falta mucho por conocer frente a la diversidad existentes en 
fauna y flora, pues los estudios se encuentran concentrados en las cuencas de los ríos Amazonas 
y Caquetá (Martínez, 2007), pero a partir de la revisión del equipo técnico del Pladia 2035, se 
compilaron cifras aproximadas de especies de los siguientes grupos registrados: 1300 plantas, 
195 mamíferos, 160 reptiles, 140 anfibios. No son claros los registros para aves, insectos y peces. 
(MEROS & Ministerio de Agricultura, 2017b). 
 
Dado que entre el Valle de Sibundoy y Leguízamo se hace una transición de ecosistemas y 
culturas andinas de piedemonte a ecosistemas y culturas amazónicas en la triple frontera, 
pasando por municipios híbridos, la diversidad ha llevado a que sobre el Putumayo se definieran 
múltiples formas de ordenamiento ambiental. Según el Registro Único de Áreas Protegidas 
(2017) existen tres Parques Naturales Nacionales en el departamento: La Paya (422.000 Ha), 
Serranía de Churumbelos (97.189 Ha) y Santuario de plantas medicinales Orito Ingi Ande 
(10.204 Ha). Adicionalmente, según el mismo registro, existen 5 Reservas Naturales de la 
Sociedad Civil, la Reserva Forestal de la Amazonia y la Reserva Forestal Central; éstas dos 
últimas declaradas por la Ley 2 de 1959. 
 
Respecto al estado actual de los bosques en el departamento que muestra el mapa de la Figura 
2-4, hay que mencionar que las tasas de deforestación, particularmente en Puerto Guzmán y 
Puerto Leguízamo han sido motivo de alerta según el IDEAM desde hace varios años. En 2016 
estos municipios concentraban el 3% y el 2,2% de las alertas respectivamente, y en el primer 
trimestre de 2017, Putumayo concentra el 6,6% de las alertas emitidas por la entidad (IDEAM, 
2017). En el Capítulo 3 se verá como esto está relacionado con las iniciativas de desarrollo que 
se plantean desde las instituciones, y la respuesta de las comunidades ante las mismas. 
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Figura 2-4: Pérdida de bosques en el departamento de Putumayo, año 2016. 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de Global Forest Watch, con datos de 
Hansen/UMD/Google/USGS/NASA 
2.3.2 Aspectos de ordenamiento 
 
Existe una discusión planteada por las comunidades sobre el abordaje que se hace en la 
caracterización del departamento, puesto que tradicionalmente se ha dividido en Alto, Medio y 
Bajo Putumayo, pero muchos de sus habitantes consideran que esto no refleja la diversidad 
biofísica, cultural y administrativa del departamento. Para efectos prácticos y por considerarla 
más acorde con el devenir del territorio, se partirá para este trabajo de la subregionalización 
interna acuñada por el Pladia 2035, la cual ya se había mostrado en la Figura 2-3. 
 
Las diferentes áreas protegidas del departamento en estas subregiones no son la única forma de 
ordenación del territorio, pues también existen en el departamento Territorios Colectivos de las 
comunidades afrodescendientes, Resguardos Indígenas y una Zona de Reserva Campesina en 
el corregimiento de La Perla Amazónica, lo cual complejiza el ordenamiento y la legislación de 
la región. Es importante resaltar que el Estado Legal del Territorio, al igual que las subregiones, 
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no muestran solamente una convención útil para el ordenamiento sino que reflejan la diversidad 
cultural y de poblamiento que existe en el departamento, como se muestra en la Figura 2-5. 
 
Figura 2-5: Mapa del estado legal del territorio – Departamento de Putumayo 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de cartografía básica IGAC - SIGOT. 
 
Como se puede ver, amparadas por la Ley 2 de 1959, la Reserva Forestal de la Amazonia, y la 
Reserva Forestal Central, cobijaban buena parte del departamento. Sin embargo, parte 
importante de estos territorios cambiaron de figura legal con el tiempo para pasar a convertirse 
en Resguardos Indígenas, Parques Nacionales Naturales y otras figuras de ordenamiento que 
incluyen la totalidad de municipios como Puerto Asís o Puerto Caicedo, por ejemplo. 
2.3.3 Aspectos demográficos 
 
Según datos del Ministerio del Interior (Dirección de Asuntos Indígenas - Rom y Minorías, 
2017), existen 75 resguardos indígenas, concentrados principalmente en los municipios de 
Puerto Leguízamo, Orito, Mocoa y Villagarzón. En cuanto a Territorios Colectivos, existen 
diferencias entre los datos de la Gobernación del departamento (2016) y los datos del Ministerio 
del Interior (2017): la primera reporta 21 consejos, mientras que el segundo reporta 13 
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registrados oficialmente. La diferencia principal es que el Ministerio no reporta los consejos 
comunitarios de Puerto Leguízamo (3) y Valle del Guamuez (1) que sí reporta la Gobernación. 
 
Figura 2-6: Proyecciones de población, Departamento de Putumayo 
 
 
Fuente: (Departamento Administrativo Nacional de Estadística, 2009) 
 
Para el año 2017 este territorio diverso es habitado por aproximadamente 354.094 personas 
(DANE,2009), de las cuales el 12,57% son indígenas de 12 pueblos distintos, 3,28% son 
afrodescendientes, y el 84,14% no tiene una pertenencia étnica particular. No se aprecia una 
diferencia significativa entre el número de habitantes de la cabecera, y el número de habitantes 
del resto del departamento, pues como se puede apreciar en la Figura 2-6, la población de la 
cabecera ha venido en un aumento desde comienzos de los años 90, mientras que en el resto 
del departamento la población se ha mantenido constante en el mismo periodo de tiempo, por 
lo que se equilibran la una a la otra.  
2.3.4 Aspectos financieros y productivos 
 
Según las cuentas departamentales del DANE (Figura 2-7), la actividad que más aporta al PIB 
departamental en precios corrientes, es la explotación de minas y canteras con un 37%, teniendo 
en cuenta que dentro de este rubro, la actividad petrolera aporta el mayor porcentaje. Le sigue 
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Figura 2-7: PIB Departamental a precios corrientes 
 
Fuente: DANE (2017) 
 
En cuanto al agro, el perfil departamental lo ubica con apenas un 5,5% del aporte al PIB, y 
según el Censo Nacional Agropecuario realizado en 2014, solamente el 0,9% del departamento 
se encuentra sembrado en cultivos agrícolas de los cuales la mayoría son tubérculos y plátanos, 
seguidos de agroindustriales. La Figura 2-8 muestra un mapa de producción para el año 2015. 
 
Figura 2-8: Producción agrícola por municipio, año 2015 
 
Fuente: (Unidad de Planificación Agropecuaria, 2016) con base en MADR, 2015 proyectado, 
Evaluaciones Agropecuarias Municipales. 
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2.3.5 Situación de Derechos Humanos 
 
Como contexto general, cabe anotar que en 2016 fueron asesinados 37 líderes sociales en 
Colombia, por motivos relacionados con la defensa del ambiente y/o el derecho a la tierra. Éste 
es el segundo país del mundo con mayor número de asesinatos por esta causa según Global 
Witness (2017), y lo que es más preocupante aún, hubo un aumento del 40% en el número de 
asesinatos entre 2015 y 2016.    
 
El contexto de persecución en que se encuentran los líderes sociales en el país, y su relación con 
el Índice de Riesgo de Victimización –IVR- (Figura 2-9) es fundamental para comprender el 
contexto sociopolítico en que se construyó y se implementará el Pladia 2035. Las regiones en 
las que mayor cantidad de asesinatos han ocurrido, coinciden con lugares en los que se pretende 
desarrollar la sustitución concertada de cultivos ilícitos, Reforma Rural Integral, reformas a la 
participación política, etc (Indepaz, Iepri, Cinep/PPP, & CCJ, 2017), lo cual explica que la Mesa 
Regional de Organizaciones Sociales del Putumayo, ha sido identificada explícitamente por la 
Defensoría del Pueblo (2017) como parte de la población en riesgo en medio de este panorama. 
 
Figura 2-9: Índice de Riesgo de Victimización – Putumayo - 2015 
 
Fuente: (Unidad de Atención y Reparación Integral a Víctimas, 2017) 
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Figura 2-10: Responsables de violaciones a DDHH en Putumayo, 2015 - 2016 
 
Fuente: Elaboración propia con base en CINEP (2016) 
 
Según el Banco de Datos de Derechos Humanos y Violencia política del CINEP (Tabla 2-1)., 
solamente entre 2015 y 2016 ocurrieron 26 violaciones a derechos humanos en el departamento, 
de las cuales la mitad tuvieron lugar en el municipio de Puerto Asís. Como se puede ver en la 
Figura 2-10, 18 de las violaciones tienen que ver con persecución política, y aunque solamente 
aparecen 4 tipificadas como abuso de autoridad, llama la atención que 14 de las violaciones 
fueron producto de acciones del estado. 
 
Tabla 2-1: Violaciones a DDHH en Putumayo, años 2015 y 2016 
 
Municipio Violación DDHH 
Mocoa 
Herido por mina 
Persecusión política amenaza 
Orito 
Persecusión política amenaza y atentado 
Persecusión política amenaza 
Puerto Asís 
Persecusión política amenaza 
Abuzo de autoridad herido 
Persecusión política amenaza 
Persecusión política amenaza 
Persecusión política amenaza y herido 
Infracción medio ambiente 
Persecusión política amenaza 
Abuso de autoridad herido y detención arbitraria 
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Municipio Violación DDHH 
Persecusión política asesinato 
Persecusión política amenaza 
Persecusión política amenaza y atentado 
Persecusión política amenaza y atentado 
Persecusión política amenaza y atentado 
Puerto Caicedo 
Infracción medio ambiente 
Persecusión política asesinato 
Abuso de autoridad herido, detención arbitraria 
y amenaza 
Puerto Leguízamo Utilización de civiles como escudo 
San Miguel Persecusión política amenaza 
Santiago Abuso de autoridad ejecución extrajudicial 
Sibundoy Persecusión política amenaza 
Valle del Guamuez Persecusión política amenaza y atentado 
Villagarzón Persecusión política amenaza y atentado 
 
Fuente: Elaboración propia con base en CINEP (2016) 
 
Figura 2-11: Presencia de grupos armados en Putumayo, 2015 – mayo 2016 
 
Fuente: (Unidad de Atención y Reparación Integral a Víctimas, 2016) 
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El mapa de la Figura 2-11 muestra la presencia de grupos armados en el departamento entre los 
años 2015 y 2016, con lo cual se complementan los datos para mostrar el panorama de riesgo 
en que se encuentran los líderes sociales de la zona, aunque no existan cifras oficiales de IVR 
para el año 2017. 
 
3. Caracterización del Pladia 2035 
3.1 Metas y alcance 
 
La MEROS nace bajo el supuesto de que el Desarrollo Alternativo propuesto por el gobierno 
nunca ha funcionado, porque la planeación del territorio debe ir mucho más allá de la sustitución 
de cultivos, y porque no se ha entendido la transición sociocultural y ecosistémica particular del 
territorio: un territorio andino amazónico, donde viven afrodescendientes, indígenas y 
campesinos: «El problema que nosotros vemos es que la gente no conoce el ambiente 
amazónico y no sabe lo frágil que es» (Mesa Regional Organizaciones Sociales de Putumayo, 
Media y Baja Bota Caucana y Cofanía, 2015)  
 
En esa medida, se puede observar que existe un componente identitario muy importante en el 
Pladia 2035 del que parte la búsqueda de autodeterminación, pues además de entender al 
Putumayo como un contexto intercultural y por ende plantear un sistema andinoamazónico que 
cobije a indígenas, afrodescendientes y campesinos, se plantea la identidad campesina como una 
discusión central: los campesinos que han acompañado el proceso se denominan mestizos 
amazónicos; es decir, personas que llegaron desde otros lugares del país a la región 
andinoamazónica, pero no se reconocen como «colonos» puesto que la palabra tiene un 
trasfondo semántico que implica invasión o transgresión, y ellos en cambio buscan una relación 
con el territorio de uso, manejo y cuidado. 
 
La búsqueda del buen vivir en Putumayo, implica entonces transformar la administración 
pública de tal forma que se enfoque en la participación y la llegada de recursos a las comunidades 
de la forma en que realmente los necesitan, preparando el terreno para que las generaciones 
futuras vivan con dignidad (MEROS & Ministerio de Agricultura, 2017b). 
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A lo largo de todas las discusiones frente a la erradicación forzosa de cultivos, las comunidades 
abogaban autonomía sobre su territorio, y concebían el desarrollo como un concepto en el que 
se debía respetar la autonomía local. Se exigía el cumplimento de compromisos anteriores, y la 
formulación de un Plan Integral de Desarrollo Rural Alternativo a 10 años, construido por la 
comunidad y financiado por el gobierno y la comunidad internacional (Red de Consejos 
Comunitarios del Pacífico Sur & Mesa Departamental de Organizaciones Sociales Campesinas, 
2006). 
 
En principio, lo que propone el Pladia 2035 es una estrategia a 20 años, que se resume en las 
apuestas por la reconversión económica regional, el goce efectivo de derechos, y la 
democratización, paz y convivencia en todo el departamento del Putumayo, contemplando las 
particularidades ecosistémicas y culturales de la región andinoamazónica. Como lo resume una 
mujer de la comunidad: 
 
«La idea no es, como estamos acostumbrados a vivenciarlo con las políticas neoliberales 
-como por ejemplo el Plan Colombia- que a ti desde un escritorio te digan cuales son 
tus líneas productivas y que eso hagas. No. El Pladia lo que busca es que a través de un 
diagnóstico y de una identificación real del terreno de la vocación de suelo, de la 
demanda de población y la demanda productiva que tenga ese suelo, ese territorio, 
podamos enmarcar el futuro de las comunidades» (Entrevista a lideresa de Puerto Asís, 
2017). 
Conviene señalar que este plan no pretende implementarse en los resguardos indígenas, 
territorios colectivos ni en la Zona de Reserva Campesina, puesto que son territorios que ya 
cuentan con Planes de Vida y/o Planes de Manejo Ambiental propios. No obstante, como se 
verá en el mapa de actores, las organizaciones que conforman la MEROS han venido trabajando 
de la mano con las comunidades de estos territorios, para encontrar los puntos en común en 
las diferentes visiones de futuro del departamento. 
 
En el Pladia 2035 se parte de que el crecimiento económico no puede ser un fin por sí mismo, 
y de que la naturaleza no humana no puede ser entendida como una mercancía. En la práctica, 
lo que se busca es trabajar con todos los sectores posibles para construir un ordenamiento 
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productivo que respete los cinco componentes básicos para tener una vida digna: seguridad 
alimentaria, medio ambiente sano, generación de ingreso, goce efectivo de derechos y 
asociatividad. Para analizar las metas conviene señalar que dichas apuestas se reflejan en 
propuestas de políticas para la gestión del territorio, cada una de las cuales cuenta con objetivos 
relacionados tal y como se ve en la Tabla 3-1, lo cual permite conocer las aspiraciones prácticas 
del movimiento social en el territorio. 
 
Tabla 3-1: Políticas y Objetivos del Pladia 2035 
Política Objetivos 
Los habitantes de la región andino 
amazónica gozan de manera plena 
y efectiva del derecho a la salud. 
Establecer o articular mecanismos comunitarios de salud 
propia que reconozcan los saberes ancestrales, rituales y 
tradicionales de nuestras culturas para el cuidado de las 
personas. 
Ampliar los niveles de cobertura y calidad en el sistema de 
salud estatal en el municipio. 
Las personas que habitan la región 
andinoamazónica gozan de 
manera plena y efectiva del 
derecho a la educación, acorde con 
las necesidades y prioridades del 
desarrollo regional 
Establecimiento y/o articulación de mecanismos 
comunitarios de educación propia orientados a proveer 
herramientas para la formación de proyectos de vida en la 
región, rescatando lo propio de las comunidades en un 
aprendizaje intercultural y diverso. 
Generar transformaciones en la educación convencional 
que la orienten a ser pertinente con el entorno y sus 
problemas, comprometida con el acceso al conocimiento 
científico técnico y con todas las expresiones de saberes 
locales. 
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Política Objetivos 
Las organizaciones sociales se 
fortalecen y se proyectan como 
actores relevantes en la 
gobernanza y gobernabilidad local 
Cualificar a las organizaciones orientando a aumentar la 
capacidad de formular, implementar y evaluar políticas 
públicas, con amplia participación de jóvenes, mujeres y 
mayores. 
Apropiar de la exigibilidad y la defensa de los DDHH y 
ejercicios de construcción de memoria por parte de las 
organizaciones sociales rurales y sus integrantes. 
Generación de alianzas entre actores territoriales basadas en 
el reconocimiento de los derechos de comunidades 
campesinas, indígenas y afrodescendientes, basadas en el 
respeto a la autonomía y la preservación de pueblos y 
culturas rurales, con la participación directa de jóvenes, 
mujeres y mayores. 
Afianzar los espacios de decisión por parte de delegados de 
las organizaciones sociales en escenarios gubernamentales 
(alcaldía, gobernación y corporaciones territoriales) 
Fortalecimiento de procesos 
comunitarios para la restauración, 
conservación de la biodiversidad, 
los ecosistemas y sus servicios. 
Fortalecer planes concertados entre las comunidades acerca 
del manejo de áreas de importancia ambiental comunitaria 
y/o ecosistemas estratégicos. 
Crear y fortalecer procesos de concientización y 
apropiación comunitaria con el fin de lograr la restauración 
de cuencas hidrográficas y ecosistemas, su biodiversidad y 
los servicios ecosistémicos que estos prestan. 
Toma de decisiones y resolución 
de conflictos en el territorio 
basadas en la autonomía de las 
comunidades culturas y 
organizaciones sociales de base. 
Formulación y actualización de ejercicios de planificación 
comunitaria 
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Política Objetivos 
Fortalecer un ampliar la 
conectividad vial, ecológica y de 
comunicaciones 
Vías terrestres y fluviales articuladas en una red eficiente de 
conectividad vial, respetando los corredores biológicos de 
la región. 
Potencializar los ejercicios comunicativos aprovechando las 
tecnologías de la información y el conocimiento, en la 
articulación de procesos productivos y/o de aprendizaje a 
nivel local, municipal, regional, nacional e internacional. 
Acciones para garantizar 
condiciones dignas de 
habitabilidad respetando el 
enfoque étnico así como el 
entorno natural 
Formular el implmentar planes de construcción y/o 
mejoramiento de vivienda rural digna para la sostenibilidad 
ambiental. 
Formular e implmentar sistemas de abastecimineto de agua 
apta para consumo humano y saneamiento ecológico 
comunitario y/o familiar a través de tecnologías 
alternativas. 
Formular e implementar planes de manejo integral y 
comunitario para la disposición de residuos sólidos. 
Formular e implmentar sistemas de uso eficiente de la 
energía a través de tecnologías alternaivas y diversas fuentes 
para garantizar el òptimo desarrollo de actividades 
familiares y comunitarias. 
Formular e implementar planes integrales de gestión del 
riesgo en concertación y articulaciòn con las comunidades. 
La cultura de las comunidades 
rurales se preserva y reproduce a 
través de la generación de espacios 
de ocio, recreación y deporte, en 
sintonía con saberes y prácticas 
tradicionales. 
Generar espacios de recreación, cultura, deporte y 
esparcimiento sano para asegurar el desarrollo de las 
expresiones y saberes culturales de las comunidades rurales. 
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Política Objetivos 
Rutas de acción para la resolución 
de conflictos territoriales 
Formular e implementar rutas de acción concertadas con 
los actores del territorio para la resolución de conflictos 
asociados al ordenamiento ambiental y social del territorio. 
Formular e implementar rutas de acción concertadas con 
los actores del territorio para la resolución de conflictos 
asociados al derecho a la tierra y el territorio. 
 
Fuente: (MEROS & Ministerio de Agricultura, 2017b) 
 
Al provenir de las luchas campesinas de un departamento donde el cultivo de coca ha sido 
históricamente un renglón importante en la economía, la propuesta general aquí analizada tiene 
una relación indisoluble con la sustitución de cultivos. Por este motivo, la MEROS está 
enfocando sus esfuerzos en que la implementación del Pladia 2035 se vea reflejada en los Planes 
de Desarrollo con Enfoque Territorial - PDET, y en los Planes Integrales Comunitarios y 
Municipales de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito – PISDA que deben construirse para 
implementar el Acuerdo de La Habana.  
 
Teniendo en cuenta que como se ha visto en este trabajo, existe un historial de incumplimientos 
por parte del gobierno en los acuerdos pactados para sustitución de cultivos, las comunidades 
tienen muy claro que para que el Pladia 2035 sea realidad, deben continuar construyendo los 
procesos de base que conducen a disfrutar de los cinco componentes para la vida digna, como 
lo enuncia uno de los líderes de la región: 
 
«Si el gobierno incumple, nosotros sí tenemos que cumplir. No por cumplirle al 
gobierno los acuerdos,  sino por cumplirnos a nosotros porque la finca de los cinco 
principios no es un proyecto del gobierno, es un proyecto nuestro y notros tenemos que 
cumplirnos montando esa finca, con o sin ayuda del gobierno. Y si siguen con las 
fumigaciones, toca seguir con la movilización» (Entrevista a líder comunitario de 
Mocoa, 2017) 
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Todo ello sin preteder que se plantee un estado alterno en la región, sino que las comunidades 
ven al Pladia 2035 como la ruta de navegación que debe orientar al gobierno nacional y regional 
en la planeación del territorio, para responder a las necesidades que presentan la diversidad 
ecosistémica y cultural, así como la situación actual de ausencia de condiciones básicas para que 
las comunidades reproduzcan su vida de una manera digna. Es un ejercicio de síntesis de 
intenciones colectivas que se vienen construyendo desde hace varios años en la movilización, y 
que por ende, no depende sólo de la voluntad política del gobierno para hacerse realidad: 
«Antes de que estuviera el documento Pladia, nosotros ya estábamos trabajando en eso. 
Todas las veces hablábamos del Pladia, porque no estaba el documento, no había un 
proyecto, pero nosotros lo llamamos Finca Integral Agroproductiva: el plan de vida allá 
en Leguízamo, nosotros lo habíamos construído de otra manera. Cuando los 
compañeros del Pladia bajan, nosotros lo que hacemos es aportes a ese Pladia, y ya en 
la definición, en los talleres, y en toda la socialización. Aunque no hubiera documento, 
nosotros ya teníamos las fincas instaladas, y eso nos daba para hablar con más propiedad 
de Pladia» (Entrevista a líder comunitario de Puerto Leguízamo, 2017) 
3.2 Mapa de actores 
 
Con el fin de establecer las diferentes perspectivas que existen sobre el territorio para efectos 
de este trabajo, a través de la revisión documental, las entrevistas realizadas y la participación 
en espacios de incidencia relacionados con el Pladia 2035, se identificaron y clasificaron 
diferentes actores que hacen presencia en su territorio, dependiendo de si hacen parte del 
gobierno, de la industria, de otras manifestaciones del sector privado, o de las organizaciones 
sociales.  
 
Conviene señalar que se hace diferencia entre los actores presentes en el departamento en 
general, y los actores que participaron de la construcción del Pladia 2035 en particular, ya que 
las interacciones entre sujetos sociales ocurren de forma distinta en cada caso. Es claro para la 
autora de este trabajo que no aparecen aquí todos los actores sociales y políticos presentes en 
el departamento, pues teniendo en cuenta que el objetivo general del trabajo es analizar la 
construcción del Pladia 2035 desde la perspectiva de los conflictos ambientales, el mapa de 
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actores se hizo en detalle únicamente para los que mayor incidencia tienen en relación con el 
Plan. 
 
Una vez identificados los actores más relevantes para el desarrollo de este trabajo, se identificó 
la posición de cada actor respecto al Pladia 2035. Para prever la incidencia política de cada uno 
de cara a la planeación y el ordenamiento del departamento, se calificó la capacidad de agencia 
de acuerdo a seis aspectos, entendiéndola como la capacidad que tiene cada actor para incidir 
en su contexto, con el objetivo de influir en los demás actores mediante estrategias organizativas 
o discursivas, para que éstos se unan y/o complementen esfuerzos en torno a sus planes de 
vida.  
 
Este detalle en el mapeo de actores permite más adelante, analizar las territorialidades en disputa 
en el departamento que puede o no, evidenciar la construcción del Pladia 2035, y con ello, 
comprender mejor la dimensión ambiental del Plan a la luz de los conflictos ambientales 
existentes, y los conflictos ambientales a los que podría enfrentarse en un futuro. 
3.2.1 Actores involucrados en la formulación del Pladia 2035 
 
El primer aspecto al tener en cuenta para un análisis de los actores que participaron en la 
construcción del Pladia 2035, es que este ha sido un proceso construido por las comunidades 
del Putumayo de abajo hacia arriba desde el primer momento. En ese sentido, la participación 
de entidades del gobierno tanto local, como regional y nacional, ha sido tangencial, al igual que 
la incidencia que ha tenido el sector privado.  
 
El documento que da cuenta del Pladia 2035 se construyó con un equipo técnico interdisciplinar 
en tres fases: 1) Sensibilización y aprestamiento, 2) Diagnóstico rural participativo y 3) 
Planificación. La metodología utilizada para la realización del diagnóstico con el que se 
construyó el Pladia 2035, fue el Diagnóstico Rural Participativo (DRP), inscrito en este caso en 
la Investigación Acción Participativa, bajo el entendido de que las comunidades conocieran el 
estado actual del territorio y pudieran tomar decisiones sobre él, en un ejercicio donde el equipo 
técnico no tiene la última palabra bajo un argumento de autoridad, sino que es un apoyo para 
la reflexión de los habitantes del territorio que les permita transformarlo.  
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Según el Tomo I del Pladia 2035, el DRP se realizó recorriendo cada una de las veredas de las 
6 subregiones del departamento, identificando estado actual, necesidades y perspectivas de las 
dimensiones: biofísica y ambiental, económico-productiva, y política-organizativa y de derechos 
humanos. Esto fue corroborado en diferentes entrevistas con líderes y lideresas campesinos 
durante el trabajo de campo, y en el acompañamiento realizado durante el Foro Minero Energéticco 
y Ambiental por la Defensa de la Región Andinoamazónica. 
 
En cada una de las fases participaron delegados de la gran mayoría de las veredas del 
departamento, construyendo en conjunto una asamblea general para la toma de decisiones que 
contaba más de 1.000 personas, provenientes de alrededor de 35 organizaciones sociales. Si bien 
algunas organizaciones han continuado en el proceso de manera itinerante, en este capítulo se 
muestra el estado de las relaciones al momento de la formulación. 
En la Figura 3-1 se muestran en gris las relaciones permanentes, en azul las relaciones 
institucionales de doble vía, y en naranja las relaciones de cooperación que se construyeron 
específicamente para la formulación del Pladia. Los colores de los círculos representan las 
posiciones que manifiestan los actores respecto al plan de desarrollo aquí analizado, tanto en 
sus acciones como en las entrevistas realizadas en el trabajo de campo: a favor (verde), indeciso 
(amarillo) o en contra (rojo). 
 
Conviene señalar que existen actores que hacen presencia incidente políticamente muy notable 
en el territorio, pero no necesariamente tienen una relación directa con la formulación. Tal es 
el caso de varias ONG y de la cooperación internacional, pero también de las bandas criminales, 
y de los excombatientes de las FARC-EP que se encuentran en la vereda La Carmelita (Puerto 
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Figura 3-1: Diagrama de actores – Fase de formulación del Pladia 2035 
 
Fuente: Elaboración propia con base en trabajo de campo. 
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3.2.2 Actores presentes en el departamento y su capacidad de agencia 
 
Con el fin de realizar un adecuado análisis de la capacidad de agencia y la posición de los actores, 
en conjunto, se clasificó a los actores principales encontrados en el territorio, en los siguientes: 
gobierno nacional, gobierno territorial, gobierno local, organizaciones sociales territoriales, 
organizaciones sociales locales, organizaciones gremiales e industria petrolera.  
 
Conviene señalar que además de los grupos mencionados, se analizaron también el grupo 
armado organizado “La Constru” y el ETCR Heiler Mosquera, dado el contexto específico de 
conflicto social y armado que ha atravesado históricamente el departamento, que influye de 
manera transversal en la percepción de futuro del territorio que tienen todos y cada uno de los 
actores.  
 
Es necesario analizar la capacidad de agencia junto a la posición del actor puesto que, en la 
práctica, las acciones de cada uno de los actores que hacen presencia en el territorio están 
mediadas por las relaciones de poder, y será su capacidad de agencia la que le permita aprovechar 
las condiciones que brinda el estado de conflicto, para renegociar las condiciones del statu quo. 
Las acciones e interacciones entre los actores se podrán observar en el análisis de redes que se 
desarrolla más adelante. 
 
Los aspectos seleccionados para calificar la capacidad de agencia fueron tomados de los 
propuestos por Zimmermann & Maennling (2007): A) capacidad de definir políticas y normas, 
B) repartir o negar presupuestos, C) definir tareas y responsabilidades, D) fortalecer procesos 
participativos, E) controlar el acceso al conocimiento y F) comunicarse efectivamente con 
instancias del gobierno.   
 
Como se aprecia en la Tabla 3-2, los aspectos evaluados en la capacidad de agencia pueden 
tomar valores entre 1 y 6. Los gráficos radiales presentados en este capítulo, permiten comparar 
las capacidades de los diferentes actores entre sí, e incluyen un recuadro donde se presenta un 
resumen de la posición del grupo de actores frente al Pladia 2035 con convenciones de colores. 
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Tabla 3-2: Convenciones para leer Capacidad de Agencia y Posición del Actor 
 
Capacidad de Agencia   
Aspectos Valores   Convenciones posición 
A Definir políticas y normas 6 = muy fuerte 
1 = muy débil 
 Verde A favor 
B Repartir o negar presupuestos  Amarillo Indeciso 
C Definir tareas y responsabilidades  Rojo En contra 
D Repartir o negar presupuestos  Gris NS/NR 
E Controlar el acceso al conocimiento    
F Comunicación con instancias del gobierno    
 
El primer grupo que será objeto de análisis a lo largo de este capítulo, corresponde a cuatro 
entidades del gobierno nacional que fueron identificadas en el territorio y que, están directa o 
indirectamente relacionadas con el Pladia 2035 desde la perspectiva de un análisis de conflictos 
ambientales.  
 
Figura 3-2: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia – Gobierno Nacional 
 
Fuente: Elaboración propia 
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En la página anterior, la Figura 3-2, mostraba que los aspectos en los que el gobierno es más 
débil son «definir tareas y responsabilidades» y «controlar el acceso al conocimiento», mientras 
que sus fortalezas se concentran en aspectos administrativos y operacionales, que resultan 
fundamentales para la planeación y ordenamiento del departamento: «aprobar o negar 
presupuestos» y «definir políticas y normas».  
 
En relación con lo anterior, conviene señalar que tanto la Dirección para la Sustitución de 
Cultivos de la Presidencia, como el Ministerio de Agricultura y la, se encuentran a favor de la 
implementación del Pladia 2035, e incluso, el ministerio aportó los dineros necesarios para el 
diagnóstico del mismo; mientras que el Ministerio de Minas y Energía se muestra indeciso, y el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible no tiene una posición definida abiertamente 
(Agencia Nacional de Hidrocarburos, Ministerio de Minas y Energía, Ministerio del Interior, & 
PNUD Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 2015; MEROS & Ministerio de 
Agricultura, 2017b). 
 
El siguiente grupo analizado corresponde a las entidades de gobierno regional, entre las que se 
incluyó no solamente a la gobernación de Putumayo, sino también a la Corporación para el 
Desarrollo Sostenible del Sur de la Amazonia en su calidad de autoridad ambiental para la 
región. 
 
La figura muestra que en términos generales la Gobernación tiene mayor capacidad de agencia 
que la Corporación, aunque ambas tienen una capacidad muy fuerte para definir políticas y 
normas. Corpoamazonia por su parte muestra una capacidad media para definir tareas y 
responsabilidades. Las dos entidades tienen una posición favorable frente a la implementación 
del Pladia 2035, y una gran expectativa de articulación con el mismo (Gobernación de 
Putumayo, 2016): 
 
 «Deberá orientar hacia dónde se debe dar el desarrollo, en función de los amplios 
conflictos que ha tenido la zona de influencia de este proyecto (…) necesitamos saber 
qué definen ellos como líneas de desarrollo programático y estratégico para los 
próximos años de esta región» (Entrevista a Funcionario de Corpoamazonia, 2017) 
80 Análisis de la construcción del Pladia 2035 
 
 
Figura 3-3: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia – Gobierno Regional 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
Ahora bien, a pesar de que la mitad de las alcaldías tiene una posición favorable respecto a la 
implementación del Pladia 2035 y lo contempla dentro de su Plan de Desarrollo Municipal, el 
recuadro al interior de la gráfica, muestra que la alcaldía de Mocoa se encuentra en contra de la 
misma —como se pudo constatar en las entrevistas realizadas durante el trabajo de campo—, 
y que cerca de la mitad de las alcaldías no tienen una posición definida (Colón, Puerto Caicedo, 
Puerto Guzmán, San Miguel y Villagarzón). 
 
En la Figura 3-4 se podrá apreciar la capacidad de agencia de las alcaldías de los 13 municipios, 
aunque se hace necesario ahondar en la capacidad de los consejos municipales. No obstante, no 
es posible medirla únicamente a través de un documento similar a los Planes de Desarrollo, por 
lo que aquí no se tuvo en cuenta. Como se puede apreciar, la capacidad de agencia de las 13 
alcaldías es bastante homogénea, con la única diferencia de que la Alcaldía de Mocoa tiene una 
menor capacidad para fortalecer procesos organizativos que las demás.  
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Figura 3-4: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia – Gobierno Local 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
Hasta el momento, lo que se puede observar, es que por parte del gobierno las posiciones están 
divididas, y que el mayor apoyo con el que cuenta el Pladia 2035 en su fase de implementación 
es de carácter regional. A continuación, se hace un análisis de la capacidad de agencia y la 
posición de las organizaciones sociales del departamento. 
 
Figura 3-5: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia – Org. Sociales locales 
 
Fuente: Elaboración propia 
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Según la gobernación, existen 1439 Juntas de Acción Comunal y 11 Asojuntas en el 
departamento. Como se puede ver en la Figura 3-5, tienen una capacidad de acción media en 
general, y su posición frente al Pladia 2035 difiere entre las juntas, pero en ningún caso es 
completamente a favor, puesto que han venido discutiendo los Planes de Ordenamiento 
Territorial y planteando su visión de futuro para los municipios, de tal forma que muchas de 
ellas no están de acuerdo con que existan instancias territoriales que tomen decisiones que desde 
su punto de vista, pasan por encima de las JAC. A continuación, se puede apreciar la capacidad 
de agencia de las organizaciones sociales de carácter territorial. 
 
La Figura 3-6 muestra que la asociación que tiene mayor capacidad de agencia es la MEROS, 
pero en general en general la capacidad de acción de las organizaciones territoriales es fuerte, 
en particular para definir tareas y responsabilidades y fortalecer procesos participativos.  
 
Figura 3-6: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia. Org. sociales territoriales 
 
Fuente: Elaboración propia 
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De las organizaciones analizadas, tres agrupan a la comunidad afro, una a la comunidad 
indígena, y las otras dos principalmente a comunidades campesinas, como muestra la Tabla 3-3. 
No obstante, tanto la MEROS como MINGA, son organizaciones de base campesina que 
también agrupan algunas comunidades indígenas y afro. La historia y el contexto en que nace 
la MEROS fue explicada en el Capítulo 2, por lo que aquí se entrará en detalle sobre la 
conformación de las demás organizaciones. 
 
Tabla 3-3: Miembros de las organizaciones de carácter regional 
 
Organización Miembros 
Asociación de Consejos Comunitarios de Putumayo  
12 consejos comunitarios de 
Orito, Pto Asís y Pto Guzmán 
Federación de Asociaciones por los Derechos de las 
Comunidades AfroPutumayenses – FEDECAF 
21 consejos comunitarios y 23 
organizaciones de base 
Asociación Departamental por los Derechos Humanos de 
las Comunidades Afro putumayenses – Cimarrón  
7 consejos comunitarios y 26 
asociaciones 
Organización Zonal Indígena del Putumayo 
7 asociaciones de cabildos 
municipales 
Mesa Regional de Organizaciones Sociales del Putumayo, 
Baja Bota Caucana, Cofanía y Jardines de Sucumbíos (Nar) 
Alrededor de 35 organizaciones 
sociales de todo el departamento 
Asociación MINGA – Capítulo Putumayo 
Alrededor de 20 organizaciones 
sociales de todo el departamento. 
Asociación de Desarrollo Integral Sostenible de la Perla 
Amazónica  
Veredas en jurisdicción de la ZRC 
La Perla Amazónica 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
Tanto la Asociación de Consejos Comunitarios como FEDECAP, son organizaciones de nivel 
departamental que buscan facilitar la interlocución y la toma de decisiones para la comunidad 
afro en el departamento, y con el gobierno nacional cuando así se requiere. La Asociación 
Departamental por los Derechos Humanos de las Comunidades Afro putumayenses persigue 
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el mismo fin, pero adicionalmente pertenece a Cimarrón, un movimiento nacional nacido en 
Buenaventura con coordinadoras territoriales en varios lugares del país, que hace parte de la 
Unión Nacional de Organizaciones Afrocolombianas (Gobernación de Putumayo, 2016). 
 
ADISPA es la organización que se ha encargado de reactivar la Zona de Reserva Campesina de 
La Perla Amazónica, la cual estuvo inactiva durante los dos períodos de gobierno de Álvaro 
Uribe y se reactivó en 2011 a través del Comité de Impulso que conformaron los habitantes de 
las ZRC en todo el país. La organización hace parte de la Asociación Nacional de Zonas de 
Reserva Campesina - ANZORC  (ADISPA, 2011). 
 
La Organización Zonal Indígena del Putumayo nació en 1986 y representa los intereses de las 
comunidades indígenas afiliadas en todo el departamento (siona, murui, coreguaje, kiwcha, inga, 
kamentsa, pijo, yanacona, quillacinga, pasto, embera y murui). Adicionalmente, pertenece a la 
Organización Nacional Indígena de Colombia. (OZIP, 2017). 
 
Si bien la Asociación Minga no es una organización en sí misma, es una plataforma que viene 
acompañando el proceso de alrededor de organizaciones del departamento desde el año 2003, 
con la Escuela de Estudios Sociales Minero Energéticos y la Escuela de Mujeres Líderes, y que 
trabaja de la mano con el capítulo Sur Occidente del Congreso de los Pueblos (MINGA, 2017).  
 
En cuanto a la posición de las organizaciones frente al Pladia 2035, el recuadro de la Figura 3-6, 
evidencia que muestra que un 67% de las organizaciones está a favor de la implementación, y 
el 33% restante se encuentra indeciso (Fedecap, OZIP y MINGA). 
 
Frente a las organizaciones gremiales del departamento que fueron analizadas, conviene aclarar 
que se analizaron en conjunto organizaciones de primero y segundo nivel, y que se incluyó en 
el ejercicio una organización gremial que aunque es de creación relativamente reciente, resulta 
muy importante para el análisis de este trabajo es la Coordinadora de Cultivadores de Coca, 
Marihuana y Amapola - COCCAM, por su relación directa con el Pladia 2035. Respecto a la 
posición frente al Pladia 2035, llama la atención que cerca de la mitad de las organizaciones 
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gremiales (Comités de Ganaderos, y Federación Nacional de Cafeteros) no están de acuerdo 
con su implementación. 
 
Adicionalmente, la Figura 3-7 muestra que solamente existe una organización con una capacidad 
muy fuerte para fortalecer procesos participativos, que es justamente la COCCAM. Esto se 
explica porque COCCAM nace formalmente en enero de 2017 como una plataforma de diálogo 
para las familias dedicadas a los cultivos declarados ilícitos, que permitiera avanzar de forma 
más efectiva en la implementación del punto 4 del Acuerdo de La Habana. 
 
Figura 3-7: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia 2035. Org. gremiales 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
La coordinación nacional la eligen los comités veredales, municipales y departamentaeles, y la 
conforman dos delegados de cada departamento, y dos delegados por región. Sin embargo, a 
pesar de ser una organización creada explícitamente para la negociación, la capacidad de agencia 
en términos de interlocución con el gobierno ha demostrado ser relativamente débil, dados los 
incumplimientos del gobierno en cuando a erradicación, y la persecución política que no ha sido 
reconocida por la personería ni otras instancias del gobierno, y que reportan los líderes sociales 
de la zona. Es sin embargo muy fuerte en capacidad de fortalecer procesos de participación, 
como ha demostrado con el hecho mismo de su creación. 
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La organización con menor capacidad de acción es el Comité de Ganaderos de Mocoa, que 
respecto a una organización de segundo o de tercer nivel, como COCCAM o la Federación 
Nacional de Cafeteros, es lógico que tenga una capacidad de acción menor. 
 
Ahora bien; como se pudo ver en el contexto del Capítulo 2, la industria petrolera aporta un 
gran porcentaje del PIB al departamento, por lo cual es indispensable revisar la capacidad de las 
empresas petroleras con más relevancia en el departamento, tanto por la cantidad de crudo que 
manejan, como por la resistencia con la que las han recibido las comunidades. 
 
Figura 3-8: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia 2035. Industria petrolera 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
La Figura 3-8, muestra que todas compañías se encuentran en contra de la implementación del 
Pladia 2035, y que si bien tienen una capacidad débil para repartir o negar presupuestos, definir 
tareas y responsabilidades, y fortalecer procesos participativos; en cambio tienen una gran 
capacidad administrativa y operativa que les permite una comunicación muy efectiva con el 
gobierno, y por ende, definir políticas y normas. 
 
Caracterización del Pladia 2035 87 
 
Hasta el momento se ha podido observar la capacidad de agencia de la sociedad civil, y de las 
instituciones. No obstante, el clima político del departamento, pasa por el escenario de 
postacuerdo en el que los Frentes 32 y 48 de las FARC-EP entregaron las armas para dar paso 
al Espacio Territorial de Capacitación y Reincorporación en la vereda La Carmelita (Municipio 
de Puerto Asís). 
 
El ETCR representa el paso a la vida civil de la guerrilla y el comienzo de su participación 
política, por lo que se hace necesario conocer su capacidad de acción, para poder tener en cuenta 
más adelante su visión del territorio en el análisis de redes y en la identificación de conflictos 
ambientales. 
 
Así mismo, es necesario conocer las posibilidades que esta fuerza política tiene de enfrentar la 
persecución por la que atraviesan sus excombatientes, teniendo en cuenta que algunos de ellos 
y sus familiares han sido asesinados, no solamente en Putumayo sino en varios lugares del país 
(Periódico El Tiempo, 2017). 
 
Figura 3-9: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia - ETCR Heiler Mosquera 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
Como se puede ver en la Figura 3-9, tiene una capacidad fuerte para comunicarse de forma 
efectiva con el gobierno, una capacidad media para definir políticas y normas, y para controlar 
88 Análisis de la construcción del Pladia 2035 
 
el acceso al conocimiento, lo cual se explica porque el ETCR es parte de la implementación del 
Acuerdo de La Habana. No obstante, tiene una capacidad muy débil para repartir tareas y 
responsabilidades, y para repartir o negar presupuestos, puesto que el tránsito a la vida civil es 
un proceso que toma varios meses. 
 
Figura 3-10: Capacidad de agencia vs. posición frente al Pladia 2035 – Bacrim 
 
Fuente: Elaboración propia 
 
Por su parte, la capacidad de agencia de las Bandas Criminales La Constru y Los Rastrojos, es 
bastante reducida, teniendo los valores más altos en los aspectos de definir políticas y normas, 
definir tareas y responsabilidades, y controlar acceso al conocimiento.  No obstante, la 
posibilidad de definir políticas y normas en el contexto local, tiene efectos importantes en la 
movilización social, lo cual constriñe por medio de la violencia, la amplia capacidad de agencia 
de las organizaciones que se apreciaba en las Figura 3-5Figura 3-6. 
 
Ahora bien, se debe tener en cuenta que el contexto de postacuerdo es bastante dinámico y que 
tanto la capacidad de agencia como las posiciones frente a la construcción e implementación 
del Pladia 2035 pueden variar. Se debe aclarar entonces, que lo que se presenta en este trabajo 
es un análisis de actores correspondiente a la situación del departamento actualizada al mes de 
noviembre de 2017. 
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3.3 La propuesta 
 
En esta sección se analizan las propuestas del Plan, en relación con las acciones de planeación 
y ordenamiento tomadas por actores gubernamentales en el territorio y los intereses por parte 
de la empresa privada sobre el mismo. Esto teniendo en cuenta que el Pladia 2035 no es 
constituye una propuesta aislada de la institucionalidad, ni contempla implementarse de esa 
manera. 
 
Las interacciones entre las diferentes perspectivas son el escenario en que surgen las acciones 
reales en el territorio y por ende las resistencias, pues como lo enuncia Long, «todas las formas 
de intervención externa se internan necesariamente en las formas de vida de los individuos y los 
grupos sociales afectados, y en esa medida, son mediadas y transformadas por dichos actores y 
dichas estructuras» (2004, p. 13). Por ende, no se debe separar al Pladia 2035 ni la capacidad de 
agencia de cada uno de los actores que se encuentran en el territorio, y sus posibilidades de 
cooperación y transformación; de los aspectos globales que históricamente han insertado al 
Putumayo en la economía de enclave.  
 
 En esa medida, es importante señalar que El Plan Nacional de Desarrollo define al Putumayo 
como un departamento en un estado incipiente de desarrollo, altamente afectado por el 
conflicto armado, por lo que plantea que se debe hacer un esfuerzo medio-alto para cerrar las 
brechas existentes en educación, salud, vivienda, servicios públicos y presencia institucional.  
 
Para llevar a cabo estos esfuerzos, se incluye al departamento dentro de la franja amazónica de 
las líneas estratégicas para la región Centro Sur Amazonia, de la que también hacen parte los 
departamentos de Tolima, Huila, Caquetá y Amazonas (Departamento Nacional de Planeación, 
2015b). En la Tabla 3-4 se pueden ver las estrategias del PND que se refieren específicamente 
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Tabla 3-4: Objetivos y estrategias del PND 2014 – 2018 para el Putumayo 
 
Objetivos Estrategias 
Conservar el patrimonio 
ambiental y cultural de la 
Amazonia y el Macizo 
Colombiano 
-Controlar el avance de las actividades que ponen en riesgo la 
permanencia de los ecosistemas estratégicos. 
-Identificar los conocimientos y prácticas indígenas para promover 
su valoración y protección, con el fin de afianzar su papel como 
promotores de la conservación de ecosistemas estratégicos y 
guardianes de los saberes ancestrales. 
-Intervención de la condición de riesgo de la población más 
vulnerable derivado por las amenazas naturales y antrópicas en la 
zona de influencia de la Corporación Nasa Kiwe 
Desarrollar el sector 
agropecuario, con un 
enfoque en los pequeños 
productores y en el 
mejoramiento de la 
conectividad al interior 
de la regio ́n y con el resto 
del país. 
-Formulación y actualización de ejercicios de planificación 
comunitaria. 
-Generación de capacidades productivas y de ingresos de los 
pequeños productores agropecuarios en las áreas agrícolas de Huila 
y Putumayo, basado en los pilotos de mecanismos de intervención 
integral en territorios rurales desarrollados durante el último 
cuatrienio en el sur del Tolima. 
-Mejoramiento de infraestructura existente para el uso eficiente del 
agua en zonas de vocación agropecuaria. 
-Proyectos de ampliación y construcción de vías nacionales que 
comuniquen a la franja andina de Centro – Sur – Amazonia de 
Colombia con la región pacífico, el interior del país y con la frontera 
con Ecuador. 
Garantizar el acceso a 
servicios sociales para los 
habitantes de la región, 
mediante el cierre de 
brechas y el 
-Fomentar el desarrollo de la gobernanza para la construcción de 
las condiciones necesarias para garantizar el desarrollo sostenible 
de la región. 
-Contribuir a la conectividad de la Amazonia para facilitar el acceso 
de su población a los servicios del Estado, consolidando un sistema 
de transporte y mejorando la conectividad digital. 





-Apoyar el cierre de brechas en educación y salud. 
 
Fuente: Elaboración propia con base en el Plan Nacional de Desarrollo 2014 – 2018 
 
Adicionalmente, el CONPES 3762 (Consejo Nacional de Política Social, 2013), que define los 
lineamientos de política para el desarrollo de Proyectos de Interés Nacional y Estratégicos – 
PINES, menciona que para poder llevar a cabo las metas del PND del primer periodo de 
gobierno de Juan Manuel Santos, se deben orientar importantes esfuerzos hacia PINES de los 
sectores de minería, energía, hidrocarburos y transporte.  
 
En el PND 2014 – 2018, se califican varios proyectos en el Putumayo como PINES, entre los 
que destacan el mantenimiento de la vía Santana – Mocoa – Neiva, terminar la pavimentación 
de la vía Santana – Puente internacional San Miguel, y la variante San Francisco – Mocoa.  
Adicionalmente, y como una iniciativa regional en la que el gobierno nacional invertirá, se 
menciona la implementación del Pladia 2035, el Corredor Biológico Triple A y el proyecto 
Visión Amazonia; pero también se mencionan inversión en el Proyecto de Desarrollo Integral 
de la Industria Hidrocarburífera (refinería del Putumayo), y la recuperación de la navegabilidad 
del río Putumayo como parte del Proyecto IIRSA, lo cual resulta una contradicción en términos 
ambientales, como se verá con mayor detalle más adelante. 
 
Es claro entonces que las iniciativas del gobierno a nivel de país, van encaminadas hacia el 
extractivismo minero energético como actividad principal en la economía nacional, y que el 
Putumayo es uno de los sectores priorizados. Lo anterior se refleja a nivel regional, donde la 
carta de navegación para las instituciones del gobierno es el Plan de Desarrollo Departamental 
2016 – 2019, el cual plantea dimensiones derivadas de los objetivos y estrategias del PND 2014 
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Tabla 3-5: Objetivos PND 2014 – 2018 vs. Estrategias del PDD Putumayo 2016 – 2019 
 
Objetivos PND Estrategias PDD Putumayo 
Conservar el patrimonio 
ambiental y cultural de la 
Amazonia y el Macizo 
Colombiano 
-Promover y fortalecer los mercados campesinos e indígenas, que 
garanticen la soberanía y seguridad alimentaria de las familias que 
habitan las zonas rurales del departamento. 
-Plantear estrategias para el control y manejo de zonas degradadas. 
-Reconocimiento, protección y uso sostenible de los conocimientos 
ancestrales indígenas en materia de uso de suelo y prácticas 
agrosostenibles. 
Desarrollar el sector 
agropecuario, con un 
enfoque en los pequeños 
productores y en el 
mejoramiento de la 
conectividad al interior 
de la regio ́n y con el resto 
del país. 
-Ordenamiento de los sistemas productivos de acuerdo con el 
ecosistema amazónico para el fortalecimiento de los procesos de 
producción limpia, transformación y comercialización 
agropecuaria, promoción del turismo sostenible y el 
emprendimiento micro empresarial con empoderamiento de las 
comunidades. 
-Mejorar la infraestructura, cobertura, calidad y saneamiento de las 
redes de agua para el campo y las ciudades. 
-Desarrollar la explotación racional y competitiva de los recursos 
mineros y petroleros del departamento. 
Garantizar el acceso a 
servicios sociales para los 
habitantes de la región, 
mediante el cierre de 
brechas y el 
fortalecimiento 
institucional 
-Fortalecimiento de la autonomía de los grupos étnicos. 
Intervenciones a la infraestructura fluvial y aeroportuaria en el 
departamento del Putumayo. 
-Ofrecer las herramientas necesarias para el acceso a la información, 
de tal forma que permita aprovechar los beneficios de las 
tecnologías de la información y telecomunicaciones, mejorando de 
esta forma su calidad de vida. 
 
Fuente: Elaboración propia con base en el PDD Putumayo 2016 - 2019 
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La gobernación plantea en términos generales, un desarrollo que vaya de la mano con la 
especificidad de la región amazónica, armonizado con los objetivos que plantea el PND 2014-
2018. No obstante, para poder apreciar los puntos en común entre el planteamiento del 
gobierno nacional, y el contexto regional planteado por el gobierno y las empresas privadas, es 
necesario analizar también los Planes de Desarrollo Municipales, y en los aspectos en que se 
encuentren vigentes, los Planes Básicos de Ordenamiento Territorial y los Esquemas de 
Ordenamiento Territorial.  
 
Con este contexto en mente, se pueden comprender de una mejor manera las propuestas del 
Pladia 2035 y el territorio en que han surgido. En el análisis realizado para el presente trabajo 
se encontró que, el Pladia 2035 tiene dos categorizaciones de planeación que resultan 
transversales a lo largo del documento, lo que permite una compresión integral del territorio: 
por un lado, la subregionalización permite una planeación del territorio en función de sus 
aspectos ecosistémicos y culturales; y por el otro, las cinco políticas que giran alrededor de 
reconversión económica regional, goce efectivo de derechos, democratización, paz y 
convivencia (Ver sección 3.1, Tabla 3-1) (Mesa Regional Organizaciones Sociales de Putumayo 
Media y Baja Bota Caucana y Cofanía Jardines de sucumbíos & Ministerio de Agricultura, 2017a, 
2017b). Es sobre esas cinco líneas que se dará la discusión de esta sección. 
3.3.1 Participación y gobernanza 
 
Como se expuso en el Capítulo 2, la historia de la conformación de la MEROS está marcada 
por los incumplimientos del gobierno nacional frente a las políticas y acciones derivadas de la 
lucha contra las drogas. En esa medida, el Pladia 2035 y todo lo que de él se deriva tiene como 
base la urgencia de una participación real y una incidencia política en el territorio por parte del 
campesinado, pero también por parte de indígenas y afrodescendientes como comunidades 
históricamente excluidas de las decisiones sobre la región.  
 
El eje de democratización, paz y convivencia del Pladia 2035 plantea la necesidad de consolidar 
los procesos de participación de base, considerando que las articulaciones con otras 
organizaciones y con instancias del gobierno, no pueden ser solamente consultivas. En esa 
medida no solamente se habla de una consolidación interna, sino que se propone una 
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articulación con las ZRC, los resguardos indígenas y los planes de etnodesarrollo de las 
comunidades afrodescendientes, con el fin de crear consensos sobre temas comunes y el respeto 
de las diferencias desde la deliberación.  
 
Esta premisa se viene poniendo en práctica incluso desde la formulación misma del plan, donde 
si bien no participaron todas las organizaciones sociales y gremiales del departamento, se buscó 
que fuese lo más consensuada posible y que se consideraran los intereses de los procesos 
sociales que no pertenecen a la MEROS, como se pudo ver en el mapa de actores y en la 
explicación de la metodología del diagnóstico. 
 
Sin embargo, se debe mencionar que este último punto ha sido puesto en discusión por parte 
de la institucionalidad de algunos municipios, destacando especialmente que según las 
entrevistas sostenidas y el Plan de Desarrollo Municipal formulado, es claro que la alcaldía de 
la capital del departamento se encuentra en contra de la implementación del Pladia 2035, y que 
la razón para estarlo es principalmente el manto de duda que descansa sobre la legitimidad de 
la información y la representatividad contenida en las propuestas de la MEROS. 
 
En ese sentido, lo que propone la mesa es la necesidad de que no solamente las decisiones del 
gobierno local y nacional sean tomadas de la mano de las comunidades, sino que las 
comunidades deben hacer parte de esos espacios decisorios determinantes en el futuro del 
departamento, de tal manera que no se desarrolle la planeación en una permanente dicotomía 
gobierno/comunidad sino que se haga parte del gobierno en la medida de lo posible, con lo que 
se crean nuevas formas de estado y de gobernanza. 
 
Así, como parte de las acciones llevadas a cabo para que el plan aquí analizado se convierta en 
realidad, las organizaciones sociales tomaron la decisión de participar de las elecciones de 2015 
a Asamblea Departamental y consejos municipales, en donde se obtuvieron como resultado 2 
diputados de la asamblea, y 8 concejales en los diferentes municipios, que han venido ejerciendo 
sus funciones con las premisas del Pladia 2035 como bandera transversal.  
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Hacer parte de estos espacios ha permitido poner de presente discusiones necesarias para la 
implementación del Pladia 2035, pero este no es el único objetivo de estos representantes. Se 
trata de que las comunidades ocupen espacios de decisión para llevar a cabo las propuestas que 
se han construido desde las bases, no solamente en la MEROS, sino en general en los procesos 
comunitarios del departamento y fortalecer la gobernanza, como lo comenta una lideresa de 
Puerto Asís: «…el hecho de hoy tener dos curules ayudan mucho a poder garantizar la 
continuidad de los mismos de los procesos en ese escenario de poder» (Entrevista a lideresa de 
Puerto Asís, 2017) 
 
Para que toda esta propuesta de participación se dinamice, y no sea únicamente una posibilidad 
de quienes han tenido una participación política históricamente dentro del movimiento 
campesino, el Pladia 2035 incluye en la política de conectividad, objetivos para fortalecer la 
comunicación comunitaria, en los que se ahondará en la siguiente sección. 
 
Ahora bien, a pesar de la profunda importancia que se le da al fortalecimiento de la participación 
comunitaria en el departamento a nivel de organizaciones, llama la atención que no se aprecian 
esfuerzos particulares para lograr una participación paritaria de género, y tampoco se observa 
que se haya realizado ese esfuerzo desde la propia formulación del Pladia 2035, como sí se 
observa en términos de enfoque diferencial étnico. 
 
Esto es muy importante puesto que históricamente, la mujer rural en Colombia se ha visto en 
una situación de dificultad mayor que la de los hombres para ejercer una participación efectiva, 
tanto al interior de las organizaciones como en la interlocución con el gobierno, y esto por 
supuesto no excluye al departamento de Putumayo.  
 
El Putumayo es uno de los departamentos con mayor proporción de mujeres que realizan 
actividades agropecuarias en las zonas rurales en el país, y eso sin contar en detalle las labores 
de cuidado que por lo general realizan las mujeres en las fincas (DANE, 2016), y sin embargo, 
según la Gobernación del departamento, solo alrededor del 15% de las mujeres en general, 
hacen parte de algún tipo de organización comunitaria o grupo de mujeres. En cuando a 
representación en cargos públicos, si bien La gobernadora del departamento es una mujer, solo 
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el 13,6% de miembros de consejos municipales y el 36.9% de la Asamblea Departamental son 
mujeres (Gobernación de Putumayo, 2017). Para disminuir esta brecha de participación, se debe 
tener en cuenta además el contexto permanente de conflicto social y armado en el 
departamento, el cual impacta las posibilidades de decisión y las resistencias de hombres y 
mujeres de maneras distintas. 
 
También se debe tener en cuenta que la división sexual del trabajo en los cultivos declarados 
ilícitos hace que se desconozcan o minimicen los roles que han tenido las mujeres en ellos, por 
lo que sus decisiones en esta materia se han visto limitadas, a pesar de que las ganancias 
obtenidas por sus labores productivas y de cuidado relacionadas con la economía cocalera han 
permitido en muchos el sostenimiento de procesos de organización comunitarios que han sido 
vitales para la pervivencia de la población del departamento (Cuesta, Diaz, & Duran, 2017). Así 
mismo, se ha minimizado la participación de las mujeres en la organización y la resistencia 
política a lo largo de los años, a pesar de que siempre hayan existido lideresas fuertes dentro del 
movimiento social (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2012a; Cuesta et al., 2017; 
Gobernación de Putumayo, 2017). 
 
En términos de conflictos ambientales conviene señalar que, la actividad cocalera, así como las 
actividades agrícolas y ganaderas, por ejemplo, o el extractivismo petrolero y minero, afectan o 
benefician a hombres y mujeres de forma diferente; y esto mismo ocurre con la degradación 
ambiental. No obstante, esto solo se trata tangencialmente en el Tomo I del Pladia 2035 al hacer 
mención de algunas organizaciones de mujeres, y al mostrar los resultados del inventario de uso 
del tiempo en la finca discriminado por género en cada municipio, pero a pesar de que se 
evidencia que al sumar las tareas domésticas y el trabajo el campo, el tiempo total que las mujeres 
trabajan es mayor al que trabajan los hombres, no existen propuestas concreta para cerrar las 
brechas de género. 
 
Por todo lo anterior, se evidencia una inclinación a la participación masculina en la formulación 
del Pladia 2035, producto de las estructuras históricas de las organizaciones sociales en nuestro 
país, y por ende, en este trabajo se hace necesario recalcar que es fundamental que todo 
documento de planeación y ordenamiento se construya con un enfoque de género que se 
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incorpore de manera transversal, y que permita fijar objetivos y metas específicos para garantizar 
los derechos de las mujeres y la equidad de género en los distintos ejes del plan, ya que la 
desigualdad histórica ha sido transversal a todo su ejercicio de ciudadanía. 
 
Solamente en la medida en que la valiosa articulación entre organizaciones diversas que ha 
logrado la MEROS, se fortalezca por la vía de una participación paritaria en términos étnicos y 
de género, se asegurará una gobernanza legítima en el territorio. Y esta participación se debe 
ver reflejada de forma explícita en la formulación de las iniciativas que se desprendan del Pladia 
2035, así como en los acuerdos de los PDET y del PNIS, con acciones y presupuestos 
concretos. 
 
La política 3 del Pladia 2035, enfocada a gobernanza y gobernabilidad local, requiere un 
presupuesto total de $225.242.754.398 para ser ejecutados entre 2017 y 2035, de los cuales 
$150.080.021.200 son para cualificación de las organizaciones sociales en su capacidad de 
fomentar implementar y evaluar políticas públicas. Ningún objetivo menciona la cualificación 
de las organizaciones en términos de transversalización del enfoque de género (MEROS & 
Agricultura, 2017). 
 
El presupuesto global mencionado se encuentra desagregado también municipio a municipio, 
pero no existe un plan de inversiones que incluya fuentes de financiación, lo cual es importante 
contemplar para el momento de la implementación, ya sea del Pladia 2035 como conjunto, o de 
las apuestas de desarrollo de manera independiente en distintos momentos de tiempo. Esto 
permitiría prever si además de los recursos públicos de los gobiernos local y nacional, se deben 
procurar recursos de cooperación diferentes a los convencionales, a partir de las acciones 
gubernamentales que deben dar cumplimiento al Acuerdo de la Habana, por ejemplo. 
3.3.2 Conectividad 
 
En el Pladia 2035, este aspecto se contempla como un concepto amplio que va más allá de la 
infraestructura, y que es más bien una herramienta de empoderamiento de las comunidades: 
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«Comprendida como todas las formas en las que circulanlas personas, las cosas, las ideas 
y la información, que se expresan en la red vial, la red fluvial, puertos aéreos y fluviales, 
los medios de comunicación de control comunitario y el acceso al uso del espectro 
electromagnético, la telefonía, el internet y las demás tecnologías de la información y la 
comunicación» (Cartilla Pladia 2035) 
 
Existe un primer componente de infraestructura que pretende fortalecer la conectividad vial a 
todo nivel, y con ello dinamizar la economía al interior del departamento, ya que en muchos 
casos por fuerza mayor, el comercio y la circulación de personas en general se da más hacia 
Nariño, Caquetá o Cauca, que dentro del mismo Putumayo. 
 
De acuerdo con el Pladia 2035, el fortalecimiento vial se debe dar comenzando por los caminos 
vecinales que existen desde tiempos ancestrales, y siguiendo con las vías terciarias que en el caso 
del Putumayo ha sido muchas veces construida por las empresas petroleras, y por ende no 
conecta a las comunidades entre sí o con centros poblados, sino a las petroleras con sus 
necesidades. A lo largo de todo el documento, se menciona la necesidad de que la construcción 
de infraestructura respete los corredores ecológicos de la región, para lo cual se requiere entre 
otras condiciones, que las vías sean una red articulada de transporte terrestre y fluvial, y que 
exista transparencia en la adjudicación y ejecución de los recursos destinados para este fin.  
 
Sin embargo, esta iniciativa de articulación se encuentra varias dificultades en el camino, 
comenzando por el Proyecto IIRSA, del cual hacen parte el proyecto de navegabilidad del río 
Putumayo y la la construcción de la variante San Francisco – Mocoa, que se encuentran junto a 
otros proyectos como PINES en el PND 2014 – 2018. Estas obras preocupan a la comunidad 
pues a pesar de tener un alcance global (Eje de Transporte Intermodal Tumaco – Belem do 
Pará), no contribuyen a la conectividad local, sino que al contrario dificultan la conectividad 
secundaria y terciaria, mientras que afectan corredores ecológicos en la región, por lo que IIRSA 
constituye el macroproyecto con mayor oposición en la región, especialmente en los municipios 
de Santiago y Valle de Sibundoy. 
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Las actividades como tala para cultivo, o tala para extracción de maderables y ganadería por su 
parte, también afectan considerablemente la conectividad ecológica del departamento, por lo 
que la propuesta para garantizar conectividad ecológica en el Pladia 2035, pasa por las políticas 
que buscan garantizar vida digna y sostenibilidad de la que se hablará más adelante. 
 
A este objetivo contribuye la propuesta del PND de realizar el mantenimiento y ampliación de 
muelles de Puerto Asís y Puerto Leguízamo, así como el mantenimiento del aeródromo de este 
último (Departamento Nacional de Planeación, 2015b), lo cual se recoge a nivel local en el PDM 
de varios municipios y posibilita una articulación de las propuestas del Pladia 2035 a nivel 
institucional. 
 
Ahora bien, para que se garantice además la libre circulación de las ideas, se requiere que las 
personas puedan acceder a las TIC, y en esa medida es indispensable que cuenten con energía, 
por lo que el Pladia 2035 (MEROS & Ministerio de Agricultura, 2017b) contempla la 
implementación de energías alternativas para las ZNI, lo cual se recoge en algunos PDM 
(Alcaldía de Puerto Guzmán, 2006) (Alcaldía de Orito, 2016). Es importante mencionar que en 
el diagnóstico detallado para la formulación del Pladia, se encontró que algunas personas han 
comenzado a implementar el uso de energía solar en sus fincas por cuenta propia, pero lo que 
se propone en el Plan es implementar una red a gran escala de las diferentes energías alternativas 
que sean más adecuadas para cada zona. 
 
Frente al acceso a las TIC, la prioridad del Pladia 2035 es que se fortalezcan los procesos de 
comunicación de las organizaciones campesinas, afro e indígenas del departamento, dentro y 
fuera de la MEROS; ya que en este momento por las dificultades que presenta el acceso a la 
tecnología en la región, se privilegia la participación cara a cara tanto en la base comunitaria 
como en la interlocución con las instituciones, lo que no permite que las comunidades de los 
lugares más apartados tengan acceso a la misma de forma constante. 
 
Así, se propone ampliar la cobertura de internet, con una calidad superior a la que en este 
momento tienen los quioscos Vive Digital, que en muchos casos operan a media marcha, según 
lo que se pudo observar en el diagnóstico del Pladia 2035. Así mismo, se propone el 
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fortalecimiento de los medios comunitarios de la región, y de las redes de comunicación que 
operan entre los mismos, lo cual tiene grandes coincidencias con lo pactado en el Acuerdo de 
La Habana respecto a la democratización del espectro electromagnético.  
 
Este punto resulta de gran importancia para el departamento, y se debe resaltar que el Pladia 
considere la conectividad de esta forma tan amplia, ya que de acuerdo con la FLIP (Fundación 
para la Libertad de Prensa FLIP, 2017) en el 45% del departamento no existen medios de 
comunicación que produzcan noticias locales, la mayoría de los periodistas no están contratados 
y ganan menos de un salario mínimo. Esto no contribuye a la libre circulación de las ideas que 
permitirían una conectividad real en muchos otros sentidos. 
 
En el mismo sentido de la libre circulación, es importante mencionar aquí la iniciativa de las 
ZIF, de la cual Ecuador – Colombia es la primera, creada en 1991 para facilitar movimiento de 
personas, vehículos, transporte fluvial, marítimo y aéreo; y regulada actualmente por la Decisión 
501 de la Comunidad Andina en el año 2001. En la delimitación de la ZIF, se definió que harían 
parte los territorios con una interacción cultural o ecosistémica relevante, tal y como es el caso 
de la frontera con Putumayo. 
 
Desafortunadamente, las iniciativas asociadas a las ZIF han tenido poca participación por parte 
del gobierno colombiano, y aunque el Pladia 2035 contempla su situación fronteriza, no se 
refiere a apuestas concretas para promover una mejor conectividad en este sentido, aunque en 
el documento se pone sobre la mesa la necesidad de aprovechar mejor la Organización del 
Tratado de Cooperación Amazónica –OTCA (Jaramillo, 2009; MEROS & Agricultura, 2017). 
 
En síntesis, a pesar de que el plan analizado en este documento sostiene una posición amplia e 
incluyente de lo que debe ser la conectividad, los objetivos de la Política 6 de conectividad, se 
centran únicamente en cías y TIC, por lo que algunos de los aspectos contemplados a lo largo 
de la propuesta resultan más articulados y cualificados que otros, como es el caso de la 
infraestructura y las comunicaciones; mientras que se percibe la necesidad de profundizar en la 
transición energética y la condición de frontera, para que en realidad la propuesta tenga el 
alcance amplio que se plantean en un comienzo. 
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3.3.3 Conservación de biodiversidad 
 
Este es un aspecto del Pladia 2035 que, aunque aparece como política específica busca ser 
transversal a toda la propuesta. En esa medida, en cada uno de los municipios sobre los que se 
desarrolla el plan, al realizar la caracterización ecosistémica se identificaron además especies 
particulares tanto de fauna como de flora, que las comunidades consideran de particular 
importancia «para la cultura de las comunidades de la región y para proveer seguridad y 
soberaniía alimentaria, y otros servicios importantes como medicina y materias primas están en 
declive, por lo tanto, urge tomar medida para conservación de estas poblaciones y de los 
servicios que estas prestan» (MEROS & Agricultura, 2017) 
 
Así mismo, se enumeran y resaltan los procesos de conservación comunitaria, dentro y fuera de 
la MEROS, con el fin de potenciar sus actividades en el plan de desarrollo propuesto. Así pues, 
tal y como se destaca el trabajo de iniciativas de conservación ambiental al interior de la mesa 
frente a los conflictos ambientales que se han generado por la actividad petrolera en el corredor 
Puerto Vega – Teteyé; se destaca también, por ejemplo, el trabajo que han realizado la 
Asociación Ambiental Salado de los Loros y los cabildos nasa defendiendo el territorio frente a 
las pretensiones extractivas de la petrolera Gran Tierra en el área del Bloque San Juan. 
 
Lo mencionado anteriormente es importante para el análisis porque supone una proyección de 
articulación amplia dentro del Pladia 2035 para conseguir los objetivos de conservación, y en 
esta medida, se percibe un salto cualitativo importante al interior de la organización campesina 
en materia ambiental, pues si bien la bandera histórica ha sido la defensa de la tierra, la vida 
digna y la autonomía productiva, se comienza a percibir una responsabilidad ambiental de 
mediano y largo plazo mucho más sustentada y articulada. 
 
Esto posiblemente tiene que ver con el diagnóstico autocrítico que se realizó durante el DRP 
realizado para la formulación del Pladia 2035, y con las tasas de deforestación a las que han 
llevado actividades tradicionalmente realizadas por el campesinado como la tumba para el 
pancoger, la ganadería y el cultivo de coca, por ejemplo, lo cual se menciona en el documento 
y lo ratifican varios estudios sobre deforestación realizados en la zona. (IDEAM, 2017; MEROS 
& Agricultura, 2017; MEROS & Ministerio de Agricultura, 2017b) 
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Teniendo en cuenta esta búsqueda de articulación -que no solamente se da con organizaciones 
sociales- aunque se considera que son las comunidades de base las que deben liderar las 
decisiones sobre el futuro del departamento, vale la pena revisar lo que planean el gobierno 
local y nacional en esta materia.  
 
El gobierno nacional por su parte reconoce que el crecimiento económico que ha tenido el país 
en los últimos años, no ha sido ambientalmente sostenible, pues ha llevado a contaminación, 
degradación de ecosistemas y conflictos sociales, además de aumentar el riesgo 
hidrometeorológico, en el diagnóstico para el Crecimiento Verde que se encuentra en el PND 
2014 – 2018.  
 
No obstante, la respuesta de las instituciones a nivel nacional ante esta problemática revela una 
lógica de conservación mercantilizada, bajo la cual el fin último es la eficiencia en el uso de los 
recursos naturales, más que la conservación en sí misma: «la conservación del capital natural, el 
control a la deforestación, la gobernanza ambiental y la protección de ecosistemas en las 
regiones del Macizo y la Amazonia son importantes» (Departamento Nacional de Planeación, 
2015b, p. 664).  
 
Las propuestas concretas en el Plan Nacional de Desarrollo van desde aprovechamiento del 
paisaje agroforestal, pasando por el pago por servicios ambientales, hasta llegar a plantear la 
necesidad de desarrollar criterios de infraestructura verde, «para la ejecución de proyectos en 
áreas de especial importancia ambiental» (Departamento Nacional de Planeación, 2015a, p. 221)  
 
Como estrategias explícitas de conservación, se plantean Visión Amazonia y el Programa de 
Administración de la Reserva Forestal de la Amazonia, y dentro de ellas la posibilidad de llegar 
a acuerdos con las comunidades para frenar la expansión de la frontera agropecuaria, pero 
siempre alrededor del objetivo de «mantener la continuidad de los recursos ecosistémicos». Lo 
mismo ocurre cuando se refiere a los acuerdos de conservación con las comunidades que se 
encuentran asentadas en las zonas priorizadas para la implementación de los acuerdos de paz, 
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como es el caso de Putumayo, y cuando se dice que se promocionará el corredor Andes-
Amazonas-Atlántico, para mantener la conectividad del bioma amazónico.  
 
En el PDD 2016-2019 la gobernación incluye un programa específico de conservación bajo el 
título “Conservación de la madre tierra para un Putumayo Verde”, el cual se enfoca 
principalmente en frenar la deforestación, buscar estrategias de adaptación al cambio climático, 
y recuperar recursos naturales andinoamazónicos. Durante todo el PDD se mezclan los términos 
“patrimonio cultural” y “recursos naturales” de forma indistinta, a pesar de que el plan busca 
contemplar las particularidades ecosistémicas del departamento. 
 
En ambos casos el espíritu mercantil se percibe además al observar que cuando se refieren a 
patrimonio natural, generalmente lo asocian a potencial turístico, y cuando se habla de los bonos 
de carbono, estos juegan un papel fundamental en la estrategia para la adaptación al cambio 
climático en territorios indígenas y rom propuesta en el PND, y que aparece también en los 
planes de desarrollo municipales de Puerto Asís y Orito. 
 
Es una visión antropocéntrica sobre la naturaleza no humana en donde a pesar de expresar 
preocupación por frenar la deforestación y la pérdida de biodiversidad, los conceptos capital 
natural y recursos naturales se repiten varias veces, con lo que se inscribe el entorno natural en el 
mercado y a su conservación en una transacción. Este patrón discursivo se repite a lo largo de 
los planes de desarrollo municipales, lo cual muestra que en general, en las instituciones existe 
una valoración de la naturaleza no humana monetizada, sin noción de bienes comunes. 
 
En todos los planes se plantea profundizar en el inventario de biodiversidad, de fuentes hídricas 
y lénticas de los municipios, y en el conocimiento de los saberes tradicionales, así como 
aumentar las estrategias de control. Así mismo, todos incluido el Pladia 2035 mencionan la 
necesidad de implementar sistemas productivos sostenibles, y restauración ecológica de algunas 
áreas, para disminuir la degradación de ecosistemas por causas antrópicas. Algunos plantean 
incluso el desarrollo de proyectos de energías renovables, pero los presupuestos asignados para 
desarrollar las actividades no son suficientes. 
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Al revisar los PDM se puede ver que los dineros asignados en materia ambiental son muy 
inferiores a los presupuestos asignados para otros ejes de desarrollo, lo cual muestra que en la 
práctica, aún hay mucho camino por recorrer en el camino a la conservación en el departamento: 
en Puerto Guzmán es solo de un 4,42% y en San Miguel de un 2,17%, por ejemplo (Alcaldía de 
Puerto Guzmán, 2006; Alcaldía de San Miguel, 2016).  Quizás el caso de Puerto Asís es una 
excepción, puesto que el presupuesto para el eje ambiental solamente es del 7%, pero aún así 
es el segundo eje con mayor asignación presupuestal (Alcaldía de Puerto Asís, 2016). 
 
Frente a estas contradicciones institucionales, el Pladia 2035 plantea una participación más 
directa de las comunidades en las decisiones ambientales, en lo cual de alguna manera pareciera 
estar dispuesta a contribuir Corpoamazonia, que busca fungir como un escenario de diálogo y 
coordinación para el manejo y uso sostenible de los bosques y los servicios ecosistémicos  
(Corpoamazonia, 2016).  
 
Sin embargo, existe cierta resistencia entre las organizaciones sociales a la intervención de la 
corporación en los conflictos territoriales, pues impone medidas estrictas frente a la minería 
ilegal, tala y otras acciones que son motores de degradación ambiental a pequeña escala, pero 
no tiene suficiente injerencia sobre decisiones de carácter regional o nacional que involucren a 
empresas petroleras o mineras por ejemplo. 
 
La misma percepción se tiene frente al Decreto 1257 de 2017, emitido por el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible, «por el cual se crea la Comisión Intersectorial para el Control 
de la Deforestación y la Gestión Integral para la Protección de Bosques Naturales y se toman 
otras determinaciones», pues se percibe más como una medida policiva que de conservación.  
 
A diferencia de la percepción que se tiene de algunas instituciones del gobierno, en municipios 
como Colón o Villagarzón, WWF se entiende en el Pladia 2035 como un aliado para la 
conservación. Frente a PNN, existen conflictos territoriales por traslapes con territorios 
campesinos e indígenas, pero la propuesta en este sentido se tratará más adelante en la sección 
3.6, al igual que las propuestas que hace el Pladia 2035 para resolver los conflictos territoriales 
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en general, ya que las territorialidades en disputa se pueden apreciar no solamente en términos 
de conservación, sino en los demás aspectos a analizar. 
 
Lo que sí vale la pena mencionar en este momento, es que más allá de la mención de la necesidad 
de acuerdos comunitarios, creación de incentivos ambientales, priorización de especies y 
ecosistemas de conservación, y ecoturismo y educación ambiental; no se logra desarrollar una 
propuesta concreta de conservación de las áreas de importancia ambiental para mediano y largo 
plazo, que contemple toda la articulación ya mencionada.  
 
Es de vital importancia que las iniciativas de la “Política 5. Fortalecimiento de procesos 
comunitarios para la restauración, conservación de la biodiversidad, los ecosistemas y sus 
servicios”, se gestionen de la mano con los gobiernos local y nacional, para poder formular los 
Planes Integrales de Manejo Ambiental allí propuestos y crear los incentivos económicos. 
Adicionalmente, el documento no llegó a desarrollar conceptualmente lo que se entiende por 
turismo sostenible y turismo comunitario, con lo que se podría abrir la puerta a la degradación 
ambiental y el deterioro del tejido social por cuenta del turismo no regulado.  
 
El presupuesto que según el Pladia se requiere para poner esto en marcha es de unos 
$29.874.866.518, lo cual parece poco en comparación con lo asignado para otras políticas; más 
aún si se tiene en cuenta que las fuentes de financiación de la implementación no están del todo 
claras, como ya se mencionó antes en este capítulo. Sin embargo, se debe que tener en cuenta 
que en la práctica para que la conservación sea posible, se requiere una reconversión económica 
regional, cuyas bases se sientan con la política 4 que busca un modelo de desarrollo rural 
sustentable, y para la cual se ha calculado la necesidad de aproximadamente $5.306.064.301.060. 
3.3.4 Vida digna y sostenibilidad 
 
Para tener una vida digna, se deben garantizar la tenencia de la tierra, condiciones de 
habitabilidad de viviendas que se encuentren acorde con las tradiciones de sus habitantes, debe 
existir autonomía alimentaria, posibilidad de ingresos adicionales, y garantía de derechos; pero 
varias de estas condiciones no se han dado históricamente en el Putumayo, como se explicó 
detalladamente en el Capítulo 2. 
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La historia de movilización en torno a la sustitución de cultivos de la que surge el Pladia 2035, 
ha mostrado cómo todo ello depende de la transformación hacia otra economía, pues en las 
pequeñas fincas el cultivo de coca es la principal fuente de ingresos; pero en las fincas grandes 
es la actividad ganadera, especialmente en San Miguel y el Valle del Guamuez, y de esas 
relaciones de producción que por lo general no se dan en condiciones igualitarias, se despreden 
las condiciones de vida de los campesinos de la región, así como de los indígenas y afro que se 
han visto avocados a responder a estas actividades agropecuarias. 
 
Adicionalmente, la industria petrolera sigue siendo una fuente de empleo importante en la 
región, por lo que la incertidumbre laboral de las bonanzas se mantiene. Así, al contemplar los 
conflictos ambientales que las comunidades pertenecintes a la MEROS idenfican, se 
contemplan de la mano con las tensiones que otras organizaciones perciben frente a los bienes 
comunes: se identifica a la industria petrolera como el actor que más efectos negativos ha tenido 
en las condiciones de vida de la región, y a la extracción minera de oro como una de las 
principales causas de la degradación de los ríos Caquetá, Mandur y Mocoa, haciendo explícito 
que no consideran conveniente la declaración que se hizo del departamento como Distrito 
Especial Minero, sin tener en cuenta que hace parte de la amazonia colombiana. 
 
Conviene resaltar que además de las actividades de la industria minero-energética, el Pladia 2035 
identifica la tala como una actividad extractiva que ha tenido graves consecuencias en las 
coberturas boscosas del departamento, y por ende, en la biodiversidad, especialmente en Puerto 
Guzmán, San Francisco y Leguízamo. 
 
La explicación que la MEROS da a estas problemáticas, tiene que ver con la forma en que se 
toman las decisiones en el departamento, y ese aspecto se convierte en una discusión transversal 
a lo largo del documento: «esta problemática de conflicto entre uso y vocación se relaciona 
también con la pérdida de soberanía sobre nuestro territorio debido al número cada vez mayor 
de concesiones para su explotación, dadas a empresas nacionales y transnacionales» (Cartilla 
Pladia 2035) 
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Así, se planteó la necesidad de cambiar el modelo de ganadería extensiva y el monocultivo, y 
algunos de los integrantes de la MEROS comienzan a aplicar esos principios en sus fincas, por 
lo que con el tiempo se convierten en espacios demostrativos que permiten el intercambio de 
conocimientos entre las diferentes subregiones: 
 
«Lo primero fue identificar líderes o lideresas que se fueran motivando por el tema y 
poderlos llevar a conocer fincas demostrativas. Por ejemplo, en Mocoa está la finca de 
nuestro compañero (…) que de cierta manera a lomo, a base de su esfuerzo y con las 
uñas, ha podido construir un pequeño Pladia en su finca, en su propiedad. Llevarlos 
decirles ´venga, vamos. Conozcamos de lo que les estamos hablando, de lo que dice este 
libro, reconozcámoslo en terreno, miremos cómo es en la práctica y hacemos eso» 
(Entrevista a Lideresa de la MEROS, Puerto Asís, 2017) 
 
La propuesta de reconversión propone una transición a la producción agroecológica que 
contemple las especificidades de cada una de las 6 subregiones, la creación de un circuito 
económico, que la producción sea sustentable y permita el consumo directo de productos 
diversos (transformados y no transformados), y que los mismos habitantes del Putumayo logren 
suplir la mayor cantidad de bienes y servicios necesarios para la seguridad alimentaria y en 
general, el buen vivir. 
 
Ahora bien, no se puede perder de vista que los cultivos declarados ilícitos como fuente de 
trabajo y de flujo de dinero en el departamento son una constante desde los años 70, como se 
explicó en el Capítulo 2. Por este motivo, las alternativas productivas a estos son transversales 
a todos los planes de desarrollo consultados, aunque no en todos los casos se da un tratamiento 
lo suficientemente integral. 
 
El PND 2014-2018 contempla de cara al postacuerdo, el Plan Nacional de Intervención para la 
Reducción de los Cultivos Ilícitos en Colombia, para promover lo que el gobierno nacional 
llama un “desarrollo integral del territorio” (Departamento Nacional de Planeación, 2015a, p. 
50). Dicho plan, de acuerdo con el punto 4.1 del Acuerdo de La Habana, se convirtió en lo que 
hoy en día es el PNIS, creado y reglamentado por el Decreto 896 de 2017.  
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La creación de este nuevo Plan de Sustitución de Cultivos, sirve como un puente entre la política 
de lucha contra las drogas, y una aproximación a la solución del problema histórico de la 
cuestión agraria en Colombia, por su integración con la Reforma Rural Integral – RRI, y su 
disposición de construir las alternativas económicas al cultivo de coca, de forma participativa. 
Conviene señalar que algunas alcaldías mencionan explícitamente el apoyo a la reconversión 
productiva para familias cultivadoras de cultivos ilícitos. 
 
EL PNIS es claro al señalar que la sustitución debe ser voluntaria y que para ello se impulsarán 
los PISDA, sobre los cuales tienen grandes expectativas las comunidades en el Putumayo, como 
se enunciaba en el Capítulo 2. Adicionalmente, el plan menciona que se generarán políticas y 
oportunidades productivas para los cultivadores, y que con ello se buscará garantizar el derecho 
a la alimentación de los campesinos, entre otras garantías: 
 
«Es importante recordar que la creación del Programa Nacional Integral de Sustitución 
de Cultivos de Uso Ilícito -PNIS-, obedece a los criterios de necesidad y urgencia 
señalados en el Punto 4 del Acuerdo Final, a saber: los niveles de pobreza, en particular 
de pobreza extrema y necesidades básicas insatisfechas, el grado de afectación derivado 
del conflicto, la debilidad de la ínstitucionalidad administrativa y de la capacidad de 
gestión. Claramente, la situación de estos territorios implica la constante violación de 
derechos fundamentales de los ciudadanos» Decreto 896 de 2017, Numeral 4.1  
(Presidencia de la República de Colombia, 2017) 
 
Así se puede ver que, frente a las actividades agropecuarias, se buscan alternativas y acuerdos 
en general, debido a las cifras de deforestación que fueron presentadas en la sección de aspectos 
ecosistémicos del departamento, en el capítulo anterior.  
 
Es el caso por ejemplo, de Puerto Guzmán y Puerto Leguízamo, que son los departamentos 
con mayores tasas de deforestación, coincidiendo con las cifras más altas de cabezas de ganado 
del departamento que en la página siguiente muestra la  
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Figura 3-11, y que en el PDM contemplan programas específicos para frenar los impactos de la 
ganadería sobre los suelos y los bosques, como el fortalecimiento de las buenas prácticas 
ganaderas (Alcaldía de Leguízamo, 2016; Alcaldía de Puerto Guzmán, 2006). 
 
Figura 3-11: Cabezas de ganado en el Departamento de Putumayo, año 2017 
  
Fuente: Elaboración propia con datos de (ICA, 2017) 
 
De las alternativas propuestas en el PND 2014-2018 para el departamento, varias aparecen en 
las estrategias para conservar el patrimonio ambiental y cultural de la Amazonia y el Macizo 
Colombiano, y tienen que ver con el aprovechamiento del paisaje productivo, a través de Visión 
Amazonia 2020: negocios verdes, pago por servicios ambientales, y proyectos agroforestales. 
 
Otras propuestas para el desarrollo del campo por parte del gobierno, se pueden resumir en las 
siguientes estrategias: desarrollar un nuevo modelo de asistencia técnica integral a partir de 
zonas agroecológicas, consolidar el Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología Agroindustrial, 
modernizar la infraestructura de adecuación de tierras en torno al agua, establecer un modelo 
eficiente de comercialización y distribución de productos e insumos agropecuarios, desarrollar 
un plan de aprovechamiento comercial, y creación del Fondo de Desarrollo Rural 
(Departamento Nacional de Planeación, 2015a). 
 
A nivel regional, para el futuro del sector agrícola se plantea la estrategia “Agroecología para la 
vida” y una política de desarrollo agrario integral, con el fin de asumir la condición de frontera 
y de diversidad ecosistémica y cultural del departamento. Según la gobernación, el propósito de 
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ello es garantizar la soberanía alimentaria de las zonas rurales del departamento, por lo que se 
promoverán alianzas entre grupos organizados de productores, comercializadores y/o 
transformadores de productos agropecuarios (Gobernación de Putumayo, 2016). 
 
Para el municipio de Puerto Asís, las líneas productivas del departamento deben ser plátano, 
yuca, maíz, arroz, caña panelera, chontaduro, piña y palmito principalmente. Se debe fortalecer 
la producción bovina, y la producción y comercialización de frutales amazónicos y productos 
tradicionales, para lo cual además se propone la creación de mercados campesinos. Es clave 
señalar, que en Puerto Asís, como se dijo en el capítulo 2, la alcaldía planea apoyar el Pladia 
2035, y construir una plazoleta que viabilice la realización de mercados campesinos. (Alcaldía 
de Puerto Asís, 2016)  
 
En el municipio de Puerto Guzmán se plantea la construcción de un malecón ecoturístico, 
centro de acopio y planta de tratamiento para lácteos, planta de transformación de maderas, una 
despulpadora de frutales amazónicos, trilladora de arroz, y otras necesidades enfocadas en 
actividades agropecuarias. También se menciona la necesidad de energías alternativas para ZNI, 
construcción de un puente sobre el río Caquetá a la altura de Cerritos, y pavimentación de la 
vía nacional Porvenir – Puerto Guzmán (Alcaldía de Puerto Guzmán, 2006).  
 
Los municipios de Sibundoy y Leguízamo, también contemplan un apoyo al Pladia 2035, y 
adicionalmente, en el eje económico del PDM Leguízamo 2016-2019, plantea la gestión de un 
CONPES agroecológico para Putumayo, y el fortalecimiento de pequeñas empresas que ya 
vienen trabajando con productos amazónicos, para promover los sistemas de producción limpia 
de los productos de la región (Alcaldía de Leguízamo, 2016; Alcaldía de Villagarzón, 2016). 
 
En el PDD de Villagarzón se pone de presente que 50% de las familias indígenas del municipio 
no tienen una chagra cultivada, en muchos casos, porque las fumigaciones con Glifosato 
afectaron a las mismas. Se propone entonces, aumentar en un 10% el área de cultivos sembrada, 
para todo el departamento, en busca de garantizar la seguridad alimentaria de la población. 
Proponen producir pimienta, caña, chontaduro, piña, caucho y pisicultura, la gandería y el sector 
forestal (Alcaldía de Villagarzón, 2016). 
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Para diversificar las actividades productivas de los pobladores del departamento, la gobernación 
apoyará la producción de los productos forestales maderables, Adicionalmente, de cara al 
postacuerdo la gobernación desarrolló una estrategia de turismo en la que contempla 32 
atractivos turísticos, que se desarrollan principalmente en Mocoa, Valle del Sibundoy y Puerto 
Asís, que así lo contemplan en sus planes de desarrollo. 
 
Otra tendencia marcada en varios de los planes de desarrollo analizados, es proponer resolver 
la cuestión agraria con la incursión del sector industrial o financiero. En el PND 2014-2018 se 
propone, por ejemplo, reformar el sistema de crédito agropecuario e implementar incentivos 
para intermediarios financieros, y se articula la estrategia de desarrollo agrícola, con la Estrategia 
Territorial para la Gestión Equitativa y Sostenible del Sector de Hidrocarburos Hacia la 
Construcción de Paz. Así mismo, en el PDD 20169-2019, se plantea «fortalecer los sistemas 
crediticios y fomentar la expansión de los recursos financieros con destino al sector 
agropecuario» (Gobernación de Putumayo, 2016). 
 
Figura 3-12: Matrícula inmobiliaria en catastro por municipio, Putumayo, año 2014 
  
Fuente: (Unidad de Planificación Agropecuaria, 2016) , con base en IGAC, 2014, Base Catastral, 
Registros 1 y 2. Estadística Catastral Nacional Rural. 
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Si bien la posibilidad de crédito y la sustitución concertada son fundamentales para que la 
población alcance una vida digna, nada de esto será posible mientras no se resuelva el problema 
de la tenencia de la tierra, que es una situación preocupante a nivel de país y que en Putumayo 
se expresa en una informalidad generalizada en la tenencia, y una grave desigualdad, como se 
puede ver en Figura 3-12 y Figura 3-13. 
 
Según la Gobernación del departamento, existe aproximadamente un total de 16.399 predios 
específicamente rurales, 57% de los cuales son menores a 3Ha, lo cual respalda los datos de 
concentración arrojados por el índice de GINI, evidenciando concentración de la propiedad en 
los grandes propietarios (Gobernación de Putumayo, 2016). 
 
Figura 3-13: Índice de Gini por municipio, Putumayo, año 2014 
  
Fuente: (Unidad de Planificación Agropecuaria, 2016) , con base en IGAC, 2014, Base Catastral, 
Registros 1 y 2. Estadística Catastral Nacional Rural. 
 
De cara al postacuerdo el gobierno nacional propone como mecanismos de regularización de 
la propiedad, procesos de aclaración de la propiedad y de deslinde, recuperación de baldíos 
indebidamente ocupados, y revocatoria de titulaciones ilegales. No obstante, para que haya 
mayor disponibilidad de tierra, propone una medida que podría llegar a contradecir los 
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propósitos de la iniciativa Visión Amazonia, anteriormente mencionada: evaluar las áreas 
susceptibles de sustracción en las reservas forestales de la Ley 2ª de 1959 (Departamento 
Nacional de Planeación, 2015a). 
 
Dentro de la estrategia regional Centro Sur Amazonia, para lograr el Objetivo No 2, desarrollar 
el sector agropecuario, con un enfoque en los pequeños productores y en el mejoramiento de 
la conectividad al interior de la región y con el resto del país; se plantea apoyar la actualización 
de catastro de los municipios, y un mayor acompañamiento en la implementación del Decreto 
1353 de 2014 en territorios indígenas, para la ejecución de recursos por parte del Sistema 
General de Participaciones (Departamento Nacional de Planeación, 2015b). 
 
Frente a este panorama, se hacen comunes en la región  los reclamos al gobierno por asignación 
de áreas para explotación de hidrocarburos o minería, en tanto se aprecia una contradicción 
evidente: la facilidad con la que se regula la propiedad de la tierra para las actividades extractivas, 
frente a la poca disponibilidad de tierra para actividades agropecuarias. 
 
Figura 3-14: Asignación de áreas ANH en Putumayo, a febrero de 2017 
 
 
Fuente: Elaboración propia con datos de (ICA, 2017) 
 
Como se muestra la Figura 3-14, prácticamente todo el departamento se encuentra como área 
disponible para explotar según la ANH, lo cual no ha sido bien recibido por las comunidades 
de la zona, como se verá más adelante en este trabajo. En explotación y producción se 
encuentran 18 contratos, de los cuales 13 se encuentran en manos de Ecopetrol, 3 de Gran 
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Tierra Energy, 1 de Amerisur y 1 de Emerald Energy. No obstante, según las estadísticas de 
producción fiscalizada de la ANH, con cifras de Septiembre de 2016, también existen 3 
contratos a nombre de Vetra Explotación y Exploración. 
 
Más allá de las dificultades que implica unificar la información del estado sobre los campos 
petroleros en el departamento, es claro que existe un interés por parte del gobierno nacional en 
realizar la extracción del crudo que se encuentra en la zona. Esto se ratifica al revisar el Acuerdo 
02 de 2017 emitido por la ANH, en el cual se introduce la modalidad de asignación permanente 
por asignación directa, para aumentar las reservas de crudo y petróleo en el país.  
 
El mapa de la Figura 3-15 muestra las posibilidades de asignación de áreas que brinda el mapa 
de tierras de la ANH, frente al estado legal del territorio. Se puede apreciar que muchas de las 
áreas se encuentran en zonas que han sido sustraídas de la Reserva Forestal de la Amazonia, la 
cual en principio, solo debería ser sustraída para actividad agropecuaria según la Ley 2ª de 1959. 
 
Figura 3-15: Bloques de la ANH en el Departamento de Putumayo, año 2017 
  
Fuente: Elaboración propia con datos de (ICA, 2017) 
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Ante esta diversidad de factores que convergen sobre el territorio, el Ministerio de Minas y 
Energía, El Ministerio del Interior, la ANH y el PNUD, desarrollan en conjunto la Estrategia 
Territorial para la Gestión Equitativa y Sostenible del Sector de Hidrocarburos, dentro de la 
cual se promueven espacios de diálogo entre comunidad, industria, y gobierno, para prevenir y 
transformar conflictos sociales generados por la industria petroletra. Con ello se pretende crear 
planes de acción municipal y desarrollo de proyectos y, proveer a las comunidades lo que el 
gobierno ha denominado «de un conocimiento más preciso, técnico y oficial que les permita 
dialogar en plano de igualdad con las autoridades y la industria» (Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, 2017) 
 
El gobierno local, por su parte, considera que a pesar de las reservas de hidrocarburos que 
existen en la región, esta actividad extractiva ha ocasionado históricamente una concentración 
de la riqueza que ha perjudicado a la población del departamento. Como lo mostraba la Figura 
3-14, en el municipio de Leguízamo no existe explotación petrolera, pero sí existe área 
disponible según la ANH por lo que, desde el Consejo Municipal y varias organizaciones 
sociales se está promoviendo una consulta popular que permita a los habitantes del municipio 
decidir sobre el futuro de la actividad. 
 
Hasta aquí se puede observar que, si bien se reconocen impactos negativos de la industria de 
hidrocarburos, excepto por el caso del municipio de Leguízamo, ninguna administración se 
opone a la realización de las actividades extractivas en general, sino que se oponen al manejo 
que han tenido hasta el momento. Por este motivo, las empresas que se dedican a esta actividad 
en el departamento, generan alianzas con ONG y con el estado, para llevar a cabo labores de 
responsabilidad social y conservación, que puedan cambiar esa percepción. 
 
Se mostrarán aquí dos ejemplos de ese tipo de alianzas como estrategia de territorialización de 
las empresas petroleras: la inciativa Procompite de la Sociedad para la Cooperación para el 
Desarrollo Internacional - Socodevi, patrocinada por el gobierno canadiense; y la Estrategia 
Para la Gestión del Entorno, desarrollada por Ecopetrol. 
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Procompite es una inciativa que Socodevi lidera en varios países del mundo donde han llegado 
las empresas petroleras canadienses. Desde el año 2015 tiene un acuerdo con Gran Tierra 
Energy para financiar un proyecto de 5 años en campos agrosilvopastoriles en Mocoa y 
Villagarzón, con los productores de cacao y de ganado de la región. También tiene un acuerdo 
con Ecopetrol, para apoyar a los cultivadores de Pimienta del Valle del Guamuez. 
 
Los proyectos que la ONG desarrolla en Putumayo tiene dentro de sus objetivos fortalecer las 
capacidades productivas, establecer y consolidar cooperativas y aumentar los ingresos de las 
familias, entre otros; las entrevistas realizadas durante el trabajo campo sugieren que el proyecto 
podría estar afectando la capacidad de asociación de las personas que se integran a la iniciativa, 
puesto que para que pudieran acceder a los beneficios, la ONG solicitó entre otros requisitos, 
la separación de la asociación de cacaoteros que trabajaba simultáneamente en Mocoa y 
Villagarzón, en una para cada municipio, sin considerar la tradición que tienen los productores 
de los dos municipios de trabajar mancomunadamente (Gran Tierra Energy Inc., 2015; 
Entrevista a miembro de APROCAPA, 2017). 
 
La estrategia de Ecopetrol, según el texto que la resume, busca «crear condiciones de entorno 
que contribuyan a la generación de prosperidad tanto para la empresa como para las 
comunidades locales» (Ecopetrol, 2017, p.10) consta de varios componentes que parten de la 
premisa de que no hay negocios viables en entornos fallidos.  
 
Estos dos ejemplos deben ser analizados a la luz de una industria petrolera cuya imagen ha ido 
perdiendo favorabilidad al interior de las comunidades en los últimos años en todo el país, y 
también en el departamento, lo cual afecta sus posibilidades de iniciar nuevos proyectos como 
lo ilustran algunas entrevistas realizadas sobre una posible explotación en Puerto Ospina 
(Municipio de Leguízamo) durante el trabajo de campo: 
 
«Ya nos asesoramos con personas que han estudiado el tema, que han vivido donde 
ellos han vivido, compañeros afro que nos han indicado los impactos del petróleo (…) 
ellos [las petroleras] todavía no han entrado pero pues yo pienso que ellos han 
manipulado mucho a la comunidad. Ni siquiera nos han mostrado el proyecto, no nos 
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han socializado, han manipulado mucho las cosas a favor de ellos (…) a la gente a veces 
le da miedo luchar por miedo a perder su trabajito» (Entrevista a lideresa del consejo 
comunitario Afrospina, Puerto Ospina, 2017) 
 
A pesar de la importancia en el PIB que tiene la industria petrolera y de ser una actividad 
priorizada por el PND en el departamento, donde se menciona como inciativa de inversión la 
Refinería del Putumayo, esta la actividad es la que más conflictos ambientales presenta en la 
región. En la siguiente sección se ahondará en este tipo de conflictos territoriales, ya que al 
observar el Mapa de actores de diez regiones priorizadas por la estrategia territorial para el sector hidrocarburos 
(Agencia Nacional de Hidrocarburos et al., 2015), se puede ver que el gobierno diagnostica un 
clima favorable para la explotación de hidrocarburos en el departamento; lo cual no es del todo 
cierto como demuestran las múltiples protestas contra la industria petrolera a lo largo de la 
historia, y documentos recientes. 
 
Respecto a la actividad minera, el gobierno nacional viene impulsando desde el año 2007 la 
modernización de la minería tradicional, a través de la creación de grupos asociativos el todo el 
país. A esto se suma la creación de los Distritos Mineros, que tienen la finalidad de «promover 
el desarrollo integral de depósitos mineros, que por su proximidad geográfica conformaban 
distritos y en los que se ejecutaban trabajos de minería rudimentaria por parte de comunidades 
de pequeños mineros» (Ministerio de Minas y Energía, 2014, p. 26) 
 
Sin embargo, esto último ha demostrado no ser necesariamente una forma positiva de 
formalización, puesto que «las grandes empresas consideran que los mineros de hecho son 
‘intrusos’, mientras que para estos últimos el otorgamiento de una concesión a una empresa 
grande significa ser despojados de sus tierras y medios de subsistencia» (Defensoría Delegada 
para los Derechos Colectivos y el Ambiente, 2010, p. 68) 
  
Para el año 2010, se estima que había 409 minas en el departamento, de las que 369 eran minería 
de hecho, y si bien la situación generalizada de ilegalidad se mantiene, al ser una actividad que 
busca el anonimato, las cifras son inciertas (Defensoría Delegada para los Derechos Colectivos 
y el Ambiente, 2010). Corpoamazonia, la Sijin y el ejército, han podido conocer los lugares en 
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los que se realiza la actividad, pero en primer lugar esto es muy variable y, en segundo lugar, 
corresponden generalmente a información clasificada por razones de seguridad (Entrevista a 
funcionario de Corpoamazonia). 
 
Existe una “Burbuja ambiental” producto del Comité Departamental de Control y Vigilancia 
de los Recursos Naturales, que conforman Corpoamazonia, Ejército Nacional de Colombia 
brigada de selva No 27, Policía Nacional de los Colombianos, Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible Gobernación de Putumayo. Dicha burbuja tiene como objetivo combatir 
la minería ilegal en el departamento aunando los recursos humanos y monetarios de las 
diferentes entidades: 
  
«… el río son varios miles de kilómetros, y el control que se debe ejercer resulta 
complejo tanto para nosotros como autoridades ambientales, como para el resto de 
fuerzas del Estado (…) salió un decreto [1257 de 2017] del gobierno nacional en el que 
se creaba el comité nacional interagencial para el control a la deforestación y, yo creo 
que también se puede ocupar de estos asuntos, que sirva para atacar este problema» 
(Entrevista a funcionario de Corpoamazonia, 2017) 
 
El panorama se hace aún más complejo si se tiene en cuenta que las economías ilegales tienden 
a permear las instituciones. Tal como ha ocurrido con el narcotráfico en otras ocasiones, la 
minería ilegal no es la excepción: en noviembre de 2016, fueron capturadas 12 personas por 
realizar actividades de minería ilegal en los ríos Caquetá y Putumayo, entre los cuales se 
encontraban un miembro de la Armada Nacional y el alcalde de Puerto Leguízamo. Las 
investigaciones sobre el caso, muestran que esta red producía mensualmente 87,5 Kg de oro 
(Fiscalía General de la Nación, 2016). 
 
La gobernación, por su parte, considera que frente a la actividad minera, hay una «inadecuada e 
ineficiente explotación y aprovechamiento de las fuentes generadoras de minerales, debido a la 
falta de implementación de planes de manejo ambiental, alto nivel de informalidad, etc» 
(Gobernación de Putumayo, 2016) especialmente en Villagarzón, Mocoa, San Francisco, Puerto 
Caicedo, Puerto Guzmán, Leguízamo y Orito.   
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Cabe anotar que por lo general los planes de desarrollo no se refieren a minería de gran escala, 
puesto que en el departamento no hay grandes aspiraciones en ese sentido, sino que refieren 
por lo general, a la minería que no se encuentra en registros oficiales. Por ello es posible 
encontrar afirmaciones aparentemente contradictorias en los documentos como por ejemplo: 
 
«El municipio de Puerto Guzmán actualmente cuenta con un sistema de producción 
limitado pero con buenas posibilidades de crecimiento ya que su economía se puede 
desarrollar de una mejor manera en áreas como la agricultura, la ganadería, la minería y 
la explotación forestal; sistemas que inciden directamente en la sostenibilidad ambiental 
de todo el territorio si se tiene en cuenta la actual dinámica de usos y tenencia del suelo» 
(Alcaldía de Puerto Guzmán, 2006, p.15) 
 
En el Mandato del Foro Minero Energéticco y Ambiental por la Defensa de la Región Andinoamazónica, 
por ejemplo, realizado los días 5 y 6 de agosto de 2017 en Puerto Ospina (Municipio de 
Leguízamo), en el tercer punto de los acuerdos las organizaciones sociales firmantes, declaran: 
«Rechazamos y nos oponemos a toda incursión de empresas petroleras y actividades mineras 
en nuestro territorio, para que el derecho a la Paz se haga realidad, definitiva y duradera». A este 
evento asistieron 19 JAC del Municipio de Leguízamo, 3 cabildos indígenas, 1 consejo 
comunitario, y varias organizaciones pertenecientes a la MEROS. 
 
Sin embargo, a pesar del aparente concenso entre las organizaciones en esta materia, la realidad 
es que existen algunos descontentos frente a la falta de claridad del Pladia 2035 sobre las 
acciones a realizar entorno a la minería y esta crítica se hace muy importante teniendo en cuenta 
que según varias entrevistas, el gobierno nacional ha manifestado en distintas ocasiones, que 
para implementar el Pladia se requiere de los recursos que aporta el extractivismo. 
 
Desafortunadamente muchos campesinos se han visto avocados a trabajar en la pequeña 
minería o en las petroleras, tal y como se vieron en su momento en la necesidad de cultivar 
coca, por lo que la prioridad para ellos ha de ser buscar los puntos comunes con los que se han 
logrado organizar hasta el momento, para lograr una interlocución efectiva con el gobierno, y 
120 Análisis de la construcción del Pladia 2035 
 
con ello, la implementación del Pladia 2035 en conjunto o por programas, de tal forma que se 
avance en la reconversión económica. Para ello es clave poner a raya a la industria extractiva, 
que el gobierno nacional ponga en marcha la rehabilitación del distrito de riego del Valle de 
Sibundoy – Putumayo, y que realice estudios para nuevos distritos de riego, como lo menciona 
dentro de la estrategia regional Centro Sur Amazonia del PND.  
 
Pero esta no es la única acción necesaria para que la reconversión económica no se quede en el 
papel. Para la Política 4 del Pladia 2035, “Bases para la reconversión económica regional, la 
soberanía alimentaria y la adopción de un modelo de desarrollo rural sustentable”, se requieren 
recursos del gobierno nacional y local, y posiblemente cooperación de otras fuentes, que 
ascienden a los $5.306.064.301.060. $3.828.367.634.237 se destinarían a sustitución de cultivos, 
por lo que se podríana obtener del PNIS, pero los dineros restantes son igualmente importantes 
y no existe una fuente de financiación clara. 
3.3.5 Saberes y prácticas tradicionales 
 
Dentro de las políticas del Pladia 2035 los saberes tradicionales son un asunto transversal: 
fomentar su investigación enfocada a procesos productivos andinoamazónicos aparece como 
objetivo en la política de adopción de un modelo de desarrollo rural sustentable, establecer 
mecanismos comunitarios de salud propia es prioridad dentro de la política referente al derecho 
a la salud, y lo mismo ocurre con la política concerniente al derecho a la educación. 
 
Para llevar esto a la realidad, en el diagnóstico se caracterizan los saberes y prácticas tradicionales 
que existen en los municipios, enfocando la descripción principalmente hacia los saberes 
agroecológicos y de biodiversidad. En esto el Pladia coincide con el PND al contemplar el 
conocimiento ancestral y a las comunidades étnicas como promotoras de la conservación de 
ecosistemas estratégicos, pero en el Pladia se amplía esta consideración al campesinado. 
  
Ahora bien, aunque el PND como carta de navegación de la planeación de todo el país, plantea 
la necesidad de fortalecer las entidades territoriales para facilitar la transición a las Entidades 
Territoriales Indígenas, y la urgencia de un decreto transitorio que reglamente los territorios 
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ancestrales, y defina la logística para el desarrollo de sus competencias (Departamento Nacional 
de Planeación, 2015a); en la práctica, en la gran mayoría de planes de desarrollo analizados, el 
enfoque diferencial no se ve reflejado, y se limita a un reconocimiento de la necesidad de 
impartir educación propia a las comunidades indígenas. Muy pocos contemplan las necesidades 
en salud, o la importancia de los saberes ancestrales en términos de producción y desarrollo 
propio. 
 
Conviene señalar, que respecto a la población afrodescendiente no existen muchas 
disposiciones, e incluso el PDD menciona explícitamente que «en lo que respecta a los pueblos 
afrodescendientes, se ha avanzado muy poco en la constitución de sistemas organizativos 
propios, así como de mecanismos efectivos de interlocución con el Estado» (Gobernación de 
Putumayo, 2016, p. 25)  
 
Así pues, la gobernación propone promover la diversidad y el patrimonio cultural de las 
comunidades étnicas del Putumayo, y una articulación institucional que garantice el goce 
efectivo de derechos que corresponda a la realidad pluricultural del departamento. Sobre este  
punto, el PDM de Villagarzón da un paso más adelante, incluyendo un eje estratégico 
específicamente para comunidades afrodescendientes, donde incluye como meta del período 
2016-2019,  tener un plan de desarrollo afro formulado, y una cátedra de estudios 
afrocolombianos en tres instituciones educativas del municipio (Alcaldía de Villagarzón, 2016). 
 
Corpoamazonia, en su Plan de Acción presenta un programa específico fundamentado en el 
Convenio de Diversidad Biológica llamado “Fortalecimiento étnico”, considerando que en los 
territorios de su jurisdicción hay una gran cantidad de población indígena, pero también 
afrodescendiente. Dentro del programa se contemplan iniciativas productivas asociadas al 
manejo de recursos naturales, planeación y ordenamiento del territorio con comunidades 
étnicas, fortalecimiento de educación ambiental propia, protección al derecho fundamental de 
consulta previa y construcción de acuerdos interculturales para el uso de recursos 
(Corpoamazonia, 2016). 
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Aquí conviene señalar que no se debe perder de vista la condición fronteriza del departamento, 
como un elemento transversal de la planeación del territorio, tal y como se hace en el PDM de 
Valle del Guamuez, donde se evidencia que la articulación de las comunidades 
afrodescendientes e indígenas del país, con las comunidades del Ecuador, ha generado un 
proceso participativo regional, que posibilita una comprensión del territorio a escala regional 
(Alcaldía del Valle del Guamuez, 2016). 
 
En síntesis, aunque pareciera haber un clima favorable para el reconocimiento de la importancia 
de los saberes tradicionales; en la práctica, la inclusión de los mismos de manera transversal a 
lo largo de la implementación del Pladia 2035 se enfrenta a las políticas de desarrollo 
homogéneas que históricamente han minimizado el valor de estos saberes en los procesos de 
planeación y ordenamiento.  
 
Es importante además recordar que, si bien la MEROS es una organización con participación 
indígena y afrodescendiente, es mayoritariamente campesina. Por ende, y ante la negativa 
reiterativa del gobierno nacional para el reconocimiento del campesinado como sujeto de 
derechos, se requiere un mayor detalle en las acciones afirmativas que implicaría en términos de 
participación, incorporar los saberes y prácticas campesinas a lo largo de toda la 
implementación. 
3.3.6 Conflictos territoriales  
 
Cuando dos sujetos sociales persiguen objetivos diferentes sobre el mismo espacio geográfico, 
para tener el control de este territorio, se origina un conflicto territorial. En un lugar como el 
piedemonte amazónico hay múltiples conflictos que derivan del problema de la tierra que existe 
a escala nacional, y que se profundiza con las diferentes bonanzas a las que ya se ha referido el 
presente trabajo. 
 
Analizando el Pladia 2035 se puede decir que toma en cuenta los siguientes tipos de conflictos 
territoriales: entre áreas protegidas estatales y comunidades, conflictos entre resguardos 
indígenas y comunidades aledañas, conflictos entre comunidades y empresas extractivas, 
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conflictos entre comunidades con distintos usos de la tierra, pero también con distintos 
derechos de propiedad ante la ley. Como bien se enuncia en el documento: 
 
«El enfoque diferencial respecto a la presencia de comunidades campesinas, indígenas 
y/o afrodescendientes coloca a las comunidades en condiciones de desigualdad frente a 
la ley y por tanto frente al derecho a acceder a la tierra y al territorio. Tiene como 
sustento una mirada acerca de las comunidades campesinas como depredadoras del 
entorno en comparación con las comunidades indígenas y/o afrodescendientes como 
conservadoras de la naturaleza.» (MEROS & Agricultura, 2017) 
 
Frente a este tema conviene señalar que en el área del Parque Nacional Natural La Paya, una de 
las estrategias de conservación de ecosistemas estratégicos más antiguas existentes en el 
departamento, existen según la Alcaldía de Leguízamo, 9 traslapes con resguardos indígenas, 
para lo cual la alcaldía plantea que se debe llegar a acuerdos de ordenamiento y manejo del 
territorio con las comunidades indígenas (Alcaldía de Leguízamo, 2016). 
 
Esto último es llamativo puesto que ya existen experiencias en el país de corresponsabilidad con 
comunidades indígenas como el caso del PNN Catatumbo Bari, y desde hace varios años existen 
esfuerzos por parte de organizaciones campesinas para que sea implementada la figura de co-
manejo en los parques de la región donde se han identificado conflictos territoriales por 
traslapes con comunidades campesinas (Parques Nacionales Naturales, 2015; PNN La Paya, 
2016a, 2016b, 2017). No obstante, en el Putumayo no existe aún una solución concertada en 
esta materia, a pesar de que apoyar la conservación del PNN es algo que la Alcaldía de 
Leguízamo incluye dentro de sus objetivos del PDM, por ejemplo. 
 
Ocurren situaciones similares con comunidades campesinas, y por este motivo se creó una mesa 
de concertación de PNN con estas comunidades, lo cual constituye un instrumento 
fundamental para pensar un ordenamiento colaborativo que responda a la real configuración 
del departamento. Sin embargo, el proceso de concertación con PNN ha tenido varios baches 
a lo largo del camino, pues la delegación campesina considera que no se ha reconocido las 
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intenciones de reconversión económica del campesinado. (Delegación campesina, 2017) 
(Entrevista a líder de la MEROS, Leguízamo, 2017) 
 
En esa medida la discusión valiosa que pone sobre la mesa el Pladia 2035 tiene que ver con la 
relación del campesinado con su entorno natural, y su capacidad de reproducir la vida de forma 
coherente con los ecosistemas que habita, y las diversas culturas que lo rodean, no solamente 
en áreas protegidas sino en términos generales. En la práctica, esto implica repensar las premisas 
con las que se ha ordenado el departamento históricamente, y hacer una planeación acorde con 
las necesidades locales desde el pensamiento ambiental. 
 
En cuanto a los conflictos entre comunidades y empresas extractivas, la propuesta del 
documento es que se generen rutas de acción concertadas para ordenar ambiental y socialmente 
el territorio, y para resolver los conflictos asociados con el derecho a la tierra y el territorio, que 
como ya ha sido mencionado, tienen que ver con la gran cantidad de concesiones y títulos 
otorgados o en trámite para las empresas, pero también por la imposibilidad de formalizar la 
tierra que las comunidades trabajan. 
 
El panorama en ese sentido no es alentador, pues la actualización de catastro y la inequidad en 
el acceso a la tierra se mencionan a lo largo de todos los planes de desarrollo revisados para este 
trabajo, y en algunos casos se plantean convenios interadministrativos con la Agencia Nacional 
de Tierras para la legalización de predios rurales (Alcaldía de Puerto Asís, 2016), pero revisando 
con ciudado, se puede ver que es una deuda histórica que tienen los municipios. 
 
Sin embargo, no se puede desconocer aquí que existe una tendencia constante a pensar en el 
acceso a la tierra como una necesidad indispensable para el desarrollo productivo del campo. 
En el caso de los municipios de Leguízamo y Villagarzón existe un énfasis particular en la 
restitución de derechos a las víctimas del conflicto armado (Alcaldía de Leguízamo, 2016; 
Alcaldía de Villagarzón, 2016).  
 
Algunos municipios se encuentran está en mora de cumplir con restitución de tierras: 
Villagarzón se encuentra en mora de responder a una sentencia desde el año 2013, por lo que 
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este PDM plantea dar cumplimiento al plan retorno para las comunidades del Corregimiento 
de La Castellana que cobija dicha sentencia (Alcaldía de Villagarzón, 2016, p. 20). San Francisco 
debe realizar el plan retorno para las veredas San Juan Bosco, El Maizal, El Espinal, Risaralda y 
Nueva Risaralda (Francisco, 2016). 
 
Ahora bien, frente a la propiedad colectiva, la gobernación pone de presente que existen 7 
pueblos reclamando territorios ancestrales en el departamento, tal y como lo ilustra la Tabla 3-6: 
 
Tabla 3-6: Solicitudes de territorios ancestrales indígenas, Putumayo, 2016 
 
Pueblo Territorio solicitado 
Kamentzá Valle de Sibundoy 
Inga Norte de Mocoa, Bota Caucana, Puerto Guzmán y parte de Orito 
Kofán Valle del Guamuez, San Miguel 
Siona Puerto Asís y Leguízamo 
Quichwa Ribera del río Putumayo 
Coreguaje Ribera del río Caquetá, debajo de Puerto Guzmán 
Murui Leguízamo 
 
Fuente: Elaboración propia a partir de (Gobernación de Putumayo, 2016, p. 25) 
 
Así mismo, varios municipios ponen de presente la necesidad de completar la delimitación de 
territorios colectivos de la comunidad afrodescendiente, lo cual es una deuda histórica con esta 
población, y no resolverla ha generado múltiples conflictos territoriales. 
 
Hay dos instrumentos derivados del Acuerdo de la Habana que resultan muy importantes para 
llevar toda esta discusión a la práctica: el PNIS y los PDET. Desde el punto de vista de la 
MEROS, ese es uno de los escenarios más importantes para la implementación del Pladia 2035: 
 
«Nosotros lo que esperamos que en los PISDA y los PDET, posicionemos el Pladia. Ya 
hablamos con la ART, y a ellos les ha tocado decirnos que lo van a hacer, vamos a ver 
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si lo hacen (…) la participación nosotros no la entendemos como que ‘vengan, estén 
escuchando una reunión, y levanten la mano y opinen’. Esa no es la participación en 
que nosotros estamos interesados: sentémonos y diseñemos la metodología para la 
formulación de esos PDET. Ahí sí estaríamos hablando de verdad de participación. 
Pero además en las instancias de decisión de esos PDET, allí tenemos que estar 
nosotros.» (Entrevista a vocero de la MEROS, 2017) 
 
Sin embargo, esto implica que a pesar de que la MEROS ha conseguido una articulación con 
varias organizaciones del departamento que se encuentran fuera de ella, como se pudo ver en 
el mapa de actores, no ha conseguido un apoyo desde todos los sectores para la implementación 
del Pladia 2035. Al momento de finalización de este trabajo, los pactos comunitarios de los 
PDET en Putumayo, no se habían firmado todavía, y tampoco se tenía completamente clara la 
ruta del PNIS en la práctica. Sin embargo, ya se podían vislumbrar las diferencias que estaban 
surgiendo entre organizaciones, por la forma en que deberían llevarse a cabo estos acuerdos: 
 
«Tiene que haber un diagnóstico participativo que hace la misma comunidad, para poder 
caracterizar a cada comunidad, desde lo social, lo ambiental, lo económico. Las 
prioridades, las necesidades, las potencialidades (…) y esto no lo va a ser la Mesa 
[MEROS] y lo lo va a hacer el Pladia. Esto nos toca a nosotros y eso fue lo que acordó 
las FARC en La Habana» (Entrevista a líder del CNA Putumayo, 2017) 
 
«Nosotros le abrimos la puerta a todo el mundo, y por eso nos parece extraño que nos 
hayan excluído del Pladia. Al gremio ganadero nunca se lo invitó a una reunión (…) no 
se pueden desconocer 9.000 familias. El Pladia puede tener una inciativa hermosa 
porque yo no desconozco eso, pero aquí ya está la ganadería, y familias que derivan su 
sustento del ganado (…) en las negociaciones de sustitución lo mismo, nos excluyen a 
los ganaderos, a los comerciantes, a muchos grupos…» (Entrevista Asociación de 
Ganaderos de Puerto Asís) 
 
El análisis de los PDM de todo el departamento, evidencia que solamente el 50% de los 
municipios está abiertamente a favor de la implementación del Pladia 2035, y la gran mayoría 
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de gobiernos locales e incluso el gobierno regional, aún estando a favor, no lo contempla de 
forma articulada en sus ejes de desarrollo.  
 
«El Pladia debería ser la carta de navegación para distribuir los recursos del 
postconflicto, pero los tiempos del Plan de Desarrollo Departamental no dan para eso. 
Tampoco las divisiones, porque si bien es cierto que ellos mencionan las subregiones, 
no existen los POMCA para hacer eso» (Entrevista a funcionario de SIG Putumayo, 
Mocoa, 2017) 
 
En síntesis, se puede decir que las posibilidades de resolución de conflictos que surgen del Pladia 
2035, son muchas, y se valora positivamente el hecho de que sea una prioridad y exista de forma 
independiente en las políticas 1 y 2, a pesar que su relación con las demás políticas es innegable.  
 
Sin embargo, deben construirse en detalle las rutas de participación que permitirían solucionar 
los conflictos mencionados, y así como se pone de presente la deuda histórica de un enfoque 
diferencial para el campesinado, debe implementarse en esta solución un marcado enfoque de 
género, sobre todo a la problemática de tenencia de la tierra: existe una gran informalidad en 
este aspecto y esto afecta principalmente a las mujeres, que suelen ser las responsables de la 
seguridad alimentaria de sus familias. 
 
Así mismo, se debe considerar con mayor detalle las posibilidades que brindan los PDET, tanto 
presupuestalmente como en términos de autonomía: entre las dos políticas, el presupuesto 
necesario para ejecutar este componente del Pladia 2035 es de $65.440.273.024, siendo la mayor 
parte para toma de decisiones basadas en la autonomía comunitaria. En esa medida, se debe 
garantizar que la ruta de formulación de PDET y PNIS, se de con una amplia participación, no 
solamente de la MEROS, sino de los actores que han manifestado inconformidad, para que las 
soluciones planteadas sean viables en el contexto político y organizativo real del departamento. 
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3.4 Las respuestas comunitarias al contexto local 
 
Una vez revisados los documentos institucionales para la planificación del departamento, desde 
las escalas nacional, regional y municipal, se puede percibir que muchas de las iniciativas del 
gobierno nacional están pensadas para cerrar las brechas históricas que existen en el goce 
efectivo de derechos de la población del departamento. 
 
Adicionalmente, se perciben varias iniciativas del gobierno nacional que presentan 
contradicciones entre sí, como se señaló cuando fueron expuestas, y otras que contradicen las 
necesidades de los municipios. Esto evidencia falta de articulación institucional, pero también 
falta de articulación con las comunidades, en tanto se evidencia por ejemplo, que no son claras 
las rutas para avanzar en los retos que plantea el post acuerdo frente a cultivos ilícitos ni 
restitución de tierras. 
 
Incluso la propia Gobernación reconoce con preocupación en el PDD 2016 – 2019, que «no 
existen aún rutas sociales, culturales, políticas y económicas claras que permitan avanzar en la 
sustitución de cultivos de uso ilícito y en los procesos de restitución, reparación e integración 
de las víctimas del conflicto armado» (Gobernación de Putumayo, 2016, p. 26) 
 
En general se percibe que pocos PDM contemplan a las poblaciones indígena y 
afrodescendiente de manera transversal, pues al parecer se comprende el enfoque diferencial en 
clave de discriminación positiva. Esto puede resultar problemático ya que, como lo enuncia  
Tubino (2002), a pesar de que las medidas de discriminación positiva tienden a equilibrar el 
trato a una población históricamente excluida, suelen ser medidas de corto o mediano plazo 
que en muchos casos no atacan la raíz de la exclusión.  
 
En ese sentido, si bien el estado tiene la obligación de garantizar los derechos de los ciudadanos, 
es importante visitar las estrategias de los ciudadanos para perseguir el goce efectivo de 
derechos, puesto que muchos de los DDHH que hoy se consideran naturales, son el resultado 
de luchas históricas de grupos excluídos en diferentes etapas de la historia. 
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La respuesta de las comunidades a los planteamientos de planeación de arriba hacia abajo que 
hace el estado en donde los campesinos, indígenas y afrodescendientes, son figuras en las que 
consideran que tienen un papel más autónomo y determinante en el destino del departamento, 
se encuentra en las ZRC, en los Planes de Vida de las comunidades indígenas y de los territorios 
colectivos, en los Territorios Agroalimentarios y en el Pladia 2035. 
 
Así, cuando en el Plan de Desarrollo de la ZRC de La Perla Amazónica se contempla para un 
lapso de 50 años, se inscribe en una concepción del tiempo y de la naturaleza que sobrepasa los 
tiempos humanos y concibe a los ecosistemas de una forma más integral muy cercana al 
pensamiento ambiental. El plan reconoce las especificidades ecosistémicas y culturales de la 
llanura amazónica, y plantea alternativas productivas que fomentan la autonomía alimentaria, 
sin desconocer el contexto regional en que se encuentra la ZRC (ADISPA, 2011; Entrevista a 
lideresa de Adispa, 2017). 
 
Los Planes de Vida de los territorios indígenas y afrodescendientes, favorecen el proceso de 
descentralización del estado que propone la constitución del 91, y evidencia el ordenamiento 
territorial que tienen las comunidades indígenas y afro en su ancestralidad, sin necesidad de 
depender de las normas de la institucionalidad para ello. En esa medida, los Planes de Vida 
constituyen un ejercicio de síntesis del pensamiento de los pueblos que los formulan, su visión 
del territorio y su planeación para el futuro en el mismo, lo que en muchos casos se contrapone 
a los planes de desarrollo que se construyen desde la institucionalidad. 
 
Por su parte, los territorios agroalimentarios sostienen que el campesinado ha logrado crear 
históricamente en diferentes lugares del país relaciones ambientales socioculturales radicalmente 
opuestas a la revolución verde y a los agrotóxicos, en sistemas cooperativos y otras formas de 
asociatividad para la pequeña producción, que pueden constituirse en territorios con una figura 
político administrativa que permita el reconocimiento del campesinado:  
 
«Un instrumento de política nacional de buen vivir y reconocimiento de derechos 
territoriales y ciudadanos. A su vez es un instrumento social y ambiental de 
ordenamiento territorial para el acceso a la tierra y demás factores productivos del 
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campesinado; contribuyendo a reducir y evitar los conflictos de uso del suelo; planificar 
el uso y la ocupación de los espacios rurales para el logro de la seguridad, la autonomía 
y la soberanía alimentaria…» (Coordinador Nacional Agrario & Congreso de los 
pueblos, 2015; Entrevista a líder campesino de Puerto Asís) 
 
Por último, se encuentra el Pladia 2035, como un ejercicio de territorialización que propone una 
participación profunda de las comunidades en las decisiones del departamento de Putumayo, 
desde una visión intercultural, y con un enfoque regional que logra articular una alternativa 
viable que evidencia conflictos existentes y latentes, pero también abre la puerta a la 
renegociación del estado de cosas en la región.  
 
Se puede observar una combinación de estrategias para ejercer control sobre el ordenamiento 
y planeación del territorio, que van desde la participación directa vereda a vereda en la 
formulación del plan; pasando por la conquista de espacios en el gobierno como lo son los 
consejos municipales, y la Asamblea Departamental. Adicionalmente, se plantea el Pladia 2035 
como una guía global para todo ejercicio de planeación que se realice en la región, de manera 
que se ponga freno a las nuevas expectativas de la industria extractiva. 
 
Todo lo anterior, junto a la búsqueda de consultas populares, constituye un entramado de 
acciones tendientes a ejercer el control del territorio de manera colectiva, y de hacer explícito 
ese vínculo cultural con el espacio y con las prácticas productivas. No obstante, es en las 
prácticas cotidianas en donde se legitima la propuesta o no, y por ende, la tarea principal debe 
ser continuar con la reconversión productiva de las fincas de los miembros de la MEROS en 
primer lugar, pues son quienes deben demostrar con su ejemplo que el Pladia 2035 es posible, 
pero por diversas razones, muchos aún no han implementado modificaciones a sus fincas.  
3.5 Conflictos ambientales evidenciados a partir del Pladia 2035 
 
Tras realizar una síntesis de los documentos existentes en términos de planeación y 
ordenamiento producidos por los diferentes actores que se encuentran en el territorio, y 
sostener encuentros y entrevistas con varios de los mismos; se comienza a vislumbrar al Pladia 
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2035 como un documento indicador de conflictos ambientales en el departamento, y su 
implementación como una acción directa de resistencia frente al modelo de desarrollo impuesto 
por el gobierno en la región andinoamazónica. 
 
En la región amazónica se presentan al menos el 5% de los conflictos ambientales del país, 
según el inventario de conflictos ambientales realizado por la Universidad del Valle (Pérez-
Rincón, 2016). En esta sección se exploran los conflictos existentes específicamente en el 
Departamento de Putumayo, los cuales fueron identificados por medio del mapeo detallado de 
actores, la revisión bibliográfica, y las entrevistas realizadas durante el trabajo de campo.  
 
Con el fin de evidenciar las diferencias que existen entre las distintas visiones del futuro del 
territorio, en este trabajo se comparan las propuestas institucionales que se construyen desde 
arriba hacia abajo, con el Pladia 2035 como propuesta comunitaria construida de abajo hacia 
arriba. 
 
Teniendo en cuenta que los conflictos ambientales surgen cuando además de una tensión 
ambiental, deben existir actores que actúen frente a ella evidenciando las territorialidades en 
disputa; aquí se presentarán los conflictos ambientales identificados en dos categorías: 1) 
conflictos en desarrollo, donde ya existen actores y acciones identificados, y 2) conflictos 
latentes, donde la tensión ambiental y las territorialidades en disputa se hacen evidente tras la 
revisión documental y el trabajo de campo, pero aún no existen acciones claras que 
contrapongan las visiones de los actores sobre el territorio. 
 
Las tablas 3-6 y 3-7, muestran un listado de los conflictos encontrados, haciendo la claridad de 
que si bien existen otras problemáticas ambientales que no son mencionadas aquí, se 
consideraron como conflicto en curso únicamente las actividades que han tenido 
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3.5.1 En desarrollo  
 
Tabla 3-7: Conflictos ambientales identificados en Putumayo – En curso 
 
Municipio Conflicto 
Puerto Asís En el corredor Puerto Vega – Teteyé: existe fuerte 
resistencia entre las comunidades aledañas a los 
Bloques Suroriente y PUT 8, operados por la 
empresa Vetra E & P. 
Villagarzón Resistencia de varias comunidades ante las 
actividades de la empresa Gran Tierra Energy Inc. 
Puerto Leguízamo Pesca comercial realizada por indígenas, mestizos y 
habitantes de los centros urbanos, especialmente en 
la cuenca del caucaya. 
Puerto Leguízamo En el PNN La Paya hay traslapes tanto con 
resguardos como con comunidades campesinas. 
Hay cultivos de coca, tala de maderables y 
contaminación en el parque y los acuerdos no han 
sido efectivos. 
Todo el departamento Navegabilidad del río Putumayo (IIRSA) 
Río Putumayo Minería ilegal: existen actividades de minería ilegal, 
no necesariamente artesanal, que es penalizada por 
el estado y que genera daños ambientales graves. 
No obstante, los pequeños mineros no han llegado 
a acuerdos con el gobierno para cambiar de 
actividad. 
Puerto Guzmán y Puerto 
Leguízamo 
La ganadería extensiva a generado gran cantidad de 
hectáreas deforestadas. En algunos casos se traslapa 
incluso con áreas protegidas. El comité de 
ganaderos del departamento, ha manifestado 
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rechazo al Pladia 2035 en tanto las líneas propuestas 
por el mismo, no contemplan ganadería extensiva. 
Todo el departamento Ha habido fuertes protestas por las fumigaciones 
con glifosato que se realizan en el marco de la 
erradicación de cultivos ilícitos. 
 
Fuente: elaboración propia 
3.5.2 Latentes 
 




Puerto Caicedo y 
Orito 
Comunidades indígenas y campesinas se oponen al Bloque San 
Juan, que busca explotar la empresa Gran Tierra Energy Inc. 
Cabe anotar, que comunidad Inga pretende una ampliación de 
resguardo en esta zona, y que existe allí la Reserva Forestal 
Productora Cuenca Alta del Río San Juan 
Todo el 
departamento 
Navegabilidad del río Putumayo (IIRSA) 
RFA El Plan Nacional de Desarrollo contempla que dentro de la 
Reserfa Forestal de la Amazonia se deben contemplar nuevas 
sustraciones para que haya más disponibilidad de tierras. Esta 
hipotética adjudicación de tierras entra en conflicto con la 




La estrategia de rondas permanentes de la ANH, pretende 
adjudicar nuevos bloques en la cuenca Caguán – Putumayo, lo 
cual seguramente generará nuevas protestas en contra de la 
actividad petrolera en el departamento. 




La vía Teteyé – El Tigre que se pretende construir para transporte 
de hidrocarburos genera mucho rechazo en la comunidad aunque 
por el momento está apenas en proyecto. 
Todo el 
departamento 
Navegabilidad del río Putumayo (IIRSA) 
 
Fuente: elaboración propia 
 
4. Conclusiones y recomendaciones 
4.1 Conclusiones 
 
1. El Pladia 2035 hace un esfuerzo de síntesis importante, al condensar las discusiones 
históricas sobre el concepto de desarrollo en los territorios del piedemonte amazónico, 
y plantear una planeación del territorio enfocada hacia el concepto del Buen Vivir. 
Así, se evidencia el tránsito conceptual desde las demandas del movimiento social del 
departamento que en los años 90 contemplaba unas demandas específicas que 
permitieran un crecimiento económico más autónomo y equitativo sin contemplar a 
profundidad las consecuencias de ello en el entorno natural; a una propuesta que pone 
en discusión la mercantilización de la naturaleza y el crecimiento económico per se. 
En esa medida, a pesar de las falencias que se presentan en algunos aspectos en la 
práctica, los cuales fueron mencionados a lo largo del trabajo, el Pladia 2035 constituye 
un salto cualitativo en las bases conceptuales de las luchas de las organizaciones sociales 
del departamento de Putumayo, cuya experiencia puede resultar de gran utilidad para 
diferentes procesos de planeación y ordenamiento a nivel nacional. 
2. En ninguno de los planes de desarrollo analizados, con excepción del Pladia 2035, se 
concibe al ambiente en su integralidad, sino que se lo aborda en su mayoría como una 
dimensión específica que se refiere a la dinámica ecosistémica de los territorios.  
3. Es indispensable que se cumplan los pasos que exige la implementación del punto 4 del 
Acuerdo de La Habana sobre cultivos ilícitos, con la llave inseparable entre RRI y PNIS, 
para que los habitantes del departamento del Putumayo gocen efectivamente de sus 
derechos.  
4. Históricamente el estado sí ha hecho presencia en el departamento del Putumayo, pero 
ha sido una presencia específica y localizada, a través del capital proveniente de 
actividades extractivas, de las comunidades religiosas o de las intervenciones de la fuerza 
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pública. De ahí la impresión generalizada pero equivocada de ausencia de estado o 
estado fallido, y la posibilidad de las economías ilegales de copar el flujo de capital en el 
departamento. 
5. Las estrategias de ordenamiento planteadas de abajo hacia arriba resultan tener una 
efectividad mayor que las impuestas de arriba hacia abajo, dado que responden mejor a 
las condiciones reales de los territorios, incluso cuando estos son altamente diversos y 
políticamente complejos, como en el caso de Putumayo. Un ejemplo de ello es que la 
implementación del Pladia 2035 no depende únicamente de la intervención del gobierno 
para llevarse a cabo, mientras que la actualización de los PBOT y EOT aparecen en 
varios planes de desarrollo de los analizados, pero no se están llevando a cabo en la 
práctica. 
6. Por su carácter alternativo, el Pladia 2035 es de utilidad como indicador de conflictos 
ambientales, en la medida en que formula estrategias específicas para cada una de las 
subregiones del departamento, que en muchos de los casos hacen una lectura crítica del 
desarrollo históricamente planteado para el territorio. 
4.2 Recomendaciones 
 
1. Las herramientas que plantea el Pladia 2035 para articular la sustitución voluntaria de 
cultivos como una reconversión productiva, con la RRI, aterrizan las políticas a la 
diversidad cultural, predial y ecosistémica del departamento, por lo que es necesario que 
se incorporen en la formulación de los PDET. 
2. Es necesario que la MEROS defina con claridad las fuentes de financiación posibles 
para todas las políticas planteadas en el Pladia 2035, de tal forma que pueda realizar un 
plan de inversión a corto, mediano y largo plazo. 
3. Se hace indispensable incorporar el enfoque de género de manera transversal a las 
políticas del Pladia 2035, puesto que por el momento, no se consideran los impactos 
diferenciados que tendrán en hombres y mujeres, y por ende, se puede caer en el error 
de perpetuar la exclusión histórica de estas últimas. 
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4. Es deseable hacer un seguimiento a la implementación del Pladia 2035 a lo largo del 
departamento de Putumayo, para comprender los escenarios de implementación 
efectiva, más allá de las posibilidades de implementación institucionalizadas.  
5. Debe realizarse un seguimiento a la implementación del punto 4 de la Habana en el 
Putumayo, para corroborar el cumplimiento de los compromisos del gobierno 
adquiridos frente a la articulación del Pladia 2035. 
6. Resultaría de utilidad, realizar un seguimiento a los conflictos ambientales identificados 
de la siguiente forma: a los conflictos en curso, para conocer su efecto en el estado de 
cosas del departamento; y a los conflictos latentes, para conocer las reacciones de los 
diferentes actores ante la tensión ambiental y poner en práctica lecciones aprendidas. 
7. Queda como tarea para un futuro investigador, realizar una comparación de los planes 
de desarrollo consultados, a través de la cartografía, de tal forma que se puedan apreciar 
espacialmente los conflictos ambientales surgidos del cruce de mapas, donde 
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